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INTRODUCCION 

El presente trabajo tiene como objetivo analizar y demostrar que el nuevo marco juridico 
agrario. derivado de las reformas al articulo 27 constitucional genera la desaparición del 
derecho social, el cual tiene como función dar una protección especial a las clases sociales 
más desvalidas económica y socialmente, y que los ejidatarios y comuneros como parte 
mayoritaria de esta clase social, con las nuevas normas jurídicas de carácter agrario, se colocan 
en estado de indefensión, ya que éstas fueron creadas en forma deliberada para tal objetivo. 
dejando así a los mismos en desigualdad ante la Ley. 

Por otro lado pretendo demostrar que algunas de las instituciones creadas con la nueva 
legislación, no cuentan con la fuerza necesaria para defenc-1.:r a sus representados en sus 
conflictos abrrar~s. 

-Pretendo !omostrar asimismo el carácter civilista que guarda la Ley Agraria, al basarse 
fundamentalmente en acciones reguladas por el Derecho Privado, haciendo a un lado el hecho 
de que las relaciones entre los sujetos del Derecho Agrario, por ser de interés general. 
pertenecen al Derecho Público y no al Derecho Privado. 

Asimismo es importante señalar que el presente trabajo en un gran porcentaje. está basado 
en las experiencias que con instituciones, agrupaciones, núcleos agrarios, asi como con 
ejidatarios y comuneros en particular, he tenido en forma directa, constatando los problemas 
que las nuevas disposiciones legales de carácter agrario han generado, no sólo por el 
desconocimiento y obscuridad de tales normas, si no porque dichas normas al aplicarse así 
lo generán. provocando que las reformas al articulo 27 constitucional y la Ley Agraria en 
lugar de beneficiar a sus tutelados los perjudique. 

De igual forma debo dejar en claro que, como lo menciona el titulo del presente trabajo, 
solamente se analizan y estudian algunas disposiciones de la Ley Agraria y no todo su 
contenido, es decir que el análisis se da en algunos títulos en particular y en otros no. 
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Tocándose únicamente los puntos que de manera inmediata desde mi punto de vista, 
perjudican a sus tutelados. 

En el capitulo 1 del presente trabajo, se habla de las facultades de los núcleos agrarios a través 
de sus órganos Je representación, así como de los derechos y obligaciones que la nueva Ley 
otorga a sus tutelados. 

En el capítulo 2 se hace mención sobre las tierras del ejido, su integración, división, asi como 
el posible destino de las mismas. Dentro de este capitulo también se hace referencia al 
Programa de Certificación de Derechos Ejidales y Titulación de Solares Urbanos con el que 
se pretende dar mis certidumbre en la tenencia de la tierra. 

En el capitulo 3, se hacen algunas comparaciones entre las disposiciones legales respecto de 
terrenos nacionales ya derogadas y las nuevas disposiciones que respecto de terrenos 
nacionales contempla la Ley Agraria. 

En el capitulo -1, se hace referencia a la nueva forma de impartir justicia agraria. a las 
instituciones creadas para tal efecto y los procedimientos a seguir en este nuevo contexto de 
impartición de justicia 

Por otro lado cuando en el presente trabajo se habla de Ley deberá entenderse que me refiero 
a la Ley Agraria, cuando hablo de Reglamento, me refiero al Reglamento Interior de la 
Procuraduria Agraria. cuando se habla de Registro, me refiero al Registro Agrario Nacional, 
y al referirme al Tribunal, se habla del Tribunal Superior Agrario. 



Capítulo D 
Nuevas Facultades de los Núcleos 
Agrarios 

1.1 Derechos y obligaciones de los ejidatarios y &\'ttindados. 

Las refonnas al articulo 27 constitucional, otorgan a los núcleos agrarios nuevas facultades 
al reconocerles personalidad jurídica y patrimonio propio a cada uno de ellos, al hacer que 
los núcleos agrarios sean sujetos de derechos y obligaciones, así como de poseer un 
patrimonio propio, estas reformas son un gran avance en el sentido de hacer desaparecer la 
tutela patcmalista a la que se encontraban sujetos respecto del gobierno, sin embargo esto 
desde mi pwtto de vista no soluciona ninguno de Jos problemas de los núcleos agrarios, sino 
por el contrario tiende a agravarlos: quedará demostrado en el contenido de este trabajo, que 
esta nueva visión de Ja normatividad agraria, se da, no tendiente a proteger los intereses de 
los sujetos de Derecho Agrario ( ejidos, comunidades, cjidatarios, comWleros, cte. ), si no a 
los intereses de nuestro sistema de gobierno. 

La personalidad jurídica que hoy se otorga a los núcleos agrarios y de la cual se hace tanto 
alarde desde la cúpula oficialista, ya ~e encontraba reconocida por la Ley Federal de Refonna 
Agraria derogada, en su articulo 23 que disponía: 

"Art.23.- Los ejidos y comunidades tienen personalidad jurídica; Ja Asamblea General es su 
má.xima autoridad interna y se integra o;:on todos los ejidatarios o comwicros en pleno goce 
de sus derechos. Quicnc:s se encuentren suspendidos o sujetos a juicios privativos de derechos 
no podrdn formar parte de la misma. " 

La nonna derogada, lo que omitía era reconocer el patrimonio propio de ejidos y comuni­
dades, pero la personalidad jurídica la poseían, que los intereses del Estado no permitieran 
que la ejercitaran era distinto, puesto que así con venia al sistema de gobierno en ese momento; 
hoy con insistencia se dice que los ejidatarios y comuneros son mayores de edad, como si 
antes no lo hubiesen sido. y para regular sus actos se crea una Ley Agraria que ni es claro, ni 
es precisa, generando más perjuicios que beneficios a sus tutelados. A continuación analizaré 
y probaré paso a paso mi aseveración. 

1.-Lty Federal de Rcform1 Ae:raria. p.p. 20 Edlt. Porrúa 1989 3 
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El articulo 10 d• la Ley obliga a los núcleos agrarios a conlJlr con Wl Reglamento Interno, el 
cual regirá la organización económica y social de tos mismos, así como los n..~uishos para 
adnútir nue\'OS ejidatarios y por lógica deberá contener las Cllusas por las que un ejidatario 
podría perder tal calidad; una \'CZ elaborado el mismo, deberá ser inscrito en el Registro 
Agrario Nacional~ esta situación genera una problemática que habría que rcsol\'er: 

1.-. Los ejídos y comunidades arrastran vicios generados por otras instituciones~ acostumbra­
dos a recibir un reglamento interno que nunca ponian en práctica y acostumbrados a que a 
través de las ln\'estigaciones Generales de Usufructo Parcelario Ejidal, realizadas por la 
Secretaria de la Reforma Agraria y sancionadas por las Comisiones Agrarias Mixtas o el 
Cuerpo Consultivo Agrario en su caso, procedimientos la mayorla de las veces amañados en 
beneficio de algún interesado ( Comisariados Ejidales en la mayorla de los casos ), estas 
iru;tnncias eran quienes privaban y asignaban derechos agrarios. en un juicio sumamente 
tardado y desgastantc para quienes se encontraban involucrados en él. Hoy los ejidatarios y 
comuneros se encuentran ante el gran reto de ser ellos mismos los que tomen esta decisión. 
sin generar problemas al interior de sus nucleos. 

Con eJ objeto de evitar en lo posible problemáticas como la anteriormente mencionada. es 
necesaria la el"boración de un buen Reglamento Intemo, en el ~ual deberán eslJlr bien 
precisad.lS cuestiones tales como: 

1.- Quienes son ejidatarios 

2.-Que se regularice la tenencia de la tierra sólo a los poseedores de 

buena fe 

3.- Que la asistencia a las asamblea sea personal, independientemente del 

asunto a tratar. salvo caso fortuito o de fuerza mayor 

.i .... Que los contratos o convenios en que se otorgue como garantía el 

usufructo de fas tierras ejidales no sea por más de dit!Z años 

5.- Que las funciones del Comisariado Ejidal sean ejercidas por todos sus 

integrantes de manera conjunta.. desconociéndose cualquier acto juri .. 

dico que en fonna individual lleve a cabo cualquiera de sus miembros 

6.- Que una vez que el Comisariado sea electo, proponga Wl plan de trabajo 

a realizar durante sus tres aí'ios de gestión, el que deberá sernvalado por la Asamblea 

4 
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7.- Que se declaren nulas todas las asignaciones de tierras que haga el 

Comisariado Ejidal. sin el consentimiento de la Asamblea 

8.- Que para ser miembro del Comisariado Ejidal '"cubran los siguientes 

requisitos 

a) Ser ejidatario del ejido 

b) Haber trabajado en el ejido durante los últimos doce meses 

c) Estar en pleno goce de sus derechos 

d) No haber sido sentenciado por delito que amerite pena privativa de 

la libertad 

e) Trabajar en el ejido durante su encargo. 

- Derechos de los ejidatarios. 

a) El uso y disfrute de su parcela 

b) El uso y disfrute de la parte proporcional que le corresponda de las 

tierras de uso común 

e) Designar sucesores sobre sus di:n:chos agrarios 

d} Elegir sus órganos de representación 

e) Ser electo para ocupar cargos de representación 

O Tener derecho a voz y voto en las asambleas 

g) Tener derecho a reparto de utilidades en los casos en los que se 

autorice aportar las tierras de uso común a una sociedad civil o 

mercantil. 

Plantel AcaUán 

s 
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• Obligaciones de los cjidatarios. 

a) Cumplir con lo cstabh.-cido en el reglamento 

b) Asistir a las asambleas 

e} Pagar puntualmente sus cuotas 

d) Participar en las tareas asignadas por la Asamblea 

Como anexo No 1 se presenta lm ejemplo de Reglamento Interno. 

Por otra partt!, cuando scconsidt:"rc que un cjidatario ha incurrido en causales para ser privado 
de sus derechos agrarios. seflal..idos en el Reglamento Interno y la Asamblea decida separarlo 
del ejido, éste podrá recurrir al Tribunal Unitario Agrario correspondiente e iniciar un Juicio 
Agrario. con el objeto de demostrar qui!' la Asamblea lo separó del ejido injustificadamc:ntc, 
y si al aportar sus pruebas en el proccdimhmto. el ~fagistr.ido considera que así ful!~ ladt.""Cisión 
de la Asamblea de nJda habr.i servido y la autoridad de ésta quedará en entredicho. 

Sin embargo. por otro ladCt, haciendo un estudio minucioso de la Ley podríamos decir que 
confonnc a lo dispuesto por d aniculo 20 de l;J misma, un ejidatario ünicamentc puede perder 
tal calidad conforme a lo qui! este! articulo dispom:. 

Art.20.- La calidad de ejidatario se pierde: 

l. Por la i;c!sión legal de sus den..-chos parcelarios y comunes: 

U. Por la renuncia de sus dcr~chos. en cuyo caso se entenderán cedidos en 

fa,·or del núdi."O de pobladó; 

111. Por presl!ripdón negativa. en su caso. cu.ando otra persona adquiera 

sus dcn."<:hos en los ténninos del articulo 48 de esta Ley. 

En base a la estricta interpretación de este articulo. podernos afinnar que. el artículo 20 y el 
artículo 23 fracción 11 de la Ley son contradictorios entre si. puesto que el PRIMERO nos 
seilala las causas por las que un cjidatario puede perder esa calidad y en el SEGUNDO deja 
como facultad exclusiva de la Asamblea la separación de los ejidatarios, entendiéndose desde 
mi punto de visra, que separación de ejidatarios es igual a privación de derechos ejid>les. 

6 
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A contrario sensu, y desde el punto de vista de la autoridad agraria, cabe destacar la actuación 
de algunos de los Tribunales Unitarios Agrarios, que al resolver expedientes de rerngo 
agrario, respecto de privación de derechos agrarios, fundando sus resoluciones en el artículo 
18 de la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios, se declaran incompetentes para resolver 
sobre el desconocimiento o reconocimiento de derechos agrarios individuales. nrgwnentando 
que dicha facultad corresponde a la Asamblea General de Ejidawios. 

Como ejemplo de lo anteriormente sci\alado, transcribo a continuación una resolución del 
Tribunal Unitario Agrario del Vigésimo Quinto Distrito, con sede en la ciudad de San Luis 
Potosí.2 

Visto para resolver el expediente número S.L.P.192192, relativo a la Investigación General 
de l!_sufructo Parcelario Ejidal de Depuración Censal en el Nuevo Centro de Población Ejidal 
"NINOS HEROES", en el municipio de Tanlajás, estado de San Luis Potosi y, 

RESULTANDO 

l.· El diez de diciembre de mil novecientos noventa. se celebró Asamblea General de 
Ejidatarios por primera Convocatoria, convocada con las fonnalidades previstas en los 
artículos 22,23,29,31,32 y demás relativos de la Ley Federal de Refonna Agraria, en la cual 
se depuró el censo básico de la Resolución Presidencial publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el cinco de enero de mil novecientos noventa. misma que creó el Nuevo Centro 
de Población Ejidal de mérito. 

2.- Por oficio 0362 del veintitres de enero de mil novecientos noventa y uno, el Delegado de 
la Secretaria de la Refonna Agraria en la Entidad, remitió a la Comisión Agraria Mixta la 
documentación aludida en el Resultando anterior, a efecto de que esta última inicie el juicio 
respectivo. 

3.- Por acuerdo de fecha veintiocho d~ febrero de mil novecientos noventa y uno, la Comisión 
Agraria Mixta radicó el expediente en que se actúa, fijando las trece horas dol dla veinte de 
marzo de mil novecientos noventa y uno para que tenga verificativo la audiencia de pruebas 
y alegatos. 

4.- El día y hora previsto para el desahogo de la audiencia de pruebas y alegatos compare­
cieron a la misma los CC. LADISLAO ALONSO lv!ARTINEZ, JOSE LUIS DEL ANGEL 
V., FERNANDO PALACIOS RAMOS Y LUIS ANDRES TINAJERO, en sus calidades de 
Presidente, Secretario y Tesorero Jcl Comisariado Ejidal, así como Presidente del Consejo 
de Vigilancia respectivamente, quienes ratificaron en todas y caúa una de sus panes el 
contenido del acta de A <amblca General Extraordinaria de fecha diez de diciembre de mil 
novecientos noventa; por otra parte comparecieron los CC. LINO SALAS REYES, JUAN 
CASTILLO SALAZAR. GREGOR!O AMADEO CRUZ, JOSE CASTILLO SALAZAR, 

l.· Resolución del Tribunal Unitario Agnrio del 2S Distrito. de fttha +.cnero-1993 
S.LP. 

7 
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JACINTO CORTES PECINA, BONJFACIO ISIQUIO ANA, JOSE INES ISIQUIO ANA, 
TIBURCIO ISIQUIO ANA, CIRO SANTIAGO LUISA Y ELENO FERNANDEZ FLO­
RES. a quienes la Asamblea General de Ejidatariosestñ solicitando la pérdida de sus derechos 
agrarios, mismos que designan como su Representante y Apoderado Legal a la C. Licenciada 
Domlnga Castillcja Gómez, quien en uso de! la palabra aportó las pruebas que a sus 
representados convinieron y solicitó se llevara acabo en ~1 Ejido de referencia. una Inspección 
O.:ular. 

5.- Sustandad:is las etapas dd Juicio Privati\'o de Derechos At:.'Tarios y Nue\'as Adjudicacio­
nes que nos ocupa. con techa nueve de no\'iembre de mil novecientos noventa y dos, ta 
Comisión Agraria ~1ixta acordó con base en lo dispuesto en los articulos 3o. transitorio del 
decreto qu~ reforma el artículo 27 de la Constitución Polilica de los Estados Unidos 
i\kxkanos. así como el penúltimo)' Ultimo pjrrafOdcl 3o. transítorio de la ley Agraria vigente 
y 5o. transitorio de la Le)' Orginica de los Tribunales Agrarios. remitir el expediente de cuenta 
a c"e H. Tribunal. 

6.- Poracuenlo del dicscisietc de diciembre de mil novecientos noventa y dos. este U. Tribunal 
dictó auto de radicación para efecto de estudio y competencia del mismo, y 

CONSIDERANDO 

!.-Que atento a lo dispuc-sto por el artículo 18 de la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios: 
este H. Tribu41.l1 no tiene facultades para desconocer y n.~onocer Derechos Agrarios Indi­
viduales, correspondiéndole dicha facultad a la Asambh:a General de Ejldatarios confom1c 
a lo dispuesto por el anículo 27 fracción Vil sexto párrafo de la Constitución Gcnernl de la 
República. y 18, 22 y 23 fracción 11 de la Ley Agraria vigente. 

11.- Que si bien el articulo So. transitorio de la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios 
expresamente dice: " Los cx~dientcs de los proc~dimicntos de suspensión y privación de 
derechos agrarios o d.; controversias parcelarias u otras acciones agrarias instauradas que se 
cncuentn!'n ;.1ctualmentc en tramite se remitirán debidamente integrados al Tribunal Superior 
Agrario w1a vez que éste entre t:n funciones para que en su oportunidad se turnen para su 
resolución a tos Tribunales Unitarios, de acuerdo con sus compctt:ncías territoriales. Tal 
circunstancia no es óbice par.i que este Tribunal se declare incompetente en vimid de que en 
todo caso ese precepto contraviene preceptos de On.Jen Constitucional como lo es el articulo 
27 fracción Vll párrafo sexto, asi como lo ordenado en los artículos 18,22 y 23 fracción lI de 
la Ley Reglamentaria del anículo 27 de la Constitución Federal, y de acuerdo con la jerarquía 
normativa que rigt: al sistema jurídico mexicano las leyes orgánicas deben ajustarse al te~"to 
Constitucional. 

111.-A may\?r abundamiento de las pruebas aportadas tanto por el Nuevo Centro de Población 
Ejidal "NINOS HEROES ", municipio de Tunlaj:is en el estado de San Luis Potosi por 

8 
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conducto de sus n:prcscntantcs legales, corno por los cjidatarios sujl!tos al juicio privutivo di! 
dcn."Chos agrarios en que se actúa, no se establece controversia alguna por posesión y goce 
de unid;idl!s de dotación ninguna. sino por el contrario se dcsprcndr.: que el conflicto se 
establece: en relación "=-º" b constitución, manejo y administración de la Sociedad di! 
Solidaridad Social "NINOS HEROES", controversia que no es la acción intentada en el 
presente expediente y que aún y cuando se pretende hacerla val..:r como causal para la pérdida 
de derechos solicitada. este H. Tribunal en 1~m1inos de los Considerandos anteriores no es 
competente para ello, por lo que se 

RESUELVE 

PRIMERO.- Se dcclar.: la incompetencia de este H. Tribunal para resolver el expediente de 
Investigación General de Usufructo Parcelario Ejid..11. por las razones y fundamentos expre­
sados en el Considerando l y !l. 

SEGUNDO.- Se dejan a salvo los derechos de las personas sujetas a la Investigación General 
de Usufructo Parcelario Ejidal del Núcleo de Población que nos ocupa. para que lo hagan 
valer en la \'Ía y forma que corresponda. esto es ante la Asamblea General de Ejidatarios. 

TERCERO.- Notifiques!.! personalmente al núcleo de población que nos ocupa, por conducto 
de su Representante Legal, esto es al Comisariado Ejidal, así como a los CC. LINO SALAS 
REYES, JUAN CASTILLO SALAZAR. JACINTO CASTILLO SALAZAR, JACINTO 
CORTES PECINA, BONIF AC!O !SIQUIO ANA, JOSE !NES !SlQUIO ANA. TIBURC!O 
!SIQU!O ANA. C!RO SANTIAGO LUISA Y EL EN O FER.."IANDEZ FLORES. en ténninos 
de Ley, y comuniqucsc a la Procuraduría Agraria para los cfoctos legales a que haya lugar. 

AS! LO RESOLV!O Y FlIU.lA EL CIUDADANO MAGISTRADO DEL TRIBUNAL 
UNITARIO AGRARIO DEL VlGESlMO QUINTO DISTRITO, LICENC!ADO RUBEN 
GALLEGOS VlZCARRO POR ·\NTE EL SECRETARIO DE ACUERDOS QUF. DA FE. 
EL CUATRO DE ENERO DE MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y TRES. CUMPLASE. 
DOY FE. RUBRICAS. 

¿Cuál seria la posible solución a este tipo de problemas?. considero que lo adecuado seria 
una labor de concientización a los núcleos agrarios. de la necesidad de elaborar su reglamento 
interno, con la asesoría de algwia institución, principalmente la Procuraduría Agraria, la 
Secretaria de la Reforma Agraria o en su caso el Instituto Nacional Indigenista; o si el núcleo 
lo considera conveniente con la asesoria de algün profesionista. proceso el cual considero 
requerirá de mucho tiempo, en el cual espero subsistan los nú.cleos agrarios. 

El articulo 12 de la Ley considera ejidatarios a los titulares de derechos ejidales, pero, ¿a 
quienes podemos en realidad considerar titulares de estos derechos?; desde mi punto de vista 
se puede considerar titulares de estos derechos: 

9 
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a) A l<>s ejidatnrios que hablan sido reconocidos como tales n través de la 

Resolución Presidencial dotatoria de tierras. 

b) A nquellos que se les reconoció sus dcrct:hos a tra\'éS de una Investigación 

General de Usufructo Parcelario Ejidal. 

e) A quienes ha tcconocido la Asamblea General de Ejidatnrios c:omo tates. 

d) A quienes en un momento dado el Tribunal Agrario ha rcsl"'lado y/o 

n:conocido sus derechos como tales. 

El articulo 13 de la Ley considera avecindados a aquellos mcxicnnos que hayan residido en 
el núcleo de población cjidal por m:is de un año y que sean reconocidos por la Asamblea 
como tales. El problema que este derecho para los avecindados put..-de generar. es que, si una 
persona que se considere con derechos a ser reconocido como avecindado solicita a la 
Asamblea le reconozca sus derechos de avecindado. y Csta no acepta, éste tendrá la posibilidad 
de recurrir al Tribwial Agrario para que sea esta autoridad quien le reconozca su calidad de 
avecindado~ el problema no es sólo el hecho de que el Tribunal Ab7rario cambie la dí.'cisión 
de Ja Asamblea. si no que el hecho de que el avecindado recurra al Tribunal, gcncmrU 
problemas sociales y económicos pam el ejido, ya que lo$ órg~mos de representación del 
mismo, tendrán que:: recurrir a la sede del Tribunal Unitario corrcspom.lilmtc a dar contestación 
a ta demanda e iniciar la controversia, lo cual impliru erogaciones económicas con carga al 
ejido. y de no hacerlo podrían reconocerse derechos de avecindados a personas no gratas al 
núcleo las cuales podrían knl.!r c;ip.1cidad t..'Conómlca suficiente parJ en un momento dado 
ucaparar tierras por medio de la compra, ya quees!a es t•n realidad la importancia que conlleva 
el hecho de ser reconocido como avedndado. 

Artículo 1 s ... La Ley señala que para poder adquirir la calidad di.: cjidatario. es requisito ser 
mexicano, mayor de edad o de cualquier edad si se tiene familia a cargo y ser avecindado o 
cumplir con tos requisitos señalados por el reglamento interno. 

Es importante hacer notar que la Ley no obliga al ejidatario a trabajar la tierra P"rsonalmcnte 
o como una ocupación habitual. Considero que este requisito es indispensnble. para dar mayor 
prot~ción a las tierras del ejido. por to cual las Asambleas deberán tener mucho cuidado en 
señalar como requisito indispensable dicha obligación para poder otorgar la calidad de 
ejidatario. 

Articulo.17 .- En este articulo surgen varios problemas generados por lagunas que la misma 
Ley ha creado. 
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Primero.- El cjidatario dcbc:r..i fonnular lista de sucesores en la que consten los nombres de 
las pcrson:.1s y d orden de preferencia confonnc al cual. deba hacerse la adjudicación de 
derechos a su füliccimicnto. Como esto es un derecho del cjidatario, el podci designar como 
su sucesor a alguna persona que no se encuentre trabajando Ja parcela o no tuviera relación 
alguna con las personas que este mismo articulo señala. porque al disponer que " Para ello 
podrá d~signar al cónyugc. a la concubina o concubinario en su caso, a uno de los hijos, a 
uno de los ascendientes o a cualquier otra persona ".no obliga al ejidatario a heredar sus 
derechos parcelarios a sus dependientes económicos. to que en muchos casos provocara que 
qucd~n en el desamparo muchas familias. por no 1ener otro medio de subsistencia. 

Segundo.- Al dejar abierta la posibilidad <.fo que d cjidalario dcpositt!' su lista úc sucesores 
en el Registro ,\grario Nacional o ame un fedatario. podria darse el caso de que se inscriban 
dos listas di! sucesores simultáneamente ante ambas instancias, o que el Registro Agrario 
Nacional no cono zen de una inscripción posterior hecha antc fedatario y c;..;pida un certificado 
de derechos agrarios a quien pudiera no tener derechos sucesorios. 

Lo anterior podria ser rcsucho ante el Tribunal Agr..irio, estas controversias podrían evitarse 
obligando al fedatario que reciba una lista de succson:s a dar aviso al Registro Agrario 
Nacional de ello. 

Tercero.- Por otra panc, en ningún artículo de la Ley se señala quienes harm las funciones 
de fedatarios, aunque nos..>tros estamos obligados a saberlo. los cjidatarios no est<in obligados 
a ello. Asimismo es importante pr\!guntarnos. ¿ los fedatarios estarán obligados ha realizar 
este tipo de tr.ibajos ?. la Ley debió señalar que autoridad podrá hacer las funciones de fe­
datario. 

Anicu1o 18. - La Ley señala que cuando no haya hecho lista de sucesores. los derechos agrarios 
se trasmitinin según el siguiente orden de preferencia. 

l.- Al cónyuge 

2.· A la concubina o al concubinario 

3.- A uno de los hijos del cjidatario 

4.· A uno de sus ascendientes, y 

S.· A cualquier otra persona de las que dependan económicamente de é1. 

Dispon\! la Ley, que si a la muerte del ejidatario resultan dos o más personas con derecho a 
heredar, de entre los señalados en los casos 3.4 y 5, éstos gozarán de tres meses a partir de In 
muene del cjidatario para decidir quien de entre ellos conservará los derechos ejídaJes. de lo 
contrario el Tribunal Agrario sin autorización de la Asamblea proveerá la venta de los 
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derechos cjidales en subasta pública y repanini el producto en partes iguales entre las personas 
con derecho a heredar. 

En este caso a quien se le ocurrió t"Sl3 salida tan poco común. ignora que por tradición en la 
mayoría de los ejidos del país. si no es que en todos. los titulares de los derechos agrarios. " 
reparten" en vida sus parcela entre sus hijos. alin a sabiendas que la Ley Federal de Rcfonna 
Agraria derogada. como la Ley Agraria en vigor. consideran a la parcela como indivisible, 
es decir se conserva el carácter de indivisibilidad de la parcela, pero las necesidades 
económicas de las familias del campo provocan y seguirán provocando la división de las 
parcelas. por lo que los derechos sobre una parcela que originalmente c:ra de cuatro hectflrcas 
y el titular de los derechos sobre Ja misma es un solo ejidatario, en la realidad a travt!s del 
tiempo se: divide entre tres o m:is personas. y si al morir el titular. en este caso el pudre. no 
deja lista de sucesores, me atrevo u afirmar que Jos hijos poseedores de la parcela. nunca se 
pondrán de acuerdo sobre quien será el titular de los dc:rcchos agrarios de la misma. at'm 
cuando se les hicicrJ ver que el asignar los derechos a uno solo de ellos, seria sólo parJ evitar 
que el Tribunal Agrario venda estos derechos y ellos continúen trabajando de la manera que 
lo venían haciendo. 

Si no se trata de concientizar a los ejidutarios de esta obligación. poco a poco las parcelas 
pasarán a la titularidad de personas distintas de quien le corresponde tal derecho. creando con 
esta medida más problemas al interior del ejido. 

Aniculo 19.- Respecto de esta disposición la Asamblea General de Ejidatarios deberá tener 
mucho cuidado de incluir en su reglamento interno, el caso de que de no existir sucesores a 
la muerte de W1 ejidatario, los derechos sobre la parcela volver.in al núcleo de población ejidal 
y la Asamblcil resolverá sobre su asignación o su uso, por ejemplo. asignarla a un ejidatario 
o avccind::ido. evitando de esta manem que la parcela sea vendida por el Tribunal Agrario, 
con lo que la Asamblea podrá seguir conservando su fuerza al interior dd ejido. 

Aniculo 20.- En el presente articulo la Ley dispone sobre las formas de perder la calidad de 
cjidatario. Como ya se señaló en párrafos anteriores. es precisamente l.:i Ley quien rcsuclvc 
de que forma puede perderse la calidad de ejidatario, contraponiéndose a lo dispuesto por el 
articulo 23 fracción II: estas causales o formas son: 

l.- la cesión legal de los derechos parcelarios y comunes: la forma legal de ceder derechos 
generalmente es la compra-venta. 

JI.- Por rcnWlcia de derechos, en cuyo caso se entenderán cedidos en favor del núcleo de 
población. cosa por demás absurda. por lo que me atrevo a decir. que un ejidatario o vende 
o realiza algún otro tipo de contrato respecto de sus derechos parcelarios o comunes, pero 
renunciar a ellos, nunca sucederá. 
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111.- Por prescripción negativa. figura jurídica eminentemente civilista. que se incluye en la 
presente Ley, sin importarle al legislador las prácticas costumbristas de los núcleos agrarios, 
principalmente los que conservan el estado comunal. 

1.2 La Organización Interna del Ejido 

Al hablar de organización interna del ejido, hablo tanto de organirnción social, como de 
órganos de decisión. de ejecución y de vigilancia al interior del ejido, en este sub-capítulo 
analizaré todas y cada una de las partes que compondrfan un ejido según la Ley. haciendo 
notar la imposibilidad de que se lleguen a estructurar fisica y orgánicamente como lo pretende 
la Ley. 

ORGANOS DEL EJIDO 

a) La Asamblea General de Ejidatarias 

b) El Camisariado Ejidal 

e) El Conseja de Vigilancia 

ORGANIZACION SOBRE LA TENENCL\ DE LA TIERRA 

a) Las tierras parceladas 

b) La zona urbana 

e) L1 parcela escolar 

d) La Unidad Agrícola Industrial de la Mujer 

e) La Parcela paro el Desarrollo Integral de la Juventud 

O La zona de uso común. 

g) La Junta de Pobladores, como órgano de participación de la población del 

núcleo agrario. 
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LAASAMULEAGENER.-\L DE EJIDATARIOS, ELCOMISARIADO E.lll>AL \'EL 
CONSEJO DE VIGILANCIA. 

La As.1mblca es el órgano máximo úd ejido. en ella participan todos los cjidatarios. ( art. 22 
Ley Agr-.iria), 

Es importante sci\alarcomo inicio. que la nueva kgisladón agrnrí;:1, ya no habla de ;.lutoriJadt:s 
intt!mas del ejido. si no de órgam's de n:prcscntadón, lo que es bueno destacar. porque a pesar 
de que la legislación derogada no consid!!raba aJ Comisa.riada Ejidal conH.1 autorid;.td ab'l".l:ria. 
por costumbr~ en los núdc,Js ;1gmrios siempre se les consideró como tates. 

l.a Asamblea podr.l ser convocad:.i por d Comisariado Ejidal o por el Consejo di! Vigilancia. 
por iniciativa propia o si así lo solicitan al menos 20 cjidatarioso d 20 % dd total di: cjidaturios 
que integren d miclco Je población cjidal. 

Si no lo hicír.:r..1 d Comisariado Ejid~l u d Consejo de Vigilancia cn unplazodc 5 días holbiks 
a partir de la solidmd, el mismo nUmcro de cjidatarios p1.>dr.i solicitar a la Procumduría 
Agraria qut' convoque a l~i Asamblea (art.24 ley Agraria). 

La Ley al pretender dar solución a los problemas 4uc gcnr.:r.i la negativa de los comisilriadL1s 
cjidales a COO\'ücar a las asambls:as. abre: la p1.1sibilídad d1.: que sean los cjid.atarios que deseen 
resolver algún probh:ma a trav!.!s de !J .Asamblea. los que soliciten que ésta se lleve a cabo y 
ante la negativa dd Comisariado Ejidal y dd Consejo de: Vigilancfa. podrán pedir a la 
Procuraduria Agraria lanct.~ la convocatoria; aquí surgt!'n dos problemas. el primero es que los 
solicitamcs demuestren que son cjidatarios con sus respectivos derechos agrarios vigentes o 
qúc representan d 20'!iJ 1..k h_...,~ .:jidatarills dd núch:o y segundo, que en la práctica la 
ProcurJduria Agraria rcquir:rc a los cjiJatarios. ~ulicitantcs que demuestren mc:dianlc acta 
que el Comisariado Ejitlal y d Con~l!jo de Vigilancia se han negado a convocar a b Asamblea. 
p.:ua así estar en condición de: lan:111r dkha convol.".atoria. Por otra partl!. este derecho de los 
ejidataríos pOOria conv\!rtirsc cn un instrumento de caciques parn generar problemas at 
interiordd ejido. por lo cu.-il consi<.kro indispcnsabl.: que la Procuraduría al recibir la solicitud 
por parte: de Jos cjidatarh_1:; de: lan1ar la convocatoriJ. analice cuidadosamentc. d obji.·ti\'O por 
el que se prctcmic lanzar la misma y solicite a los intcrc!<ados. demostrar la vigencia de sus 
derechos ejidaks. 

El órgano encargado d .. l<l cjccucíún dt: lo!. acuen.lus d:: b Asamblea es el Comisariado Ejidal 
(an. 3:1 Ley Agraria), t:stcórgJno al igual qut! en la Ley federal de Rcfonna Agraria dl!rogada. 
conserva su estructura intcp-.:indosc por un presidente, un secr~tario, W1 tesorero y sus 
respectivos suplcntl!s: el Comisariado Ejidal ahora es considerado tm apoder.i.do general para 
actos de administración. pleitos y cobranzas. facultad que la Asamblea General de Ejidatarios 
le reconoce al nombr-.irlo. ( an. 33 trace.! ). 

Es importante st:i\alar que el Comisariado Ejidal ahora tiene las funciones de un mandatario. 
ya que se obliga tácitamente a ejecutar por cuenta del mandante ( la Asamblea General de 
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· Ejidatarios) los actos juridicos que le encargue(art.2546 C.C. D.F.) 3, por lo anterior desde 
mi punto de vista, en la Asamblea en la que se elija al Comisariado Ejidal, debería eslar 
presente un fedatario, con el objeto de que el acta de asamblea obtuviera el carácter de escritura 
pública~ asl cumplir con lo dispuesto en el articulo 2555 del Código Ci\'il para el Distrito 
Federal . que dispone. 

"Art.2555 C.C.D.F.- El mandato debe otorgarse en escritura pública o en carta poder firmada 
ante dos testigos y ratificadas las finnas del otorgante y testigos ante notario. ante los jueces 
o autoridades administrativas correspondientes: 

J.- Cuando sea geneml; 

11.- Cuando el interés del negocio para que se confiere llegue a cinco mil pesas o exceda de 
esa cantidad: 

111.- Cuando en virtud de él haya de ejecutar el mandatario, a nombre del mandante, algún 
acto que confonne a la Ley debe constar en instrumento público. " 

Ya que el carácter de apoderado que la Ley le otorga al Comisariado Ejidal es evidentemente 
civil, este como apoderado de la Asamblea, debe sujetarse en el desempeño de su encargo a 
las instrucciones recibidas de su mandante ( Ja Asamblea ) y en ningún caso podrá proceder 
contra disposiciones expresas de la misma, conforme a lo dispuesto por el articulo 2562 del 
Código Civil para el Distrito Federal. 

" Art. 2562 C.C.D.F.5 - El mandatario, en el desempeño de su encargo, se sujetará a las 
instrucciones recibidas del mandante, y en ningún caso podrá proceder contra disposiciones 
expresas del mismo. " 

Dentro del reglamento interno del ejido, es importante señalar los periodos en los que el 
Comisariado Ejidal deberá informar de las labores efectuadas y los movimientos de fondos 
e infonnar de los trabajos de aprovechamiento de las tierras de uso común y el estado en que 
se encuentren (art. 33 fracc.IV Ley Agraria), esto en relación con lo dispuesto por los artículos 
2566 y 2569 del Código Civil para el Distrito Federal. 

" Art.2566 C.C.D.F.6 -El mandatario está obligado a dar oportunantente noticia al mandante 
de todos los hechos o circunstancias que puedan detcnninarlo a revocar o modificar eJ 
encargo. Asimismo, debe dársela sin demora de la ejecución de dicho encargo. " 

"Art. 2569 C.C.D.F.7 - El mandatario está obligado a dar al mandante cuentas exactas de su 
administración, conforme al convenio, si lo hubiere; no habiéndolo, cuando el mandante lo 
pida, y en todo caso el fin del contrato." 

Ahora bien, en el momento en el que el Comisariado Ejidal se exceda en sus funciones, la 
Asamblea corno mandante podrá exigir el pago de daños y perjuicios, pero como en el 99% 

J .• Código Civil para el Dlslrilo Federal p.p. 442 Edil. Porrúa 1991 

4.-Códlgo Civil para el Dislrito Federal p.p. 444 Edil. Porrúa 1991 

5.-CódigoCivll para el Distrito Federal p.p. 445 EdlL Porrúa 1991 

6-7.-Códlgo Civil pan el Distrito Federal p.p. 446 Edil. Porrúa 1991 
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de los ejidos quien desempeila las funciones de Cornisariado Ejidal nunca podrá responder 
por el pago de daños y perjuicios, en el remoto caso de que se le demandara, cabria la 
posibilidad de exigir que respondiera por responsabilidad penal. Esta breve comparación que 
hago en cuanto al carácter civil que la Ley Agraria le da a las funciones del Comisariado 
Ejidal. como apoderado general para pleitos y cobranzas, la hago en virtud de que considero 
que la Ley crea una laguna jurídica más al no seftalar expresamente las causas de responsa­
bilidad penal en que incurririan los órganos de ejecución y vigilancia de la Asamblea¡:jidal, 
como se scilalaba en el articulo 42 de la Ley Federal de Reforma Agraria derogada en su 
último párrafo, al referirse a los casos pre,·istos en las fracciones lll, lV, V. VII, y Vlll, que 
aún con esta disposición expresa, ta Asamblea rara vez ejercía por ignorancia. temor o 
amenazas dejando impunes los delitos y faltas cometidos por el Comisariado Ejidal en el 
~jerciclo de sus fünciones. 

Respecto a la remoción de los miembros del Comisariado Ejidal y del Consejo de Vigilancia. 
la Ley señala que ésta podrá ser acordada por voto secreto en cualquier momento por la 
Asamblea que al efecto se reuna~ o que sea convocada por la Procuraduria Agraria a partir 
de la solicitud de por lo menos el 25% de los cjidatarios del núcleo (an. 40 Ley Agraria ). 
Aquí resulta importante hacerse una pregunta ¿ sobre quién recaería la carga de la prueba, 
para probar que los solicitantes representan el 25% de los ejidatarios del núcleo con derechos 
ejidales vigentes?, ¿ a los solicitantes o a Ja Procuraduría Agraria ?; parecerla lógico que 
deberían ser a Jos solicitantes. sin embargo esto en un momento dado y por así convenir a los 
intereses de los solicitantes. estos podrían actuar con dolo y hacer pasar por ejidatarios a 
quienes no lo son. o u quienes a través de un procedimiento anterior hubiesen sido privados 
de sus der~hos agrarios; por otro lado la Procuraditría Agraria podría solicitar al Registro 
Agrario Nacioital. el censo actualizado <le ejidatnrios y así poder cerciorarse de que los 
solicitantes en realidad representan el 25% de los l!jidatarios dd núcleo.¿ pero \.>Sto cuanto 
retarda.ria Ja actuación de Ja ::'rocuraduría ?, pero ~ún con esta medida. pienso que este 
documento en un momento dado no reflejaría la realidad resp<.'Cto del número de ejidatarios 
con derechos vigentes. Por lo anterior. puedo decir que el articulo 40 de la Ley, más que una 
posibilidad de solucíón üc conflictos. es una ventana abierta a ellos. 

LA JUNTA DE POBLADORES 

En su articulo 41 la Ley no habla de la posibilidad de que en el núcleo agrario se constituya 
una junta de pobladores, con el objeto de que laeomunidad pueda participaren la elaboración 
de diversas propuestas sobre cuestiones relacionadas con el poblado. 

La Junta de Pobladores la constituirán, los ejidatarios y ª''ecindados de la población y se 
regirá con el reglamento que para el efecto constituya la misma. 

Para constituir la Junta de Pobladores considero que es necesario que la Procuraduria Agraria, 
realice amplia labor de información, con el objeto de que tanto los ejidntarios como los 
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avecindados conozcan la importancia de crearla en su comunidad. infonnando de la natu­
raleza y atribuciones de la Junta de Pobladores, una vez que se tome conciencia de tal 
importancia, entonces a través de los órganos internos del ejido deberá convocarse a una 
asamblea a la que podrán asistir tanto ejidatarios como avecindados. 

Dicha asamblea deberá convocarse de acuerdo con lo previsto en los artículos 13, 22, 23 
fracción XV, 24 al 28 y 31 de la Ley. Una vez constituida la Junta de Pobladores ésta podrá 
decidir sobre la integración de diversas comisiones que deberán encargarse de: elaborar el 
reglamento interno de la misma. la elaboración del padrón de a\'ecindados, y las otras que 
considere necesarias. 

El reglamento interno de la Junta de Pobladores deberá tomar en cuenta los siguientes 
aspectos: 

a) Antecedentes de la organización interna del núcleo de población, que incluye a ejidatarios 
y avecindados en general. 

b) Integración y funciones de las comisiones 

c) Fonnas de remoción de los integrantes de las comisiones. 

d) Derechos y obligaciones de sus integrantes 

e) Periodicidad de sus reuniones 

f) Causas para su disolución. 

En el articulo 42 de la Ley se señalan las facultades y obligaciones de la Junta de Pobladores, 
las cuales son esencialmente de servicio social al imerior del núcleo, procurando fwidamen­
talmente velar por que el mismo cuente con todos los servicios y el mantenimiento adecuado, 
tramitando además la solución de los problemas ante las autoridades municipales o ante las 
instituciones que corresponda. 

Considero que la intención de crear las Juntas de Pobladores va encaminada en fwición de 
que los órganos de representación del ejido, no distraigan sus funciones en estas cuestiones 
y se dediquen exclusivamente a los problemas y necesidades del núcleo agrario, en lo referente 
a derechos ejidalcs en general, por lo que como ya se mencionó, considero que la Procuraduría 
Agraria debe difundir adecuadamente la importancia, naturaleza y funciones de las Juntas de 
Pobladores antes de su constitución, para que éstas estén concientes que sus funciones se 
limitan a cuestiones relacionadas con el asentamiento humano y no traten de inmiscuirse con 
las facultades previstas por la Ley como exclusivas para los órganos del ejido. 
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LAS TIERRAS EJlDALES 

Dentro de este subtcma hablaré de las tierras ejidnles, en cuanto a su fonna. estructura, 
integración y localización al interior del ejido y no en cuanto al destino de éstas, intentando 
configurar lo que según In Ley seria el ejido ''ideal". incluyendo un plano del mismo en este 
apartado. 

Señala la Ley que," las tierras del ejido, se componen por las tierras que han sido dotadas al 
núcleo de población i:jidal o incorporadas al régimen ejidal, y que por su destino son: 

n) Las tierras ¡iara el ascntamit!'nto humano 

b) Las tierras de uso común 

e) Las tierras parceladas. 

(ar<. 43 y 44 Ley Agraria) 

a) Las Ticrr.ts parn el Asentamiento Humano 

En I~. sección cuarta del capítulo 11 d~ la Ley, ésta nos dice que la tierras destinadas al 
nsentamicnto humano integran el área necesaria para el desarrollo de la vida comunitaria del 
ejido, compuesta por los terrenos en que se ubique la zona de urbanización y su fundo legal, 
dánduli: la misma protección, a la parcela t:scobr, la unidad agrícola industrial de la mujer, 
la unidad productiva para el desarrollo integral de la juventud y a las otras reservadas para el 
ascntan1icnto humano (art. 63 Ley Agraria). 

En este artículo la Ley nos dice como quisiera que fueron las zonas urbanas de los ejidos. sin 
tomar en cuenta la realidad de los núcleos agrarios, lo cual analizaré paso a paso. 

a) Las Resoluciones Presidenciales dotatorias de tierras, a pesar de que en algunos casos, que 
no en todos, dctemlinalian la constitución de la zona de urbanización del ejido, nunca 
señalaban una superficie tentativa para su instalación, ;ii mucho menos señalaban en el plano 
definitivo su localización, tomando en el mejor de los casos los terrenos ocupados por el 
cascrio para destinarlos a la zona de urbanización. 

b) En un gran número de casos, las Resoluciones Presidenciales dotaban tierras a cierta 
distancia de los núcleos de población, tomando en consideración lo que disponía el articulo 
203 de la Ley Federal de Reforma Agraria derogada 9, que a continuación se transcribe. 
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" Art. 203.- L.F.R.A. Todas las lineas cuyos linderos sean tocados por un rodio de siete 
kilómetros a partir del lugar más densamente poblado del núcleo solicitante. serán afcctablcs 
para fines de dotación o ampliación cjidal en \l)S ténninos de esta Ley." 

Por lo que disponía d artículo antcrh.1r. en muchas ocasiones el lugar más densamente poblado 
del núcleo solicitante quedaba fuera de las tierras dotadas y a una considerable distancia del 
lugar mas densamente poblado. 

e) Consl!Cucm::ia de lo antcrionucntc mencionado. muchos de los beneficiados por la Resolu­
ción Presidencial. se instalaban en las parcdas que laboraban. es decir dentro de las tierras 
de labor. generando asentamientos humanos dispersos dentro del ejido y a grandes distancias 
unos de otros. sin configurar una 1.ona urbana espt."Cifica. 

d) Por otro lado la parcela cscolnr, que si ero incluida en las Re~olucioncs Presidenciales. 
señalando que se dotaba a un númcm "X" de b.:neticiados más una parcela t.:scolar. sin 
especificar su perímetro ni ubicación dentro del plano definitivo. Caso similar ocurría con la 
Unidad Agricola Industrial de ta Mujer y que además sólo un pl.'qUeño porcentaje de:: ejidos 
la tkncn constituida. 

e) Por lo que se refiere a la Unidad Productiva para el Desarrollo Integral de la Juventud. el 
artículo 72 de la Ley hablJ de que en el ejido podrá destinarse una parcela para constituir 
dicha w1idad productiva. Desde mi punto de vista e'ito quiza nunca suceda, porque si tomamos 
en cuenta que en un gran núml.'.:ro de ejidos no existe la parcela para la Unidad Agrícola 
Industrial de la Mujer~ y en otro gran número de casos la Parcela Escolar la ocupa un cjidatario 
o ex-comisariado, y que más grave todavía es el hecho de que existe una gran demanda de 
tierras paro labor por parte de los hijos de los ejidatarios, nunca sobrará una parcela para 
destinarla a los fines de la Unidad Producth a para el Desarrollo Integral de la Juventud. 

Por todo lo antcrionnentc señalado. r,¡c atrevo a decir que no existe ni existirá una zona par.i 
el asentamiento hwnano como pretende la ley. 

La Ley considera e~ d articulo 64 a las tierras destinadas al asenlamicnto humano como. 
inalienables, impri!s~riptibles e inembargables, contradiciéndosl! inmediatamente al decir que 
a los solares de la zona de urbanización del ejido no les es ap:icable lo dispuesto en este 
articulo. por lo que en este caso entiendo que, todos los actos jurídicos que emanen de la 
propiedad o posesión de solares urbanos serán regulados por las di~posicioncs del derecho 
privado y por consecuencia se ventilarán a través de Tribwtalcs del fuero común. ¿ pero, a 
partir de que momento?. 

Por otro lado señala la Ley hipotéticamente, que todo ejidatario tendrá derecho a recibir 
gratuitamente un solar al constituirse. cuando sea posible. la zona de urbanización y sus 
titulares ser.in los propietarios (an.68 Ley Agraria). La Asamblea determinará en forma 
equitativa la superficie que corresponda a cada ejidatario, de acuerdo al plano aprobado por 
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Ja Asamblea e inscrito en el Registro Agrario Nacional y este expedirá los certificados que 
constituirán los títulos de propiedad, ¿cuando sucederá esto?. 

- ¿Cuando la Asamblea detennine el reordenamiento o relocalización de Ja 

zona para el asentamiento humano? 

- ¿Cuando la Secretaria de Desarrollo Social así Jo determine? 

- ¿Cuando la Comisión para la Regularización de Ja Tenencia de la Tierra 

expropie, para reordenar los asentamientos humanos? 

-¿Cuando se cree un nuevo ejido? 

Bajo las condiciones reales que guardan las zonas de urbanización de los ejidos, prolr 
ablemente esto nunca suceda. 

Más adelante este mismo articulo señala que" cuando se trate de ejidos en los que ya esté 
constituida la zona de urbani1.ación y los solares ya hubieren sido asignados, los títulos se 
expedirán en favor de sus legitimas poseedores; cabe recordar que es en esta situación en la 
que se encuentran Ja mayoria si 110 es que todos Jos ejidos; y cabe preguntar, ¿a quienes se 
considerará Jeg"ftimos poseedores?. En su articulo 93 Ja Ley Federal de Reforma Agraria 
derogada señalaba que. 

"Art. 93.~ L.F.R.A. JO Todo ejidatario tiene derecho a recibir gratuitamente. como patrimonio 
familiar, un solaren Ja zona de urbanización cuya asignación se hará por sorteo. La extensión 
del solar se determinará atendiendo a las características, usos y costumbres de la regió~ para 
el establecimiento del hogar campesino, pero en ningún caso excederá de 2,500 m-. Los 
solares excedentes podrán ser arrendados o enajenados a personas que deseen avecindarse, 
pero en ningún caso se les permitir.! adquirir derechos sobre más de un solar, y deberán ser 
mexicanos, dedicarse a ocupación útil a Ja comunidad y estarán obligados a contribuir para 
la realización de obras de beneficio social en favor de la comunidad. 

El ejidatario o avecindado a quien se haya asignado un solar en la zona de urbanización y Jo 
pierda o enajene, no tendrá derecho a que se Je adjudique otro." 

Como se ve Jos solares podían ser hasta de 2,500 m2, rozón por la cual en muchas ocasiones 
Jos ejidararios fraccionaban su solar y vendfan simplemente a la palabra o en el mejor de los 
casos mediante un contrato privado de compra-venta; otro caso muy común era que los 
presidentes del Comisaríado Ejidal, vendían lotes urbanos obteniendo beneficios personales 
sin otorgar ningún tipo de documento que amparará la venta u otorgando posterionnente 
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constancias de posesión del solar. que es el documento que en un momento dado podrían 
tener Jos posesionarlos de lotes urbanos que no son ejidatarios; por lo tanto ¿a quienes se 
considerará legítimos poseedores al momento de que el Registro Agrario Nacional titule los 
solares urbanos?. 

" La propiedad de los solares se acreditará con el documento señalado en el artículo anterior 
y los actos jurídicos subsecuentes serán regulados por el derecho común. Para estos efectos 
los títulos se inscribirán en el Registro Público de la Propiedad de la entidad correspondiente." 
(art.69 Ley Agraria) 

Considero que será hasta el momento en que se titulen los solares urbanos, en que estos pasen 
a ser regidos por el derecho común, mientras tanto seguirán considerándose dentro de la 
materia abrraria y los problemas que surjan por la posesión y propiedad de los mismos en una 
primera instancia. por llamarlo de alguna manera, serán ventilados en la Asamblea General 
de Ejidatarios, y si no es resuelto por ésta. en una segunda instancia, ante el Tribunal Unitario 
Agrario correspondiente. 

Un conflicto por la competencia para el conocimiento de una controversia por la posesión de 
un solar urbano será. por ejemplo el siguiente. si la Asamblea decide reconocer la titularidad 
de un solar a quien no lo posee, el poseedor¿ a que autoridad judicial recurrirá? ¿al Tribunal 
Agrario o a un juez del fuero comün?; mientras el solar no se encuentre debidamente titulado, 
el juez del fuero común se declarará incompetente. puesto que el solar todavía forma parte 
del régimen ejidal, entonces será el Tribunal Agrario quien juzgue; con lo anterior confirmo 
que mientras no se titulen los solares urbanos, los conflictos que surjan en relación a éstos. 
deben ser conSiderados materia agraria. Mientras tanto la Ley en este aspecto será letra 
muerta. 

b) Las Tierras de Uso Común 

Las tierras de uso común dispone la Ley, "son aquellas que constituyen el sustento económico 
de la vida en comunidad del ejido y son aquellas que no han sido reservadas por la Asamblea 
para el ascntamie1~:0 humano ni sean tierras parceladas." (art. 73 Ley Ab'Tilria) 

Porprincipo es importante comentar que no todos los ejidos cuentan con tierras de uso común, 
por lo que desde su dotación todas sus tierras se ocuparon como tierras de labor o se autorizó 
que los hijos de ejidatarios o avecindados abrieran tierras al cultivo en esa zona. aún con esto 
un gran número de ejidos todavía cuenta con estas tierras, las que en su mayoría no tienen 
más utilidad que para el pastoreo por ser de agostadero cerril o desértico, en algunos casos 
existen otros recursos no renovables, que por carencias económicas no ha sido posible que 
el núcleo agrario explote o en no pocos casos, terceros ajenos al ejido han explotado o se 
encuentran explotando estos recursos sin autorización de la Asamblea y en contubernio con 
los comisariados ejidales, obteniendo estos beneficios personales; por .situaciones como estas 
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en un gran porcentaje de ejido::; la zona de uso común no se nprov1.."Cha adecuadamente o se 
obtienen beneficio de e11a sólo para algunos ejidatarios. La nueva legislación agraria pn:tendc 
tem1inar con esta situnción reglamentando su uso. pero con gravl!s defectos que a con· 
tinuación se comentan. 

Conforme a lo dispuesto pord articulo 7-l de la Li:y, la propiedad de las tierras de uso común 
es: INALIENABLE, IMPRESCRIPTIBLE E INEMBARGABLE, con la salvedad de lo 
dispuesto por el articulo 75 de la propia Ley. 

"Art. 75.~ En los casos de manilicsLa utifü.htd para el núcleo de población cjidal, Cstc podi.i 
transmitir d dominio de las tierras de uso comim a sociedades mercantiles o civiles en tas 
que participt!n el ejido o los cjidatnrios conforme al siguiente procedimiento: .. " 

Pretendo demostrar que el motivo que el citado artículo se~a1a, no es el ünico por el cual las 
tierras de uso común pierden esas características. 

En su último párrafo el artículo 74 de la Ley señala " ... Los derechos sobre las tierras de uso 
común se acreditan con el certificado a que se refiere el articulo 56 de esta Ley." Por su parte 
el articulo 56 de la Ley dispone. 

"Art. 56.- La Asamblea de cada ejido con tas fomtalidades previstas a tal efecto en los articulas 
24 a 28 y 3 l de esta Ley podrá dctcm1inar el destino de las tierras que no estén fom1aJmcnte 
parceladas. efectuar el parcelamicmo de éstas .... consc-cuentcml".'ntc, la Asmnbka podrá 
destinada al ... o parcelarlas en fnvorde cjidatarios." 

En los ejidos en que existen tierras que no l!St{tn formalmente par'.:da<las. éstas son de uso 
común. en consecuencia, al parcelarlas en favor de cjidatarios. automáticamcntt! dejan de ser 
impn .. ·~i:riptibles. inalienables e inembargables. al pem1ítir la Ley en su artículo 80 la venta 
de dert!chos parcelarios cnlrn ejidntarios~ dejan de ser imprescriptibles por que los derechos 
parcelario~ podrán prescribir en fa\'or de quien en un momento dado ocupe la parcela con o 
sin conccmimicnto de quh:n fue nomhrndo por la Asamblea para ocus>.tr la misma. y deja t.lc 
ser inembargable puesto que como se prevé en el artículo 46 de la Ley, el ejidatario podrá 
otorgar el usufrncto de su parcela como garantía para el cumplimiento de una obligación. Se 
podría argumentar que mientras no se parcele la zona de uso común, ésta seguirá conservando 
aquellos principios, pero conociendo la situación económica de los cjidatarios. el par· 
cclamicnto de las zonas de uso común es un proceso que ya est:i en marcha. y esta zona 
desaparccerácomo zona de uso comUn. Por otro lado, esta sittmción está generando desorden 
en los ejidos. ya que en el mismo articulo 56 de la Ley se señala que, "En todo caso, a partir 
del plano general del ejido que haya sido elaborado por la autoridad competente o el que 
elabore el Registro Agrario Nacional, se procederá como sigue: 
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U.- Si resultaren tierras cuya tenencia no ha sido regularizada o estén vacantes, podrá nsigmu 
los derechos ejidales correspondientes a dichas tierras a individuos o grupos de individuo~ 
>' " .. 
De la interpretación de este articulo se desprende, que mientras no exista plano general dc1 
ejido, no deberá de realizarse tal asignación, pero los cjidatarios lo harán. y aquí la Ley logn" 
dos cosas; crear más conflictos en el ejido, por que los cjidatarios parcelarán la 7..0na de u::i~ 
común en contravención a la Ley; y empantanar la situación dentro del ejido, porque l·! 
parcelamiento que realicen no será el adecuado y al momento de tramitar sus ccrtificm.lo!> 
parcelarios no lo podrán hacer por haber parcelado sin el plano general del ejido. 

Por otro lado en la Fracción lIJ del mismo articulo 56 dispone que: 

lll.- Los derechos sobre las tierras de uso común se presumirán concedidos en partes iguales, 
a menos que la Asamblea determine la asignación de proporciones distintas, en razón de '"~ 
aportaciones materiales. de trabajo y financieras de cada individuo. 

En todo caso, el Registro Agrario Nacional emitirá las normas técnicas que deberá seguir la 
Asamblea al realizar la delimitación de las tierras al interior del ejido y proveerá a la misma 
del auxilio que al efecto le solicite. El Registro certificará el plano interno del ejido, y con 
base en éste. expedirá los certificados parcelarios o los certificados de derechos comúnes, o 
ambos, segú.n sea el caso. en favor de todos y cada uno de los individuos que integren et ejido, 
conforme a las instrucciones de la Asamblea. por conducto del Comisaria.do o por el 
representante que se designe. Estos certificados deberán inscribirse en el propio Registro 
Agrario Nacional." 

He aquí una muestra más de que la Ley se contradice respecto de las características que guarda 
la zona de uso común, si aunamos las disposiciones del ruticulo anteriormente citado con lo 
dispuesto en el segundo párrafo del artículo 83 de la misma. 

"Art. 83.· ... La enajenación a terceros no ejidatarios tampoco implica que el enajenante pierda 
su calidad de ejidatario, a menos que no conserve derechos sobre otra parcela ejidal o sobre 
tierras de uso común, en cuyo caso el Comisariado Ejidal deberá notificar la separación del 
ejidatario al Registro Agrario Nadonal, el cual efectuará la cancelación correspondiente." 

Por lo dispuesto en el citado artículo se puede concluir que los derechos sobre las tierras de 
uso común que posca un ejidatario, también se pueden vender entre éstos; por lo tanto las 
tierras de uso común son enajenables. 

Retomando lo dispuesto por el articulo 75 de la Ley, ésta dispone que: " En los casos de 
manifiesta utilidad para el núcleo de población ejidal, éste podnl transmitir el DOMINIO de 
las tierras de uso común a sociedades mercantiles o civiles en las que participe el ejido o los 
ejidatarios." 
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Desde el momento en que la Ley habla de transmitir el dominio, habla de vender. y se supone 
que esta compra-venta deber:i ser autorizada por la Asamblea, pero la decisión de la Asamblea 
no será ningún problema cuando alb'Wla sociedad mercantil o civil este interesada P.Or adquirir 
tienas de uso común de núcleos agrarios, ya que éstas no escatimarán esfuerzos para obtener 
el dominio sobre estas tierras, sobornando incluso a los Comisariados Ejidalcs para hacer 
simular actos en los que el núcleo ejidal o los ejidatarios aparezcan como socios para los 
efectos de cumplir con la Ley, pero el control y dominio de estas sociedades será de los 
grandes capitalistas. 

La Ley Federal de Reforma Agraria derogada, disponía respecto de las tierras de uso comUn 
en sus artículos 52,65 y 6 7 que: 

Art. 52.- L.F.R.A. 11 Los derechos que sobre bienes ag~os adquieren los núcleos de 
población serán inalienables. imprescriptibles, inembargables e intransmisibles y por lo tanto, 
no podr:in en ningún caso ni en forma algWla cederse, transmitirse. arrendarse. hipotecarse o 
gravarse, en todo o en partes. Serán inexistentes las operaciones, actos o contratos que se 
hayan ejecutado o que se prch:ndan llevar a cabo en contravención de este precepto ... Este 
precepto es aplicable a los bienes que pertenecen a los núcleos de población que de hecho o 
por derecho guarden el estado comWlal. 

An.65.- L.F.R.A. 12 Los pastos, bosques y montes ejidales y comunales pertenecerán siempre 
al núcleo de población yen tanto no se detenninc su asignación individual serán de uso común. 

Art.67.- L.F.R.A.tJ Todo ejidatario tiene derecho al aprovechamiento proporcional de los 
bienes que el ejido haya destinado al uso común, de acuerdo con el reglamento interior del 
ejido. 

Estas disposiciones para el aprovechamiento de las tierras de uso común, tenían la salvedad 
que bajo ciertas condiciones los cjidatarios podían aprovecharlas en fonna particular, como 
en los casos en que con autorización de la Asamblea o del Comisariado Ejidal. se abrían al 
cultivo tierras de uso común. 

Como ya lo he señalado, la Ley Agraria conserva estos preceptos para las tierras de uso común. 
pero como ya ha quedado demostrado en párrafos anteriores, esto en el hecho es falso. 

Podemos resumir respecto de las tierras de uso común que: 

En cuanto a la IMPRESCRIPTIBILIDAD, la Ley se contradice al señalar que las tierras de 
uso común son imprescriptibles, porque otorga la posibilidad de que de dichas tierras puedan 
adquirirse los derechos en forma individual por prescripción. 

El artículo 48 de la Ley dispone que: 

11-13.· IAY Federal de Rtíorma AgniriL p.p. 32,35,.36 EdlL Porrúa 1989 24 



Escuela Nacional de Estudios Profesionales Plantel AcaUán 

Art.48.· Quien hubiere poseído tierras ejidales en concepto de titular de derechos de ejidatario, 
que no sean las destinadas al asentamiento humano ni se trate de bosques o selvas, de manera 
pacífica, continua y pública durante un periodo de cinco años si la posesión es de buena fe o 
de diez si fuera de mala fe, adquirirá sobre dichas tierras los mismos derechos que cualquier 
ejidatario sobre su parcela .. " 

De la lectura de este artículo se deduce que las tierras de uso común prescriben, a 1 no excluirlas 
como la hace con las tierras para el asentamiento humano, los bosques y las selvas. 

Por lo que se refiere a la INALIENABILIDAD, ésta no es tal, ya que al permitir que la 
Asamblea asigne terrenos de uso común en fonna individual. a título gratuito u oneroso, a 
cambio de una contraprestación, esto no es otra cosa que una compra-venta simulada. Por lo 
tanto las tierras de uso común no son inalienables. 

Art.57.- Para proceder a la asignación de derechos sobre tierras a que se refiere la fracción 
111 del artículo anterior ( art. 56 fracc. 111, los derechos sobre las tierras de uso común se 
presumirán concedidos en partes iguales, a menos que la Asamblea determine la asignación 
de proporciones distintas, en razón de las aportaciones materiales, de trabajo y financieras de 
cada individuo), la Asamblea se apegará, salvo causa justificada y expresa, al siguiente orden 
de preferencia: 

1.- Posesionarios reconocidos por la Asamblea; 

11.- Ejidatarios y avecindados del núcleo de población cuya dedicación y esmero sean notorios 
o que hayan mejorado con su trabajo e inversión las tierras de que se trate; 

111.- Los hijos de ejidatarios y otros avecindados que hayan trabajado las tierras por dos años 
o más; y 

IV.-Otros individuos ajuicio de la Asamblea. 

Cuando así lo decida la Asamblea, la asignación de tierras podrá hacerse por resolución de 
la propia Asamblea, a cambio de una contraprestación que se destine al beneficio del núcleo 
de población ejida!. 

De igual forma la característica de INEMBARGABIL!DAD de las tierras de uso común es 
falsa, ya que cuando la Asamblea decida transmitir d dominio de esta tierras a sociedades 
mercantiles o civiles, estos terrenos pasarán a ser parte del patrimonio de tal persona moral, 
con caracterírticas j uridicas propias, lo cual genera que las tierras de uso común se conviertan 
en embargables, ;;t) momento de que ésta no cumpla con sus obligaciones de carácter 
pecuniario. 

Por lo que respecta a la INDIVISIBILIDAD de las tierras de uso común, éstas pierden este 
carácter, por que como se desprende de la lectura de los artículos 56 y 57, las tierras de uso 
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común pueden ser di'\·ididas y asignadas en fonna individual o en fonna colectiva a los 
ejidatarios. 

Porotro lado en el capitulo V" DE LAS COMUNIDADES", en su articulo 100 la Ley scflala 
que: 

Art. I OO.- La comunidad determinará el uso de sus tierrns. su división en distintas porciones 
según Jistintas fim1lidadcs y la organización para el aprovechamiento de sus bienes. Pudra 
constituir soch:dadcs civiles o mercantiles. asociarse con terceros, encargar la adminis1rm:ión 
o ceder temporatmcme el uso o disfrute de sus bienes para su mejor aprovechamiento. La 
Asarnbtea con los rc..~uisitos de asistenciu y votadón prc\'istos en la fracción lX de1 artículo 
23 po<lr.\ decidir tnm:;mitir cJ dominio del área de u~o comlm a estas socicdadl!s en los casos 
de manifiesta utilid;,t<l para el núck:o y en los términos previstos por el articulo 75. 

Esta disposición resulta contradictoria a la misma Ley y hasta anticonstitucional. por qut: a1 
pennitir que las tierras de uso común de las comunidades indigcnas, en los casos de 
"manifiesta utilidad" ram el núcleo. se transmita el dominio de ésta a sociedades mercantiles 
o ci\'iles. no toma en consideración qui! las tierras de tas comunidades indígenas todas son 
comunes a los comuneros. y esto puede gem:rar confusión y abusos. con lo que se dcmucstm 
que la Ley no observa el prc..::epto constitucional que señala: 

Art.27. constitucional. fracción Vll. segundo p3rrafo. 

LA LEY PROTEGERA LA INTEGRIDAD DE LAS TIERRAS DE LOS GRUPOS JNDl­
GENAS. 

Por lo tanto este precepto es violado por la Ley al pcmtitir ésta, que pueda transmitirse el 
dominio de las ticrr.1s de uso común de las comunidades indígenas y no proteger la 
mencionada INTEGRIDAD. 

En el articulo 4o constitucional primer párrafo, adicionado pcr Decreto del 28 de enero de 
1992, se seflala que: 

" La nación mexicana tiene una composición pluricultura1 sustentada originalmente en sus 
pueblos indígenas. La Ley protegerá y promoverá el desarrollo de sus lenguas, culturas, 
costumbres. recursos y formas específicas de organización social, y garantizan\ a sus 
integrantes el efectivo acceso a la jurisdicción del Estado. En los juicios y procedimientos 
agrarios en que aquellos sean parte, se tomarán en cuenta sus prácticas y costumbres jurídicas 
en los ténninos en que establezca la Ley." 

Aunque la anterior disposición constitucional es materia de una ley rcglamcntnria, la Ley 
Agraria reglamentaria del aniculo 27 constitucional, adolece de disposiciones más precisas 
relativas a tierras de grupos indígenas, ya que deberla incluir disposiciones tales como: 
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- Expresar en su estatuto comunal las comunidades indigenas. sus usos y costumbres en 
relación con Ja tierra. fas nonnas de organización y convivencia que les pcrmit<1 acceder a Jo~ 
derechos agrarios y mantenerlos en el marco de Ja organización comunitaria y contener 
ademas: 

J. .. La declaratoria sobre su natural~1.a indígena 

Il.- Las diversas modalidades para establecer los derechos agrarios individuales 

lll.- Las modalidades para la transmisión de los derechos agrarios individuales 

IV.- Las normas para el apro\'cchamicnto de las tierras de uso común 

V.- Las modalidades de sucesión de derechos sobre la tierra 

VI.- Reglamentación correspondiente para subcomunídadcs 

Asimismo para preservar la integridad de las tierras de los núcleos agrarios índigcnas, la Ley 
Agraria debería contemplar disposiciones tales como: 

1.- Preveer que en los casos de que los núcleos at,Jfalfos indigcm1s decidieran adoptar c1 
regimcn ejidal, las comunidades preservarán la integridad de sus tierras . 

11.- Proveer que los términos propuestos para la adopción del régimen ejidal, ascb'llren que 
la cultura, la integridad social y económica de los b'TllpoS indígenas continuará reproducie 
ndose 

Por otro lado el· hecho de que el reparto agrario haya concluido, no implica que las 
comunidades indígenas, que de hecho guardan el estado comunal no puedan pasar a ser 
comunidades de derecho. ya que la rcfonna al articulo 27 constitucional deja subsistente el 
procedimiemo para reconocer a las comunidades. como se desprende del articulo 98 de la 
Ley Agraria que señala: 

Are 98.· El reconocimiento como comunidad a los núcleos agrarios dcrh·a de los siguientes 
procedimientos: 

l.~ Una acción agraria de restitución para las comunidades ucspojadas de su propiedad; 

U.- Un acto de jurisdicción voluntaria promovida por quienes guardan el estado comunal 
cuando no exista litigio en materia de posesión y propiedad comunaJ; 
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Ill.- La resolución de un juicio promovido por quienes conserven el estado comum.tl cuando 
exista litigio u oposición de parte interesada respecto a la solicitud del núcleo; o 

IV.- El procedimiento de conversión de ejido a comunidad. 

De estos procedimientos se derivará la inscripción correspondiente en los Registros Público 
de la Propiedad y Agrario Nacional. 

De lo anterior se puede señalar que en los casos de grupos indígenas que guarden el estado 
comunal en cuanto a su organización social, sean estos posesionarlos o pequeños propietarios 
podrán adoptar el régimen comunal, cumpliendo las condiciones que la Ley Agraria señala 
pam la constitución de nuevos ejidos. contando además con un estatuto comunal. Además 
del procedimiento que posibilita solicitar a los Tribunales Agrarios el reconocimiento de la 
existencia de un derecho ancestral de propiedad sobre una posesión histórica. pudiendo ser 
tal posesión continua o discontinua. en relación con una determinada superficie de tierra. 
bosque o apro\'cchamicnto de aguas, debiendo el Tribunal Agrario emitir sentencia que 
contenga además; plano topográfico, extensión. colindancias y los elementos técnicos nece­
sarios que precisen la superficie o aguas sobre las que se reconoce un derecho histórico 
adjudicandose las tierras y aguas en posesión. libres de contlicto bajo el régimen comunal. 

Por otrO lado. si dentro del perímetro que se reclama como comunal, se encuentran posesiones 
o presWltas propiedades que no demuestren su legalidad conforme a lo dispuesto por la 
Constitución en d último párrafo de la fracción VIII del anículo 27. o en base a Resolución 
Judicial dichas :ireas deberán entenderse del grupo bajo el régimen de Bienes Comunales. 

e) Las Tierras Parceladas 

En este apartado sólo hablaré de las tierras parceladas como parte integral del ejido y no 
respecto de su destino, es decir respecto al parcclamiento de hecho existente en los ejidos y 
como tierras de labor. asi como su importancia al interior del núcleo agrario. 

Para iniciar considero que es relevante señalar la importancia de la extensión de las tierras 
que cada ejidatario posee. y de como a través del tiempo las diversas legislaciones en materia 
agraria hablaban de la extensión de tierra que cada cjidatario debía recibir, ya que en base a 
esto se deriva la importancia económica y social de éstas. 

El Reglamento Agrario del 10 de abril de 1922 fijaba una extensión de tierra de 4 a 6 hectáreas 
por ejidatario.14 

La Ley de Dotación y Restitución de Tierras y Aguas del 23 de abril de 1927, señalaba una 
extensión de 2 a 3 hectáreas por ejidatario. 15 

21.- Ley Frdenl de Reforma Agnria. p.p. 89,118 Edlt Porrúa 1989 28 
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El Código Agrario del 21 de marzo de 1934 fijó una extensión de la parcela de 4 hectáreas 
de riego u 8 de temporal. 6 

El Código Agrario del 23 de septiembre de 1940 ftjaba la unidad individual de 4 hectáreas 
de riego o humedad y 8 en terrenos de temporal. 17 

El Código Agrario del 31 de diciembre de 1942 señaló una extensión de 1 O hectáreas de riego 
y 20 de temporal. ta 

El 30 de diciembre de 1946 se adicionó la fracción X al articulo 27 constitucional t9• que 
señalaba que la superficie de la parcela o unidad individual de dotación, no debía ser menor 
de 1 O hectáreas de riego o humedad y a falta de ellas, de sus equivalentes en otras clases de 
tierras en los términos del párrafo tercero fracción XV del artículo 27 constitucional. 

Esta breve referencia en cuanto a las legislaciones agrarias que han regido a través del tiempo 
y que reglamentaban la superficie de tierra que debía entregarse a cada ejidatario. nos 
demuestra que no ha sido causa exclusiva del ejidatario la creación del famoso minifundio. 
y que es una de las razones que los que defienden la creación de las sociedades propietarias 
de tierras agrícolas. ganaderas o forestales. argumentaron en favor de las reformas consti­
tucionales en materia agraria. y que por el contrario fueron creación, en gran parte, de 
disposiciones legales-gubernamentales, reglamentadas en los diversos códigos y leyes ya 
mencionados. 

Por otro lado otra causa más imputable a instituciones gubernamentales, respecto de la 
pulverización de la parcela o unidad<'.: dotación individual, se generó en el proceso de reparto 
de tierras. 

Durante el procedimiento de dotación de tierras, el act0 dotatorio culminaba en forma 
material, con la entrega de las tierras a los beneficiados; esto como sabemos podía ser en dos 
momentos. 

lo.- Con el mandamiento provisional del Ejecutivo Local. 

2o.- Con la Resolución Presidencial. 

En el primer caso el mandamiento provisional debía contener la extensión y la clase de tierras 
concedidas, las unidades de dotación se constituían conforme a lo dispuesto por el artículo 
220 de la Ley Federal de Reforma Agraria derogada 20 , el total de individuos cuyos derechos 
agrarios se dejaban a salvo, entre otras cosas; y se otorgaba la posesión provisional. Al 
entregarse tal posesión, se citaba a los interesados a una diligencia en la que se daba a conocer 
el contenido del mandamiento, se deslindaban las tierras dotadas, se nombraba al Comisariado 
Ejidal quien recibia los documentos, y se debía asignar las unidades de dotación que 
provisionalmente debian corresponder a cada ejidatario (art.299 L.F.R.A.)21 

• pero en la 
realidad en este acto nunca o casi nunca se asignaban las unidades de dotación, y los ej idatarios 

14-17.- Cinco Siglos de Legislación Agraria, Manuel Fnila, p.p. 327,383,-'82,592. EdiC. 
CEHAM-S.R.A. 1990 

18-19.· El Derecho Agrario en México, Martha Chavez Padrón, p.p. 333,338. Edil. 
Porrúa 1988 

20 •• Ley Federal de Rerorma Agraria. p.p. 89,118 Edil. Porrúa 1989 
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tomaban las pon:ioncs de tierras que su situación económica les pcnnitia l;;lborar. y asi había 
quien tomaba una extensión de 20 hectárea~ o quien tomaba 3 o 4 hectáre.:is. sin importar la 
calidad de la tierras. sin guardar. en la mayoria de los casos. una proporción equitativa cntn.~ 
Jos ejidatarios. 

Por lo q,uc se refiere a las Resoluciones Presidenciales, 011 ser ejecutadas !\e l~\'anrnba acta en 
la que se hacia constar que se había dado posesión de las tierras al ejido y que éstas se: habían 
deslindado. era recomendable que en la misma diligcnci:J., se determinara y localizara la zona 
de urb .. miz.1ción. la parcela escolar. las th:rras labllrablcs, la unidad agricola industrial para 
la mujer y proceder a fijar unidades individuales de dotación o parcelas. pero al igual que en 
el mandato provisional del Ejecutivo Lo~al. lo anterior nunca se hacia y las parcelas sc 
asignab..-in de igual forma en la Rt:solución Presidencial que en el mandamiento del Ejecutivo 
Local. 

Esta bn:vc observación respecto de la siruación qui:: guardan las th:rras parcdadas en J¡¡ 
mayoría de los ejidos. la hago para hacer notar que la Ley Agraria no previó disposición 
alguna tendiente a n:solvcr es!e problema. simplemente le otorga n la Asamblea Ja facultad 
de" reconocer et parcclamicnto económico o de hecho o regularizar la tc.mcncía de poscsiona­
rios"(an.56 Ley Agraria). lo que di:sdc mi punto de vista generará más problemas. porque la 
Asarnbka en un momento dado podría negarse a reconocer dicho parcclamicnto y propiciar 
W1 grave conflicto social al interior del ejido. cuando los ejidatarios no deseen reconocer los 
derechos cjidalcs de algunos ejidatarios que posean porciones de tierras considi.:rablcmcn!c 
mayores a la de los demás cjidatarios. 

La sección sexta de la Ley habla sobre las til!rras parceladas. pero m.:is que nada se rcfü:n: al 
destino que los cjidatarios podrán darle a sus tierras por ser los titulares del uso y usufruclO 
de éstas, y que nadie incluyendo al Comisariado Ejidal podr.\ disponer de ellas sin Ja 
autorización de tos mismos, agregando que los di.!rcchos de los cjidatario!i se acreditan Cllll 

los correspondientes ccrtificudo:; J~ 1.kr~chos agrarios o parcelarios. los cuales ostentarán los 
datos básicos de identificación de Ja parcela (arts. 76,77 y 78 Ley Agraria). 

Aqui la Ley genera más problemas: el articulo 78 de la misma st:ñala que los certificados 
parcelarios se expedirán confonne a lo dispuesto en el ankulo 56 de la Ley. es decir, una vez 
que se haya reconocido por la Asamblea c1 parcclamiento económico o de hecho o en su 
defecto efectuado un reparcelamicnto, mientras tanto no habrá certificados p.:ircdarios, y 
además. como sabemos los ejidatarios enftcntaban un gran número de problemas para obtener 
su certificado de derechos agranos. (Jos que no poseen ningún dato de identificación de Ju 
parcela), ¿a cuantos problemas mds se enfrentarán para obtener sus certificados parcelarios'? 
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La Unidad Agrícola Industrial de la Mujer. 

Ln Ley Federal de Refonno Agrario derogado yo contemplaba la constitución de la Unidad 
Agrícola Industrial para la Mujer en su articulo 103, que disponla: 

"Art. 103.- En cada ejido que se constituya deberá reservarse una superficie igual a la unidad 
de dotación. localizada en las mejores ticm1s colindantes con la zona d.: urbanii'.ación que 
será destinada al establecimiento de una granja agropecuaria y de industrias rurales explo­
tadas colectivamente por las mujeres del núcleo agrario, mayores de dieciséis aftas, que no 
sean ejidatarias, salvo las ya integradas a la unidad que adquieran la calidad de ejidatarias por 
sucesiOn ... ". 

Esta disposición se conserva en la nueva legislación agraria, en su articulo 71 que dispone. 

"Art. 71.- La asamblea podrá reservar igualmente una superficie en la C)\1cnsión que 
determine. localizada de preferencia en !as mejores tierras colindantes con la zona de 
urbani1.ac ión, que será destinada nl establecimiento de una granja agropecuaria o de industrias 
rurales aprovechadas por las mujeres mayores de dieciséis o~os del núcleo de población . En 
esta unidad se podrán integrar instalaciones destinadas específicamente al servicio y protec­
ción de la mujer campesina." 

A diferencia de la Ley Federal de Refonna Agraria en que se obligaba al establecimiento de 
la parcc:ta de la mujer. en la nueva Ley Agraria. la creación de ésta se deja a la decisión de Ja 
Asamblea, lo cual reduce las posibilidades de que se llegue a integrar. y por lo tanto la mujer 
campesina continuará mantcnicndose al margen del desarrollo del ejido. Considero que la 
creación de la Unidad Agrícola Industrial de la Mujer, debería de ser obligatoria, para poder 
impulsar la participación activa de las mttjerc5 en todas las acciones que contribuyan a 
combatir la pobreza extrema en los ejidos y en general, para mejorar las cundicioncs de vida 
de los núcleos agrarios, rcconocicndosc así el trabajo que ya desempeñan y fortaleciendo su 
capacidad para integr.irsc a las actividades productivas en beneficio prcpio y di.: sus familias. 

La Parcelo para el Desarrollo Integral de la Juventud. 

Esto parcela que también estaba contemplada en la Ley Federal de Reforma Agraria en su 
anicuto l03. se conserva en la Ley Agraria en los siguientes ténninos 

" Art. 72.- En cada ejido y comunidad podrá destinarse una parcela para constituir la unidad 
productiva para el desarrollo integral de la juventud, en donde se realizarán actividades 
productivas, cultUiales, recreativas y de capacitación para el trabajo, para los hijos de los 
ejidatarios , comuneros y avecindados mayores de dieciséis años y menores de veinticuatro 
años. Esta unidad será administrada por un comité cuyos miembros serán designados 
exclusivamente por los integrantes de la misma. Los costos de operación de la unidad serán 
cubiertos por sus miembros." 
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Al igual que la Unidad Agricola Industrial para la Mujer, la creación de la Parcda para el 
Desarrollo Integral de la Juventud, se deja a criterio de la Asamblea. lo cual puede repercutir 
en detrimento de los jovenes del campo. ya que la creación de esta unidad pcnnitiría inculcar 
en los jovenes la conciencia de solidaridad y ser panicipes en la transfonnación social del 
país, creando en ella proyectos para que con la participación de Jos jóvenes, éstos puedan ser 
impulsores del progreso. 

1.2.1.Las Facultades de la Asamblea como Organo Supremo del Ejido 
(art. 23 Ley Agraria ). 

El órgano supremo del ejido es la Asamblea. en la que participan todos los ejidatarios (Art. 
22 Ley Agraria). 

La Ley Agraria. al igual que la Ley Federal de Reforma Agraria derogada, considera a la 
Asamblea como la má.xirna instancia dentro del ejido, con la diferencia de que ahora, la 
legislación agraria ya no considera a la Asamblea una autoridad. sino un órgano de decisión 
de los asuntos del ejido. Este papel tan importante y delicado que tiene la Asamblea General 
de Ejidatarios. siempre lo ha tt.~ido, sin embargo en los núcleos agrarios en contadas 
ocasiones se le ha dado tal importancia: ¿por qué'!. porque en la realidad quienes eran 
Comisariados Ejidalcs. en contadas ocasiones, llevaban a cabo las decisiones de la Asamblea, 
porque éstos en realidad representaban intereses ajenos al núcleo cjidal o intereses personales, 
logrando esto a través de la manipulación de los ejidatarios, permitiendo la entrada al recinto 
en que se efectuaban las asambleas únicamente a sus partidarios y creando antagonismos. La 
pregunta obligada aquí es: ¿Con la aplicación de la nueva legislación se podrán impedir estas 
anomalias?, mi respuesta es "no" porque quien domine o controle la Asamblea •. no tendrá 
ningún freno, si no es la misma Asamblea, por lo que es importante que las instituciones que 
actualmente tienen ingerencia en el campo, coadyuven y trabajen con honradez para lograr 
que las Asambleas Generales de Ejidatarios. realmente representen los verdaderos intereses 
de los cjidatarios. 

El articulo 23 de la Ley Abrraria sc.:ñala que: 

"Art. 23.- La asamblea se reunirá por lo menos una \'ez cada seis meses o con mayor 
frecuencia cuando así lo determine su reglamento o costumbre ... " 

A diferencia de la Ley Federal de Reforma Agraria derogada en la que existían tres clases 
de asambleas: ordinarias mensuales, extraordinarias, y de balance y programación.22 ¿corno 
y cuando se celebraban cada una de ellns?. 

Asambleas Generales Mensuales 

- El último domingo de cada mes. 

22.· Ley Federal de Rcíorma Agraria. p.p. 21 Edit. Pornia 1989 32 
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• El quorum legal para su realización era, la mitad más uno de los ejidatarios, en primera 
convocatoria. Si el quorum no se reunia, la asamblea se Hcvaba a cabo el próximo mes con 
el número de ejidatarios que se presentara. 

Asambleas Generales Extraordinarias 

- Se convocaban cuando se requería la atención de asuntos urgentes. 

· El quorum legal para su realización era, de la mitad más uno de los ejidatarios, en primera 
convocatoria. si el quorum no se reunia, la asamblea se llevaba a cabo postcrionnente con el 
número de ejidatarios que se reuniera. 

Asamblea General de Balance y Programación. 

·Se convocaba al final de cada ciclo de producción o anualmente. 

• La ley no seilalaba quorum legal para su realización. 

·Quienes podian y dcbián estar presente.,; en la asamblea. 

- En los caso de Asambleas Generales Ordinarias: ejidatarios con derechos agrarios vigentes 
y PODIA estar presente un representante de la Delegación Agraria. 

- En las Asambleas E>..."traordinarias, era requisito de validez enviar una copia de Ja convoca­
toria a la Delegación Agraria y se debla enviar ademá< copia de la misma a las dependencias 
oficiales que tuviesen interés en los asuntos qu..: figuraban en el orden del día. por con­
siguiente. tanto la Delegación Agraria como las dependencias oficiales que estuvieran 
interesadas en los asuntos a tratar por la Asamblea. enviaban representante. 

A las Asambleas Generales de Balance y Programación: deblan asistir los cjidatarios, un 
representante de Ja Delegación Agraria y un representante de la institución que rcfaccionó al 
ejido. 

Como vemos, la Ley Federal de Reforma Agraria derogada, señalaba la obligación de la 
Asamblea de reunirse en ocasiones específicamente señaladas. pero en la realidad en la 
mayoría de Jos ejidos, se convocaba a conveniencia del Comisariaúo Ejidal o de la Delegación 
Agraria; se daban casos. por citar un ejemplo, en que el Comisa.rindo Ejidal sólo convocaba 
al a Asamblea cuando se efecuaban elecciones para nombrar al nuevo Comisariado Ejidai y 
Consejo de Vigilancia, y éstos a su vez. sólo convocaban a la Asamblea para entregar el cargo. 
Por otra parte, el gran número de personas ajenas al núcleo agrario que la Ley derogada 
permitía que asistiecen a la Asamblea, provocaban caos y manipulación de la misma; por 
todos estos antecedentes, los ejidatarios quedaron tan mal acostumbrados a que los promo-
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tores a¡,,•rarios (representantes de la Delegación A~..-aria) llevaran todo el control de la 
Asamblea (pase de lista, pa~lerns pm11 emitir votos. escrutinios, lc\·antnr el acta de In 
asamblea. etc.) qui! considero scrñ muy dificil que a trav~s de la nueva legislación se superen 
estos males. 

A pesar de la fucria y manipulación de la Asamblc;.1 por parte de gran nümcro de Comisariados 
Ejídalcs, existían actos que no eran competencia de la Asamblea General de Ejidatarios. como 
por ejmplo la privación y nw:vas adjudicaciones de derechos agrarios, la nueva Ley Agraria 
deja la posibilidad de que la Asamblea decida esta:; cuestiones. lo cual considero darJ. más 
poder a los grupas dominanh:s en el ejido y no a la Asamblea como se pretende, por las 
razones ya expuestas. 

A través de un csquemn analizare los asuntos que son competencia exclusiva de Ja Asamblea, 
y los requisitos que para tmtar cada uno de ellos señala la Ley. Ver anexo No.:! 

Como se ve aparcnti.:mcntc resulta más sencillo efectuar una Asamblea, si lo comparamos 
con los requisitos qui.: señalaba la Ley Federal de Reforma Agrnria <lcrogud;i, pero esto no es 
asi, por que muchas cosas muy delicadas quedan al arbitrio de la Asamblea, sin que sean 
sancionadas por ninguna autoridad, Ejemplifiquemos: la fracción 11 del articulo 23 señala " 
Aceptación y separación de cjidatarios ... "Cosas tan relevantes como Csta. dcbcrfon estar 
sancionadas por lo menos por Ja Procuraduría Agraria. Como se desprende de la Ley, si un 
cjídatario es scparJdo por la Asamblt:a, (cosa que además ya ha quedado demostrado que no 
es facultad de la Asamlx:a) este podrd recurrir al Tribunal Unitario Agmrio correspondiente, 
a tratar de qut.: sea anulado el acuerdo de la Asamblea, pt:ro esto implicn gastos para el 
cjidatario: para el traslado de su nltclco a la residencia más cercana de In ProcurnJuria Agraria, 
y postcrionncntc al Tribunal Unitario Agrario las \'<.>Ces que fücm necesario y si c1 cjidatario 
no pose~ los recursos económicos necesarios ( lo cual se dará en la mayoría de los casos), to 
que ocurrici es que dejará las co~as como si.!' cni;ucntrcn. haya sido separado del ejido por Ja 
Asamblea con o sin c-ausajusta; par.J evitar situaciones como esta, considero que en asambleas 
en las que se trate asuntos señalados en la fracción 11 del articulo 23 de h Ley, deberá estar 
presente un representante de Ja Procuraduría Agraria, par.i que Cstc verifique que se procede 
confonnc a derecho en estos casos. además considero que la Ley debería de refonnarse en 
este aspecto y dejar bicnc1aro si es o no facultad de la A!:arnbka separar del ejido a cjidatarios. 

De igual fornm considero que cuando la Asamblea lrate asuntos relacionados con Ja fmcción 
V del articulo 23 de la Ley. tarnbi¿n es necesaria la presencia de un representante dt:: la 
Procuraduría Agmria, para verificar que los contratos o convenios que se celebren para 
otorgar el uso o disfrute de las tierras de uso común por terceros. tales contratos en realidad 
beneficien al cji<lo o en caso contrario oponerse a Ja fimta de éstos. 

Por lo que se refiere a los requisitos señalados para la celebración de las asambleas que traten 
asuntos relacionados con la fracción Vll a la XIV del artículo 23, un problema que será 
frecuente y habrá que resolver, será la presencia del fedatario, porque, primero, los notarios 
pUblicos no siempre accederán a asistir a las asambleas aún cuando se vayan a cubrir sus 
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honorarios. segundo, los otros fi .. ~atnrios como lo son; el juez de primera instancia, el juez 
mixto de paz, elj ucz municipal, el presidente municipal en su caso, los secretarios de acuerdos 
del Tribunal Agrario, etc., con frecuencia argumentarán un sin fin de pretextos paro no asistir 
y lograr su presencia en las asambleas será muy diílcil, además que exigirán honorarios, por 
lo que es indispensable incluir en la Ley la obligación de los fedatarios de asistir a las 
asambleas en sus respectivas jurisdicciones. 
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Capítulo 
Las Tierras Propiedad del Ejido 

2.1 Destino de las Tierras Ejidales 

·En este capitulo analizaré las disposiciones de la Ley en cuanto al destino de las tierras 
ejidales, entendiendo como destino, "el fm para el cual se designa una cosa" y en este caso 
concreto, el fin para el cual se designarán las tierras ejidales. 

Como principio debo seilalar que la Ley empieza a hacer referencia al destino de las tierras 
ejidalcs desde su capitulo 11 en las disposiciones generales referentes a las tierras ejidales, y 
no corno se seilala en la sección tercera del mismo capítulo. 

El artículo 45 señala: 

• Art.45.- Las tierras ejidales podián ser objeto de cualquier contrato de asociación o 
aprovechamiento celebrado por el núcleo de población ejidal, o por los ejidatarios titulares 
según se trate de tierras de uso común o parceladas, respectivamente. Los contratos que 
impliquen el uso de tierras ejidales por terceros tendrán una duración, no mayor de treinta 
años prorrogables." 

Lo primero que cabe preguntar es, ¿ con quién podnin asociarse los ejidatarios para poder 
hacer realmente productivas sus tierras? me atrevo a decir que únicamente con terceros no 
ejidatarios. y estos terceros generalmente serán sociedades mercantiles, y si tomamos en 
cuenta que como la misma Ley scilala, los contratos que impliquen el uso de tierras ejidales 
por terceros, su duración podrá ser hasta por treinta años, la duración de estos nunca será 
menor de 30 años para que sus proyectos sean realmente redituables para los propietarios de 
las sociedades mercantiles, por lo que estas, ya sean nacionales o extranjeras se las arreglarán 
para que tal duración no sea menor y explotarán la tierra de manera intensiva y desgastan!c 
que se convertirá en abuso, y una vez satisfecho su propósito emigrarán en busca de otras 
tierras que someterán a semejante destino, dejando a los ejida!arios con una tierra desgastada 
e improductiva. 
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Desde mi punto de vista, aquí la Ley debió incluir que independientemente de que el proyecto 
de asociación fuese satisfactorio para el núch:o agrario, cuando la asociación fuese con 
terceros paniculares o sociedades mercantiles. estas deberán garantizar algún proyecto 
económico-productivo para el núcleo ejidal, con el propósito de que si al finalizar la 
asociación las tierras cjidalcs ya no son lo .suficientcmcatc productivas, el núcleo tuviem 
garantizada una fonna de obtener n..""Cursos para su subsistencia. 

El articulo 46 señala que, "El núcleo de población ejidal, por resolución de la asamblea, y los 
ejidatarios en lo individual podrán otorgar en garantía el usufructo de las tierras de uso común 
y de las tierras parceladas, respectivamente. Esta garantia solo podrán otorgarla en favor de 
instituciones de crédito o de aquellas personas con las que tengan relaciones de asociación o 
comerciales." Aquí nuevamente se enfrentará el problema de que estas garantias solo podrán 
otorgarse hasta el momento en que se hayan titulado las parcelas en favor de cada uno de los 
ejidatarios y que el núcleo ejidal cuente con su plano interno debidamente elaborado por 
institución autorizada o por el Registro Agrario Nacional, ya que que de lo contrario no 
existirá institución de crédito o persona alguna que se arriesgue a otorgar créditos que en un 
momento dado no podrá hacer exigible si el ejido o ejidatario no garantiza con un titulo de 
propiedad su deuda. 

Por lo que se refiere al plazo por el que se otorgue en garantía el usufructo de las tierras 
ejidales, la Ley no señala un límite, por lo que se podría entender que será al igual que en los 
proyectos productivos, hasta por treinta años; tal garantia tendrá que hacerse efectiva 
mediante juicio seguido ante el Tribunal Agrario e interpretando la Ley entiendo que el 
acreedor de la garantia podrá hacer uso de las tierras por el tiempo pactado. Lo que la Ley no 
señala es en que condiciones deberá devolver el acreedor al núcleo ejidal o al ejidatario, una 
vez que haya vencido el pinzo, las que por lógica no serán las mismas, toda vez que las 
instituciones de crédito, las explotarán con mayor ahinco; por otro Indo pienso que los 
acreedores debfan ser obligados por la Ley a por lo menos contratar a los ejidatarios que 
temporalmente pierdan sus tierras para trabajar en ellas, como jornaleros o asalariados, según 
sea el caso. 

El destino de las tierras ejidales se hace más patente, cuando se habla de la venta de derechos 
parcelarios y posterionnente de la venta de las tierras a terceros no ejidatarios. El articulo 47 
de la Ley en relación con el articulo 80, nos hablan de ello, primeramente el articulo 47 señala 
que: "Dentro del mismo ejido, ningún ejidatario podrá sertitular de derechos parcelarios sobre 
una extensión mayor que la equivalente al cinco porciento de las tierras ejidales, ni de más 
superficie que la equivalente a la pequeña propiedad ... " 

Que es lo que generará esta disposición: 

a) Quienes podrán comprar tierras ejidales serán, como ya lo señale anteriormente, las 
personas que económicamente son las más fuertes dentro del ejido, si son ejidatarios, si no 
los son, lo harán a través de un prestanombre. 
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b) Una vez que esta persona alcance Jos limites señalados por Ja Ley, continuará comprando 
derechos parcelarios a través de otras personas, creando dentro del ejido un latifundio 
simulado. 

Por otro Jada considero que Ja Ley con estas disposiciones, Je da un giro a Ja propiedad social, 
al permitir que el ejidatario acumule a través de la compra-venta hasta el 5 % de las tierras 
del ejido al que pertenezca, Jo que provoca que el actual derecho de propiedad parcelaria 
creado por Ja Ley, se convierta en un derecho individual de carácter privado, por Jo tanto Ja 
propiedad parcelaria es transferible, enajenable, prescriptible y embargable, como ya se había 
demostrado anteriormente. por lo que considero que la Ley genera o crea una nueva forma 
de propiedad, la propiedad privada-ejidal. 

Es importante señalar las propias palabras que respecto de Ja propiedad privada-ejidal vertió 
el Presidente de Ja República, Carlos Salinas de Gortari en su discurso durante Ja Ceremonia 
de Aniversario Luctuoso del Caudillo del Sur Emiliano Zapata, d día 1 O de abril de 1992. 1 

"la propiedad de los campesinos, sean ejidatarios. comuneros o pequeños propietarios es 
suya y por eso decimos que no es pública si no privada; pero no concebimos ni aceptamos la 
propiedad imsponsable. La PROPIEDAD PRJV ADA es SOCIAL cuando su titular es una 
comunidad, cuando impacta Ja vida colectiva, cuando Ja libertad para manejarla se ejerce a 
través de la democracia y cuando su manejo y capitalización se traduce en el bienestar de 
todos Jos propietarios. 

La PROPIEDAD PRIVADA SOCIAL, es Ja que reclaman Jos campesinos como suya y de 
sus comunidades. En ella encuentran el espacio y el aliento para proseguir y profundizar en 
su propia reforma campesina; en ella encuentra wt eco contemporáneo la propuesta de 
Zapata. .. 

Este esfuerzo público comprometido no alcanz.a para remontar la descapitalización del 
campo. Necesitamos por ello, más inversión de los particulares. 

Con estos términos no solo me refiero a las grandes sumas que llegan a Ja producción 
agropecuaria desde otros sectores de Ja economía, que son indispensables y bienvenidas, 
porque mejoran a todos Jos que las reciben. 

También incluiroos el trabajo de Jos propios campesinos, que forman un capital cuando las 
piedras que dificultan el paso del arado se remueven para formar un tecorral; cuando se 
siembran árboles o magueyes para proteger Ja tierra de Ja erosión; cuando por cada árbol que 
se derriba se siembran l O más para la nuevas generJ.ciones. 

Es también CAPITAL PRIVADO SOCIAL, que hace crecer el patrimonio de Jos campesinos 
yde su propiedad, al mismo tiempo que incrementa Ja productividad y Ja dignidad del trabajo 
cotidiano ... el programa de Empresas de Solidaridad es ya una realidad. El Estado ha invertido 
dinero para apoyar cientos de proyectos campesinos y cientos de empresas en Solidaridad 

l.· Versión csteaogrinca de las palabras del C.Prcsldtnle de 11 Rcpúbllca,Carlos 
Salina• de Cortari, duran le la ceremonl• del LXXII 1nlven1rio del sacrincio del 
Caudillo del Sur Emlllaao Zapata, Cuautla, Morelos 10 de abril de 1992. 
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que comercian y transfonnan productos agropecuarios y nos proponemos llegar a miles de 
empresas en Solidaridad para beneficio de los campesinos de nuestra patria y de los colonos 
de nuestras ciudades. Más Solidaridad y más empleo para los menos en nuestra patria. 

l!stas empresas en Solidaridad son una expresión de la PROPIEDAD PRIVADA SOCIAL 
de los campesinos y colonos y que incluye y <><:upa a quienes no alcanzaron dotación de 
tierra." 

Queda demostrado con esta transcripción de las palabras del Presidente de la República, lo 
que ya habla seflalado anterionnente, que la Ley ha creado una nueva fonna de propiedad, la 
cual la nonnatividad de la Ley no regula adecuadamente y por lo tanto, ni es de derecho 
público, ni es de derecho privado, prova<:ando as! una laguna más en derecho agrario. 

Por lo que se refiere al último párrafo del articulo 47 de la Ley que señala que: 

"La Secretaria de la Refonna Agraria, previa audiencia, ordenará al ejidatario de que se trate, 
la enajenación de los excedentes dentro de un plazo de un año contado a partir de la 
notificación correspondiente ... " 

Cabe preguntar respecto a esta disposición, ¿ de que manera la Secretaria de la Refonna 
Agraria se enterará de que un ejidatario a rebasado los lúnites permitidos por la Ley para la 
posesión de derechos parcelarios ?. La Ley deberla contener disposiciones a este respecto 
para realizar trabajos periódicos en campo e investigaciones en el Registro Agrario Nacional 
y vigilar que esta disposición sea cumplida, por que la denuncia de los ejidatarios no basta.ni 
para probar estos hechos. 

Otra modalidad respecto del destino de las tierras ejidales que en la Ley se contempla, es LA 
PRESCRIPCION NEGATIVA, a este respecto es importante señalar que el Código Civil 
para el Distrito Federal dispone que: 

Art. l 136.·C.C.D.F. 2 La adquisición de bienes en virtud de la posesión, se llama prescripción 
positiva; la liberación de obligaciones por no exigirse su cumplimiento, se llama prescripción 
negativa. 

El articulo 20 de la Ley dispone que: "La calidad de eíjdatario se pierde: 

lll. Por prescripción negativa, en su caso, cuando otra persona adquiera sus derechos en los 
ténninos del artículo 48 de esta Ley." 

Como vemos la modalidad que implanta la Ley Agraria, consiste en que para ésta, la 
prescripción negativa no es "la liberación de una obligación por no exigirse su cumplimiento". 
como dispone el Código Civil para el Distrito Federal, si no una forma de perder un derecho; 
y lo que en realidad el artículo 48 de la Ley reglamenta es una prescripción positiva, ya que 
el ejidatario adquirirá bienes en virtud de la posesión. 

l.· Código Civil para el Distrito Fcd~ral p.p. 240 Edit. Pornla 1991 39 
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Queda así en total evidencia la ignorancia del derecho de quien sugirió esta disposición, ya 
que nunca supo en realidad lo que es la prescripción negativa, ni mucho menos los legisladores 
que la aprobaron. 

Continuando con el comentario respecto a esta modalidad respecto del destino de las tiemis 
ejídales que la Ley crea, esta señala que: 

"An.48.· Quien hubiere poseído tierras ejidales, en concepto de titular de derechos de 
ejidatario. que no sean las destinadas al asentamiento humano ni se trate de bosques o selvas, 
de manera pacífica, continua y pública durante un periodo de cinco años sí la posesión es de 
buena fe o de diez si fuera de mala fe, adquirirá sobre dichas tierras los mismos derechos que 
cualquier ejidatario sobre su parcela." 

El problema aquí será demostrar que se poseen tales tierras en concepto de titular de derechos 
de cjidatario y¿ quienes tienen tales derechos ? podrían ser: 

a) Los ejidatarios reconocidos por la Resolución Presidencial dotatoria de tierras. 

b) Los ejidatarios reconocidos por la última Investigación General de Usufructo Parcelario 
Ejidal 

e) Los ejidntaños reconocidos como tales por el Tribunal Agrario correspondiente 

d) Los avecindados reconocidos como tales por la Asamblea General de Ejidatarios 

Por lo tanto quienes posean tierras ejidales, deberán cubrir alguna de las formas antes 
señaladas, de lo contrario no podrán adquirir los derechos sobre tales tierras, a través de la 
mal llamada prescripción negativa. 

Este den:cho qui;: a través de la prescripción otorga la Ley. se hará efectivo en el rribunal 
Unitario Agrario correspondiente, por la vfa de jurisdicción voluntaria cuando no exista 
controversia o mediante el desahogo del juicio correspondiente. Es lógico que cuando no 
exista controversia por la posesión de la parcela no habrá problemas, pero cuando se de el 
caso contrario el problema se generará al intentar demostrar que Ja posesión pacifica, continua 
y pública fue tal, porque en Ja mayoría de los casos como estos, quien en un momento dado 
fue despojado de su parcela, generalmente nunca realizó Ja denuncia de hechos correspon· 
diente ante el Agente del Ministerio Público de la jurisdicción, ya por ignorancia, ya por falta 
de recursos económicos o inclusive por amenazas; la única forma en que el afectado podría 
demostrar que fue despojado de su parcela, si recurre al juicio, será a través de una prueba 
testimonial, además de que este adecuadamente asesorado. 

"An. 56.-La asamblea de cada ejido, con las formalidades previstas a tal efecto en los artículos 
24 a 28 y 31 de esta Ley, podrá determinar el destino de las tierras que no estén formalmente 
parceladas, efectuar el parcelamiento de éstas, reconocer el parcelamiento económico o de 
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hecho o regularizar la tenencia de poscsionarios o de quienes carezcan de los certificados 
correspondientes. Consecuentemente, la asamblea podrá destinarlas al asentamiento humano, 
.iluso común o parcelarlas en favor de los cjidatarios. En estos casos, a partir del plano general 
del ejido que haya sido elaborado por autoridad competente o el que elabore el Registro 
Agrario Nacional. se procederá como sigue:" 

Considero que la clave para la realización de la mayoría de los actos que la Ley faculta a los 
núcleos agrarios en gcncml y a los cjidatarios en lo particular, se encuentran en este artículo, 
ya que desde mi punto de vista si no se llavan a cabo las disposiciones <le este precepto, en 
consecuencia no podrán ejcrcercc los derechos que la Ley les otorga a los ejidos y ejidatarios, 
ya que es necesario: 

1.- Dctem1inar el dt.!stino de las 1icrras que no esten fonnalmcntc parceladas 

2.- Efectuar el parcclamicnto de las tierras o reconocer el parcelamicnto de hecho o rcparcelar 
las tierras del ejido si asi lo determina Ja Asamblea 

3.- Regularizar la tenencia de posesionarlos 

4.· Destinar h~s tierras al asentamiento humano. al uso común o al parcelamiento 

Para poder efectuar estos actos ( prt:vias las fommlidades previstas en los artículos 24 a 28 y 
31 de la Ley ), será necesario partir dd plano general y del plano interno del ejido que 
prc\'iamcntc hay;:i sido elaborado por ::mloridad competente o por el Registro Agrario 
Nacional, para que este pueda emitir los certificados de derechos parcelarios. de derechos 
comunes o ambos. según sea el caso: y por lo tanto mientras los cjidatarios no cuenten con 
estos documt:'ltos, los actos jurídicos que se ejecuten sin cubrir este requisito o sin contar con 
estos documentos serán nulos. 

Otro caso muy claro del destino de las tierras ejidales se da cuando en su aniculo 79 la Ley 
se11ala: 

"Art. 79.~ El cjidatario puede aprovechar su parcela directamente o conceder a otros cjidatarios 
o terceros su uso o usufructo. mediante aparcería. mcdicría. asociación. arrendamiento o 
cualquiei otro acto jurídico no prohibido por la Ley, sin necesidad de autorización de la 
Asamblea o de cualquier autoridad. Asimismo podrá aportar sus derechos de usufructo a la 
fonnación dt: sociedades tanto mercantiles como civiles.'' 

Estas facultades que la Ley otorga a los cjidatarios son muy importantes, puesto que estos 
actos se venfan ejecutando en contravención a la Ley Federal de Refonna Agraria; sin 
embargo se darán muchos casos en los que debido a la suma ignorancia, notoria inexperiencia 
o extrema miseria del ejidatario, éste será presa fácil de personas que abusarán de esta 
situación, por lo Ll.Ue la Ley, en ejercicio del derecho social, debería señalar por lo menos que 
estos actos se hicierán del conocimiento del Cornisariado Ejidal, para que éste en un momento 
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dado estuviera en posibilidad de infonnar a la Procuraduria Agraria y que ésta en razón de 
tas facultades que la Ley le otorga, interviniera si considerara que estos actos se efectúan en 
perjuicio de los ejidatarios. 

El destino de las tierras ejidales, queda definitivamente marcado cuando en el articulo 80 se 
dispone que." Los ejidatarios podrán enajenar sus derechos parcelarios a otros ejidatarios o 
avecindados del mismo núcleo de población." 

Para la validez de la enajenación a que se refiere este articulo bastará la conformidad por 
escrito de las panes ante dos testigos y la notificación que se haga al Registro Agrario 
Nacional. el que deberá ex-pedir sin demora los nuevos certificados parcdarios. Por su p.mc 
el Comisariado Ejidal deberá realizar la inscripción correspondiente en el libro rcspecti\'o. 

El cónyuge y los hijos del enajenante, en ese orden. gozarán del derecho del tanto, el cual 
deberán ejercer dentro de un ténnino de treinta días naturales contados a partir de la 
notificación. a cuyo vencimiento caducará tal derecho. Si no se hiciere la notificación, la 
venta podrá ser anulada. 

Desde mi punto de vista la Ley debería disponer que este" contrato privado de compra· venta 
de derechos pan;darios" fuese ratificado ante fedatario, antes de ser enviado al Registro 
Agrario Nacional, ya que de lo contrario esto provocará que se vendan derechos parcelarios 
dolosamente, ya que se puede dar el caso de que el enajenante no sea el titular de los derechos 
que enajena. 

Por lo que se refiere al otorgamiento del derecho del tanto al cónyuge y a los hijos. la Ley en 
ningún momento se coloca en la realidad económica y social de la mayoría de los cjidatruios 
del país y sus familias, porque no considera que cuando un ejidatario venda sus derechos 
parcelarios será en la mayoría de tos casos por problemas económicos, y ni la esposa ni los 
hijos podrán ejercer este derecho 

En estos casos de enajenación la Ley no señala con precisión quien será el encargado de 
realizar la notificación del derecho del tanto, por lo que supongo que será eJ Comisariado 
Ejidal o el Consejo de Vigilancia (como lo dispone en el articulo 84) lo que podria generar 
problemas por que cuando convenga a los intereses del enajenante o de los propios órganos 
de ejecución o vigilancia, este acto se simulará para cubrir el requisito de Ley, por lo que 
considero que quien debia llevar a cabo esta notificación debería ser el Tribunal Unitario 
Agrario correspondiente, la Procuraduría Agrari~ o en casos extremos facult..u a la autoridad 
civiJ para que practique la diligencia de notificar el dert!cho del tanto a los interesados. 

Respecto a la autorización por parte de la Ley de enajenar derechos parcelarios, considero 
importante hacer dos observaciones. 

1.- La Ley Federal de Refonna Agraria derogada, le otorgaba a los derechos agrarios el 
carácter de patrimonio familiar. ya que estos sólo podían ser transmitidos por herencia y 
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protegiendo los interéses de los menores y del cónyuge supérstite; en la nueva Ley Agraria 
desaparece el carácter de patrimonio familiar de la parcela, ya que el titular de la misma, ahora 
posee el derecho y la facultad de decidir en forma individual la venta o transmisión de los 
derechos sobre la parcela prácticamente a cualquier persona. reservando únicamente a su 
esposa e hijos, el derecho del tanto. Esto demuestra claramente el alejamiento de la Ley de 
la defensa de los derechos familiares de la clase campesina. Tal derecho ( del tanto ) nada 
tiene que ver con la realidad del campo mexicano, porque éste es de origen civilisla y no fue 
creado con sentido social. ni mucho menos con el objeto de proteger el patrimonio familiar. 

La legislación derogada señalaba en sus artículos 81 y 86 lo siguiente: 3 

"Art.81.- L.F.R.A. El ejidatario tiene la facultad de designar a quícn deba succderle en sus 
derechos sobre la wtidad de dotación y en :os dcm.is inherentes a su calidad de ejidatario, de 
entre su cónyuge e hijos, y en defecto de ellos, a la persona con la que haga vida marital, 
siempre que dependa económicamente de él. A falta de las personas anteriores, el ejidatario 
fonnulará una lista de sucesión. en la que consten los nombres de las pcrsonac;; y el orden de 
preforencin conforme al cual deba hacerse la adjudicación de derechos a su fallecimiento, 
siempre que también dependan económicamente de él." 

"Art.86.- L.F.R.A. Al decretarse en contra de un ejidatario la pérdida de una unidad de 
dotación, ésta deberá adjudicarse a quien legalmente aparezca como heredero. quedando por 
tanto destinada dicha unidad al sostenimiento del grupo familiar que dependa económica­
mente del campesino sam:ionado; ... " 

Como se desprende de las disposiciones contenidas en los artículos antes transcritos, el 
patrimonio familiar se encontraba garantizado en Ja anteriror legislación, y en la actual esta 
protección desaparece, y ni otorgarscle a los familiares del cjidatario enajenante, el derecho 
de preferencia para adquirir las tierras por enajenar a través de la compra-venta, esto equivale 
como ya lo mencione anteriormente, a ignorar la idiosincracin, costumbres. v~lorcs, prin­
cipios y situación económica real de la familia rural mexicana. 

2.- Para evitar IJ simulación en el otorgamiento del derecho del tanto, sería importante, como 
ya se sei\aló, que alguna autoridad como el Tribunal Unitario Agrario corrcspondientet la 
Procuraduría Agraria o en casos extremos la autoridad civil, realizara In diligencia de 
notificación del derecho del tanto; pero el Tribunal Superior Agrario en su criterio No. 2/92 
emitido en sesión celebrada el día dieciocho de noviembre de mil novecientos noventa y dos 
señala. 4 

3.- Ley Federal de Reforma Agraria p.p. EdiL Porrúa 1989 

4.· BoleUn Judicial Agrario. p. 38 publicaciones del Tribunal Superior Agrario, 
Mhlco 1993 
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"NOTlFICACIONES A LAS QUE SE REFIERE EL ARTCULO 80 DE LA LEY 
AGRARIA" 

"lo.- El artículo 80 de la Ley Agraria dice: 

"Los ejidatarios podrán enajenar sus derechos parcelarios a otros cjidatarios o avecindados 
del mismo m.icko de población. 

Para la validez de ta enajenación a que se refiere este artículo bastará la conformidad por 
escrito de: las partes ante dos testigos y la notificación que se haga al Registro Agrario 
Nacional. el que deberá expedir sin demora los nuevos certificados parcelarios. Por su parte 
el comisariado cjidal dc:ber.i realizar la inscripción correspondiente en el libro respectivo. 

El cónyuge y los hijos del enajenante. en ese orden, gozarán del derecho del tanto. el cual 
deber.in ejercitar dentro de un tc.!m1ino de treinta días naturales contados a partir de la 
notificación a cuyo vencimiento caducará tal derecho. Si no se hiciera la notificación, la venta 
podni ser anulada." 

2o.- Si: han recibido peticiones de campesinos que solicitan de los Tribunales Unitarios 
Agrarios, la prá\.':lica de notificaciones al Registro Agrario Nacional, a las que se refiere el 
articulo 80 de la Ley Agraria. Estas peticiones deben ser denegadas, toda vez que son los 
mismos particulart:s contratantes quienes deben hacer la notificación correspondiente, ya que 
en estos casos no s:: está sustanciando un juicio agrario, y no se trata, por tanto, de 
notificaciones de car.icter judicial. En consecuencia, no existe razón que justifique la 
intervención de los Tribunales Agrarios. El ténnino "notificación" que se asienta en el artículo 
80 de la Ley Agraria debe interpretarse como un aviso o comunicación de particulares al 
mencionado Registro y no como un acto procesal de naturaleza jurídica. 

3o.- Tambi~n ;,e Jebe indicar que ni la Li:y Agraria ni la Ley Orgá.nica de los Tribunales 
Agrarios contienen disposición algtma que atribuya competencia a dichos Tribunales par.i 
intervenir en i:sta dasi: de actos jurídicos. 

Por lo antes expuesto el Tribunal Superior Agrario estimó que los Tribunales Unitarios dl.·ben 
abstenerse de practicar las notificaciones a las que se refiere el artículo 80 de la Ley Agraria. 

Así lo acordo el Tribunal Superior Agrario, en sesión celebrada el dia dieciocho de noviembre 
de mil novecientos noventa y dos. El Presidente, Dr. Sergio García Ramirez.- rúbrica.- El 
Secretario General de Acuerdos, Lic. Sergio Luna Obregón.- rubrica. 

Como se ve, el Tribunal Su¡x:rior Agrario, ;il abstenerse de practicar tales notificaciones, por 
las razones que señala, pennitc que este acto sea exclusivo del enajenante porque lo considera 
como un simple ª''ÍSo, por no ser una notificación de carácter judicial. Por lo tanto considero 
que la vía de Jurisdicción Voluntaria seria la forma adecuada de efectuar tales notificaciones 
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y de esta manera el Tribunal no podría negarse a efectuarlas, o por lo menos la Ley debía 
obligar al Comisariado Ejidnl a ser él quien efectúe tales notificaciones. 

Ahora con el articulo 81 de la Ley se inicia el procedimiento de segregación de tierras del 
ejido, pero considero que este es un procedimiento sumanente complejo que en contadas 
ocasiones se Hcvará a cabo confonne a la Ley. 

Para iniciar este proceso el ejido deberá: 

a) Contar con su plano general e interno. 

b) Todas las parcelas del ejido dchenín estar delimitadas y asignaúns a las ejidatJrios en los 
términos del articulo 56 de la Ley, es decir, es requisito indispensable que se haya reconocido 
el parcelamiento económico o de hecho o si la Asamblea así lo decidio, haber efectuado un 
nuevo parcelamicnto y en consecuencia tos cjidatarios deberán poseer sus certificados de 
derechos parcelarios. 

Desde mí punto de vista, la Asamblea al resolver sobre el otorgamiento del dominio pll!no a 
los ejidatarios. éste dcber:í entemkrsc otorgado a todos los ejidatarios y no sólo a un grupo 
o a un solo cjidatario, y esta decisión no podrá recurrirse ante el Tribunal Agrario, ya que de 
lo contrario de nada servirá la decisión de la Asamblea. 

e) Una vez que la Asamblea ha otorgado el dominio pleno a los t!jidatarios, cuando éstos lo 
consideren conveniente, en fomla individual, podrán asumir el dominio pleno sobre sus 
parcelas, solicitando al Registro Agrario Nacional dar de baja de dicho Registro las tierras 
de que se trate y éste expedirá el título de propiedad respectivo y se inscribirá en el Rcgis1ro 
Público de la Propiedad respectivo, a partir de este momento las tierras dejarán de ser ejidales 
y quedarán sujetas n las disposiciones del derecho común. Esta disposición expresa el 
verdadero sentido de las rcfom1as al artículo 27 constitucional y de la Ley Agraria. la 
desaparición de lu propiedad social. aunque la misma Ley señale que: 

"Art.83.- La adopción del dominio pleno sobre las parcelas cjidales no impHca cambio algui10 
en la naturaleza juridica de las demás tierras cjidalcs, ni signific3 que se altere el régimen 
legal, estatulario o de organización del ejido ... " 

Una vez otorgado el dominio pleno sobre las parcelas a los ejidatarios y estos la asuman, sólo 
quedarán tierras de uso común, en los ejidos en que las haya, la zona urbana y ésta ya no será 
de canícter social por que al titularse dejarán de serlo, entonces¿ qué se conservará dentro 
del régimen cjidal ?, la Parcela Escolar, donde la haya, la Unidad Agrícola Industrial para la 
Mujer~ donde exista; prácticamente nada. entonces lo que provocará ejercer el derecho que 
se señala en el articulo 81 de la Ley es la desaparición del ejido. 
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El el articulo 84 la Ley dispone: 

''En caso de ta primera enajenación de parcelas sobre las que se hubiere adoptado el dominio 
olcno, los familiares del enajenante, las personas que hayan trabajado dichas parcelas por 
más de un nño, los ejidatmios, los avecindados y el núcleo de población ejidal, en ese orden, 
go1.llrán del derecho del tanto, el cual deberán ejercer dentro de un ténnino de treinta dlas 
naturales contados a partir de la notificación. a cuyo vencimiento caducará tal derecho. Si no 
hiciere la notificación, la venta podrá ser anulada. 11 

El Comisnriado Ejidal y el Consejo de Vigilancia serán responsables de verificar que se 
cumpla con esta disposición. 

La notificación hecha al comisariado. con la participación de dos testigos o ante fedatario 
público, sunirá los efectos de notificación personal a quienes gocen de tal derecho del tanto. 
Al efecto, el comisariado bajo su responsabilidad publicará de inmediato en los lugares más 
visibles del ejido wu1 relación de los bienes o derechos que se enajennn. 

En este precepto la Ley es aun más succptiblc de ser violada al disponer que con la sola 
notificación al Comisariado Ejidal, con la participación de dos testigos o ante fedatario 
público. se haya dado cumplimiento a la notificación correspondiente a todas las personas 
que gozan de este derecho, porque sabemos que notificaciones de este tipo deberán hacerse 
en forma personal. y no dejarlo con10 dispone la Ley a la simple actuación del Comisariado 
Ejidal. 

La doctrina del derecho nos dice que: notificación es. el acto por el cual se hace saber en 
fonna legal, una resolución judicial, y el Código Federal de Procedimientos Civiles en su 
artículo 309 señala que: 

"Art.309.- C.F.P.C. Las notificaciones serán personales: 

Fracción lll. Cuando el Tribunal estime que se trata de un caso urgente. o que, por alguna 
circunstancia deben ser personales, y así lo ordene expresamente, ... " 

De la disposición anterior podemos deducir dos cosas. 

l.- La Ley crea una nueva modalidad para las notificaciones al no otorgarle ninguna clase de 
fonnalidad legal ~n los casos de otorgar el derecho del tanto por enajenación de parcelas o 
derechos parcelarios, ya que hace ver a la notificación como un simple acto entre particulares, 
cuando lo que en estos casos se está notificando es la posibilidad de ejercer un derecho. 

2.- La Ley no faculta la intervención de ninguna autoridad judicial para cerciorarse de que 
dicho acto se realiza a la persona indicada; las circunstancias por las que la notificación del 
derecho del tanto deberla ser personal, en los casos de enajenación de parcelas sobre las cuales 
se ha otorgado el dominio pleno es, que al poder ejercer el derecho a adquirir la parcela se 
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evita que la misma salga del núcleo familiar. del núcleo agrario o del régimen ejidul. por lo 
que como ya lo sc11.alc antcrionncntc. la Ley debería disponer que el derecho del tanto se 
otorgase por vía de jurisdicción \'olunlaria, a través del Tribunal Agrario, del Tribunal del 
fuero comlm, o en el último de los casos a través de la Procuraduría Agraria. 

2.2 Limituntcs purn Ju Certificación de Derechos Ejidulcs y Titulación de Solares 
Urbanos 

En este apartado hablaré sobre las limitanics que dcntro de la misma Ley se encuentran para 
lograr la ccnificJción de derechos cjidalcs y Ja titulación de solares urbanos. 

Uno de los propósitos fundamentales de las reformas al <1rticulo '27 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mcxh:anos y su Ley Ikglami:ntaria. t!S la ccniticación y titulación de 
las parcelas cjidalt!s y solares urbanos. con la intención de dar a los cjidatarios y comuneros 
mayor seguridad en la tenencia de la tierra: sin embargo el programa que en conjunto la 
Procuraduría Agraria, el Registro Agrario Nacional, el Instituto Nacional de Estndistica. 
Geografia e Infonnática, la Secretaría de la Rcfonna Agraria y las entidades federativas 
(PROCEDE) estan llevando a cabo, enfrentarán una serie de problemas para su realización 
que la misma Ley impone. 

Con el objeto de que los sujetos del derecho agrario, ejidos, comunidades. ejidatarios, 
comuneros y a\'ecindados de los núcleos agrarios cuenten con los instrumentos adecuados 
para la aplicación de la Ley y en especial para la rcgulari~ción y ccnificación o titulación 
de dr.:rccho~ ejidalcs, asi como la delimitación de las tierras del asentamiento humano y demás 
actos tendientes a garantizar seguridad jurídica en la tenencia de la tierra, se expidió el 
reglamento de la Ley Agraria. 

Con fundamento en Ja Ley Agraria y su Reglamento. demostraré que el Programa de 
Certificación de Derechos Ejidalcs y Titulación de Solares Urbanos, encontrará muchas 
dificultades)' si éstas no son superadas antes de la expedición de estos documentos, provocará 
muchos conflictos. que pueden generar problemas sociales. 

Para que la titulación y/o certificación proceda, desde mi punto de vista se f\!quierc: 

EN TIERRAS PARCELADAS. 

1.- Que el núcleo agrario cuente con plano general del ejido 

2.- Que el núcleo agrario cuente con el plano interno del ejido 

3.- Que no existan conflictos por límites con otros núcleos agrarios o con particulares 
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4.- Que no existan conflictos interparcelarios u otro tipo de conflictos internos. 

5.- Que la Asamblea, en los términos del articulo 56 de la Ley y con las formalidades previstas 
en los artículos 24 a 28 y 31 de la misma, reconozca el parcelamiento económico o de hecho 
o plantee un nuevo parce1amiento, y en su caso regularizar la tenencia de posesionarlos. 

EN SOLARES URBANOS. 

Se titulará a los legítimos posesionarlos, quienes deberán demostrar. 

a) Los ejidalarios, 

1.- Que dicho solar les fue asignado por ser beneficiados de In Resolución Presidencial 
dotatoria de tierras o Ja acción correspondiente y al momento de Ja creación de la zona urbana 
del ejido, o en su caso con el certificado de derechos a solar urbano expedido por la Secretaria 
de In Refonna Agraria. 

2.- El traslado de dominio de los derechos del solar en caso de ser sucesor. 

b) Los posesion~os no ejidatarios o avecindados. 

1.- Acreditar la legitima posesión con constancia de posesión expedida por el Comisarindo 
Ejidal o autoridad municipal en su defecto. 

2.- Acreditar la legítima posesión con contrato privado de compra-venta. 

3.-Aercditar la legitima posesión con contrato de cesión de derechos. 

Para que la titulación y/o certificación proceda según el reglamento de la Ley, se requiere: 

EN TIERRAS PAR CELADAS 

1.- Que se lleve a cabo la asamblea a que se refiere el articulo 56 de la Ley, y que la 
Procuraduria Agraria verifique que se ,¡:urnplan los requisitos previstos en los articulos 24 a 
28 y 31 de la misma (art. 19 R.L.A. ). 

2.- Para llevar a cabo alguna de las acciones señaladas en el articulo 56 de la Ley, ésta se hará 
npartir del plano general del ejido, entendiéndose por plano general: 

5.· Rt¡bmento de ta Ley Agraria, en materia de Certificacl6n de Derechos Ejldales y 
Titulaci6o. de Solara. Expedido el 5 de enero de 1993 y publicado en el Diario Oficial 
de la Ftdención el 6 de enero de 1993 
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a) El plano de ejecución derivado de la Resolución Presidencial de la acción agraria 
correspondiente. 

b) Plano e laborado por autoridad competente, derivado de la Resolución del Tribunal Agrario. 

e) El que elabore el Registro A¡,'t'ario Nacional. (art. 25 R.L.A) 6 

3.- Plano Interno del Ejido, resultante de delimitar las tierras al interior del ejido. (art.25 
R.L.A) 7 

.i.- Confonnc al articulo S6 de la Ley. n.~onoccr el parcclamiento económico o de hecho, o 
en su ca~o parcelar las tierras en las que no exista ningún tipo de parcclamiento. ( art.29 
R.L.A.). H 

EN SOLARES URBANOS 

1.-Que se lleve acabo la asamblea a que se refiere el articulo 56 de la Ley y que la Procuradurla 
verifique que se cumplan los requisitos previstos en los artículos .!-1 a 28 y 31 de la misma. 
y el objeto de tal asamblea será asignar los derechos sobre solares. (art. 47 fracc. I.R.L.A) 9 

2.- Lle'.'ar a cabo asamblea que decida delimitar como zona de urbanización las tierras donde 
se encuentra asentado el poblado ejidal, observando las nonnas técnicas que emita la 
Secretaría de Desarrollo Social. y que se 1•Jaborc plano apegado a las normas técnicas 
expedidas por el Registro Agrario Nacional, además de ser aprobado por la Asamblea. En 
este caso los títulos de solares serán expedidos a favor de los legítimos poseedores. (arts. 48 
y 50 R.L.A.). Se considera legitimo posesionarlo a quien posea el solar a título de dueño y 
se acreditará tal posesión con: 

a) Certificado de derecho a solar urbano 

b) Contrato de cesión de derechos 

e) Contrato privado de compra-venta 

d) Constancia cjidal que certifique tal calidad 

e) Acta de información testimonial o de inspección testimonial 

(arts.51-53 R.L.A.). 10 

Ahora bien, considero que al momento de querer realizar todos estos trabajos el programa de 
titulación y/o certificación enfrentará los siguientes problemas: 

6-8.· Reglamento de la L,y Agraria, en mat,rla de Ccrlificaclón de Derechos Ejldales )' 
Tilulación de Solares, Expedido el S de enero de 1993 y publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 6 de enero de 1993 

9-10.-Reglamento de la Ley Agnria, en materia de c,rttficaclón de Dertthos Ejid1les 
y Tilulaclón de Solares. 
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En tierras parceladas o de labor 

- Un gran número de ejidos no cuentan con plano definitivo y el plano de ejecución en muchas 
ocasiones se basa en ejecuciones parciales por existir conflicto por límites; por Jo tanto 
mientras no l!xista el plano definiti\'O o no se complemente la ejecución de la Rcso1ución 
Presidencial, no se podrá ni se deberá iniciar el trámite de certificación. 

• Salvo los ejidos que fueron debidamente parcelados desde el momento de la ejecución de 
la Resolución Presidencial, el resto (un 98% uproxímudamentc) no cuenta con plano interno 
del ejido; por lo que si cuentan con plano definitivo o plano di!' ejecución podrán pedir a 
autoridad competente, elabore su plano interno. entre tanto no podrán ni deber.in iniciar su 
procedimiento de ccniticación. 

- En muchas ocacioncs se dotó de th:rras a grupos solicitant~s sobre ejidos ya constituidos, 
es decir se realizaba dotación sobre dotación. por lo que al prctcndt:r cjt::cutar la Resolución 
Presidencial dotaloria de tierras. sólo se ejecutaba sobre la superficie que no presentara 
problema. y se iniciaba el procedimiento de conflicto por limítes, en el cual ero necesario 
aclarar cuales eran los verdaderos linderos (arts. 367-369 L.F.R.A. ). ti Hasta el momento 
muchos casos como estos se encuentran ventilandose en el Cuerpo Consultivo Agrario pant 
ser puestos en estado de resolución y ser en\!iados al Tribunal Agrario y este sea quien resuelva 
en definitiva. adcmd.s de los casos como estos que ya se encuentran instaurados en el mismo. 
Esta situación será una Hmitante más para el prob'TUma de titulación. 

• En un gran r.úmero de ejidos. existen conflictos internos principalmente por posesión, 
titularidad de derechos ejidales y problemas por l!milcs imerparcelarios; en los casos por 
problemas de posesión. generalmente derivaron de Wl posible despojo. por lo que el problema 
posiblemente se encuentre ventilándose ante el Agente del Ministerio Público o el Juzgado 
correspondiente. En los casos de problemas por la titularidad de los derechos sobre la parcela, 
estos se han generado en la mayoría de los casos, por que tradícionalmente c1 padre (titular 
de los derechos agrarios ) en vida asigna a sus hijos, fracciones de terreno de su unidad de 
dotación y a su fallecimiento, aún existiendo lista de sucesores, alguno considera tener mejor 
~.:rccho que el sucesor preferente y surge el problema por la titularidad de los derechos, )' 
con base en el principio de indivisibilidad de la unidad de dotación, en los casos en que una 
parcela se encuentre en posesión de \'arias personas. éstas deberán ponerse de .:icucrdo. para 
que una sola de ellas sea la titular de los derechos y no generar más cont1ictos. Muchos casos 
como este se cncucntcin en las Comisiones Abrrarias h.,tixtas y al consi<lernrst: rézago agrario. 
tendr.in que ser resueltos por el TribW'lal Agrario, una limitantc más para el programa de 
certificación de derechos cjidalcs; y si agregamos que la falta de delimitación precisa de las 
parcelas en muchas ocasiones provoca que los límites no sean respetados, tenemos un 
problema más en el interior del ejido, y una limitante más que tendrá que sortear el programa 
de certificación. 

Como se ve es muy dificil que existan ejidos que no enfrenten problemas internos o 
interparcc1arios, y suponiendo que en los ejidos no existiesen problemas corno los mcncio-
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nados anterionnente, habrá que llevar a cabo la Asamblea a que se refiere el articulo 56 de 
la Ley con el objeto de que se reconozca el parcelamiento económico o de hecho, o en su 
caso efectuar un nuevo parcelamiento si la Asamblea así lo decide cumpliendo los requisitos 
que para este tipo de asambleas prevee la Ley. Supongamos que los ejidatarios acepten 
reconocer el parcelamiento de hecho y estando en el supuesto que en el ejido no existen otro 
tipo de problemas, adelante con el programa de titulación, pero me atrevo a decir que esto no 
sucederá. ya que al conocer los ejidatarios que existe la posibilidad de rcparcelar en forma 
equitati\'a la tierra. se opondrán a reconocer el parcelamiento existente, entonces el problema 
dificilmente podrá ser resucito y el programa de titulación no podrá dar inicio confonne a la 
Ley. 

En solares urbanos 

Aquí el principal problema será el de demostrar la legítima posesión, ya que en muchos casos, 
como ya se mencionó, los poseedores no cuentan con documento alguno que garantice su 
posesión, porque al adquirir la propiedad de parte de un ejidatario nunca se preocuparon de 
realizar algún contrato, o al adquirir el solar directamente del Comisarindo Ejidal, este nunca 
cxtendio ni recibo ni contrato alguno o constancia de posesión; por lo que si existe buena fe 
por parte de Jos vendedores al momento de ser requeridos por los compradores para que 
expidan el documento correspondiente, no se opondrán a hacerlo pero. si a sus intereses 
conviene, no lo harán y argumentarán que la posesión que el supuesto comprador tiene es 
una posesión derivada y éstos no podrán obtener su titulo de solar urbano. 

Considero que las instituciones encargadas de llev•~r a cabo el programa de certificaciun y 
titulación, antes de iniciar este programa en los núcleos agrarios deberían cerciorarse de que 
estos poseen o no los documentos necesarios. 

Por otra parte, es importante señalar que el Reglamento de la Ley Agraria en su Título Tercero 
DE LOS PROCEDIMIENTOS PARA LA DELIMITACION Y DESTINO DE LAS TIER­
RAS PARCELADAS Y DE USO COMUN Y PArv\ LA ASIGNAClON Y CERTIFICA­
CION DE LOS DERECHOS CORRESPONDIENTES, señala en su artículo 26 que: 

" La Procuraduría y el Registro, para el adecuado desarrollo de las acdoncs de delimitación 
y destino de las tierras cjidalcs, podrá solicitar a la Asamblea que constituya una Comisión 
AlLxiliar para que coadyuve en: 

ll. Recibir, ordenar y clasificar la documentación sobre los posibles conflictos de derechos 
individuales, de limites cjidales o interparcelarios que hubiere: 

En este sentido el Reglamento de la Ley Agraria es muy ambiguo, ya que sólo dice que la 
Procuraduría y el Registro podrán solicitar a la Asamblea que constituya una Comisión 
Auxiliar, y no obliga a estas instituciones a vigilar que dichas comisiones se creen, sobre todo 
para resolver los problemas que se señalan en la fracción 11 del articulo en comento, y si estos 
problemas no se resuelven. y los trabajos del programa de titulación se realizan esto será 
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únicamcnh! para cumplir con un compromiso pó1híco y no social. Asimismo en ningún 
momento el Reglamento de la Ley Agmria habla de la posibilidad de suspender los trabajos 
de certificación o titulación si la Procuraduría o el Registro se percataccn de la imposibilidad 
de resolver los problcmus señalados en la fracción ll del articulo 26 citado en un corto plazo 
o de la imposibiJidad total dt! rcali?..lrlos si las instituciones involucradas desde el principio 
de los trJbajos se percatan de la existencia de conílictos graves por límites ejidafes, salvo ef 
caso de que la Ley o c1 Reglamento de la Ley dispusieran que se ccrtilicaran o titular.in tas 
tierras o dcn..--chos cjidalcs que no enfn:ntcn problemas. 

Por Jo anteriormente expuesto. considero que para que el Programa de Certificación de 
Derechos Ejidalcs (PROCEDE) actuc apegado a la Ley y no genere problemas a futuro es 
necesario, que las instituciones y cntidad1.:s tCdcralivus hwotucrndas en dicho programa se 
cercioren antes de:- iniciar su trabajo. de que el núcleo agrario de que se trate: 

a) Posca por 1o menos, plano gcncml del ~jido 

b) Obtenga el plano intemo del ejido 

e) No enfrente contlictos por límites con otros núcleos agrarios 

d) No enfrcnti:: conflictos interparcelarios o por derechos agrarios 

e) Que haya reconocido el parcdamicnto económico o de hecho. o haya realizado un nuevo 
parcclamicnto. 

Si se logra cumplir con l!stos requisitos. podrá llevarse~ cabo el programa de certificación y 
titulación, no obstante se está realizando sin contar con todo los elementos necesarios lo que 
generará problemas posteriores. Pero considero que si las instituciones involucr.idas en este 
proceso se apegan a la Ley, nunca podr.inccrtificardcrechos cjidalcs en un solo núcleo agrario 
del pais ¿por qué?. porque ningUn micleo agrario del país cubre estos requisitos. 

En cuanto a la titulación de solares urbanos, Jo que considero que en un momento dado 
generará problemas será. como se mencionó anteriormente. comprobar la legítima posesión, 
consid~ro adcmá~ que el Reglamento de la Ley Agraria deberia señalar que si en un momento 
determinado no se comprueba JChacicnrcmcnte d carácter de legítimo poseedor. no se titulará 
el solar de qui.! se trate, por que tí tu lar \.'.'asos como estos. además <le Jos problemas que genere 
entre el poseedor de hecho y el titular de derechos sobre el solar, generará problemas de 
competencia al momento de tratar de ventilar el problema ante un Tribunal, porque como se 
señala en el anículo 69 de la Ley . 

"An.69.- La propiedad de los solares se acreditará con el documento señalado en el aniculo 
Wlterior y los actos juridicos subsecuentes serán rcguJados por el derecho común. Para estos 
efectos los titulos se inscribirán en el Registro Público de la Propiedad de la entidad 
correspondiente." 
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Lógicamente que el documento qui!' surja del programa de titulación, hará que los actos 
jurídicos que del sol;1r urbano se deriven ya no sea materia agraria. pero si el problema por 
Ja posesión $Ubsistc. éste seguici siendo competencia de Tribunales Abrrarios. 

Independientemente de las dificultades de hecho que el Programa de Ccniticación de 
Derechos Ejidalcs y Titulación de Solares Urbanos enfrenta, el procedimiento del mismo se 
toma complicado. ya que de acuerdo con este, se efectuará una primera Asamblea para el 
PROCEDE. en la que el personal de la Procuraduria Agraria explicará a los Organos de 
Representación y miembros del núcleo ªb'Tario en qut! consiste el programa. los cjidatarios 
deciden por mayoría si se incorporan a él, si la decisión es negativa deberá suspchdersc 
cualquier tr.imitc subsecuente, si es afinnativa, se solicita al Registro Agrario Nacional y al 
Instituto Nacional de Estadistica. GcogrJfia e Informática ( INEGI ) la medición de una o 
todas las partes del ejido, para la expedición de los certificados y/o títulos correspondientes 
Finalmente se elige una Comisión que apoye los trabajos di! medición y los acuerdos entre 
los titul~es 

La primera medición que considero es la más conflicti\'a,sc dibuja a mano alzada en un 
croquis. Conforme se recorre el campo, se recopila la documentación y se pide a los titulares 
y usufructuarios de cada pane que reconozcan sus limites y lo manifiesten por escrito. El 
croquis lo levanta personal del INEGI. donde quiera que surgan desacuerdos por limites, la 
Procuraduría Agraria buscará resolverlos, ya sea por la via de la conciliación o por el árbitra je. 

En una segunda Asamblea se presenta el croquis levantado y la Comisión Auxiliar infonna 
sobre los trabajos realizados. señalando sobre el croquis a quién se está signando cada parte 
si existen desacuerdos se deberá procurar su solución 

No existiendo desacuerdos, el INEGI medirá con instrumentos de presición para el levan· 
tamiento de planos definitivos, de persistir los conflictos esta medicón deberá suspenderse 

Teniendo los planos terminados y las actas de conformidad o convenios necesarios tanto con 
los colindantes como al interior del núcleo agrario, se convocará a una tercera Asamblea, la 
de las decisionc:s definitivas sobre la delimitación, destino y asignación de tierras, y si es el 
caso de solares urbanos. En primera convocatoria, en esta Asamblea deben estar presentes 
tn!s cuartas partes de los ejidatarios, es decir, el 75% de ellos. Si es necesaria una segunda 
convocatoria , deberán estar la mitad más uno. Sus acuardos serán validos únicamente por 
mayoría calificada de las dos terceras partes de los asistentes a la As<Irnblea. En esta Asamblea 
podrá acordarse la modificación de los planos ya presentados. 

Si se aprueban los planos definitivos y hay acuerdo general sobre la asignación de tierras y 
solares, se solicita al Registro Agrario Nacional la elaboración y entrega de los certificados 
parcelarios, certificados de derechos sobre la zona de uso común y el reconocimiento sobre 
los solares para ser inscritos en el Registro Público de la Propiedad. 
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Con esta cenificación y titulación los núcleos agrarios y sus miembros estarán en plenas 
condiciones para decidir to que más convenga a sus intereses en cuanto al destino y usufructo 
de su patrimonio. lo cual considero tenderá a convertirlos en pequeños propietarios. 

Una condición para que los nücleos agrarios ingrosen al PROCEDE es la solución del rezago 
agrario, tarea que está a cargo de la Secretarla de la Refonna Agraria, rezago que se ha 
encontrado con una serie de dificultades para su finalización, y mientras esto no suceda 
muchos núcleos no podrán incorporarse al programa aün cuando este sea su deseo. 

El PROCEDE solo podrá realizarse adecuadamente, a través de un gran esfuerzo social y de 
las instituciones involucradas, para superar viejas actitudes, problemas y conflictos, depende 
también en gran parte de que los núcleos agrarios y sus miembros superen sus diferencias. 
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Capítulo 11 
Los Terrenos Baldíos y Nacionales 

3.1. Similitud respecto de la legislación de colonización y compaíllas deslindadoras de 
1883 y la Ley de Ocupación y Enajenación de Terrenos Baldios de 1893, y sus posibles 
consecuencias. 

En este capitulo intentaré. a través de un análisis. demostrar que la nueva legislación agraria 
en su capitulo V título noveno. retrocede en la historia para poner a los terrenos baldíos y 
nacionales en situación de ser generadores de posibles conflictos sociales. 

Antecedentes Históricos 

En primer lugar comentaré los fravcs problemas que el decreto sobre colonización y 
compaílias deslindadoras de 1883, generó en lo político, social y económico en nuestro pais. 

En su primer capítulo establecía como base, para la colonización del país, el deslinde, la 
medición, el fraccionamiento y el avalúo de los terrenos baldios ( art. l ) y en su capítulo lll 
facultaba al Ejecutivo para que, a su vez autorizara a compañias particulares con el objeto de 
que practicaran en los terrenos baldíos las operaciones de deslinde. medición, frac· 
cionamiento y avalúo de éstos ( art.18 )2 dando en recompensa a las compañías hasta la tercera 
parte de los terrenos habilitados para la solonización o en su defeclo, la tercera parte de su 
vnlor bajo ciertas restricciones (art.21). Las compafüas se integraron con comerciantes, 
terratenientes. extranjeros políticos y grandes capitalistas nacionales y ~xtranjcros. 

Las compañías deslindadoras con el objeto de deslindar terrenos baldíos llevaron a cabo 
innumerables despojos. 

Para que un propietario se viera a salvo de que le fuesen considerados sus terrenos como 
baldíos, necesitaban presentar los títulos que acreditaran sus derechos, pero la mayor parte 
de los propietarios, carecían de Utulos perfectos y se vieron en la dura situación de entablar 
un juicio costoso y largo en contra de las compañías deslindadoras que contaban con toda 

l·J,. DtereCosobre Colonlzaddn y CompaftlH DesUadadoras 1883, Cinco Siglos de 
Ltgblacióa Agraria p.p. 153-158 EdiL CEHAM.S.R.A. 1990 
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clase de elementos y con el apoyo oficial o de llegar a algún arreglo con ellas, pagándoles 
detenninadns cantidades por las extensiones de tíerra que poseyesen sin título o con titulo 
defectuoso. 

Efcclos de las Compañlus Deslindadoras 

Las compañías deslindadoras rcpcntimuncntc aparecieron removiendo mojoneras, revisando 
titulas y apoderándose a nombre suyo o del gobierno, de todos aquéllos terrenos que no 
estaban amparados por documentos bastantes. según el criterio de las mismas compañías e 
inmcdiatamL·ntc dcspuCs Je éstas llegaron los solicitantes de terrenos baldíos, los compra· 
dores de tcrrcnos nacionales. h.1s denunciante~ de demasías, quienes después de los trámites 
legales en las ofü:inas <le las compa1lfas. tomaban posesión apoyados si era necesario, por las 
fuerzas del gobierno, de todas las tierras que se habían considerado libres, incluyendo en ellas 
hasta las ranchcrias cultivadas y poseídas por familias con arraigo inmemorial, sólo fueron 
respetados y reconocidos como tem!'nos propios de los habitantes, aqucJJos que pudieron 
exhibir un titulo primordial perfecto o los que por la Jituadón o calidad de los 1crrenos, no 
despertaron ta codicia de los capitalistas influyentes. 

Para 1885 habían sido deslindadas 30 millom:~ de h(...-ctárcas di! tierras nacionaJcs, pero esos 
deslindes no sirvieron para desh.::icer los grandes acaparamientos de tierras cxistemcs en ese 
momento en territorio nacíonal.1\ird contrario quienes fueron directamente afectados fueron 
los más necesitados y d.:bilcs. quh:nes en ningún momento podían comparecer ante Wl juez 
a defender sus derechos por folla de recursos económicos y bajo amenazas, inclusive de 
muerte, las compafüas señalaron -como baldías tierras propiedad de los pucblos1 iniciando un 
despojo enorme para los mismos. La oposición a ese enorme despojo. que fue el trabajo de 
Jas deslindadoras. desencadenó )a violencia. en Pihuamo en J 889, se rebelaron numerosos 
campesinos. los yaquis y los mayos de Sonora se disgustaron e iniciaron sus revueltas, que 
serinn dominadas a sangre y fui:go. La ambición sin limites de los latifundistas los cegó at 
grado de que en 189-' el porlirismo desechó la obligación de colonizar y trató de consolidar 
en forma efectiva. ab~olutJ y eterna la propiedad a través de la Ley Sobre Ocupación y 
Enajenación de lcrn:nos Baldíos.. que dcclar.iba ilimitada la e:-.:tensión de tierras adjudica bles 
y suprimió la obligadón de coloniwrlas. 5 

De 1881 a 1889 fueron deslindadas 32 2~0 313 hectáreas, de las cuales 12 698 610 fueron 
cedidas a las emprcs..1s deslindadoras en compensación por los gastos de deslinde, y fueron 
vendidas 14 813 980 hectáreas, la mayor parte de ellas a las mismas compañías dcslindadoms, 
siendo beneficiados con esto, sólo 29 individuos o compafiias. 6 

De 1889 a 1892 se d<slindaron 12 382 292 hectáreas v de 1904 a 1906 se extendieron a las 
compañías deslindadoras J60 tilulos con 2 646 540 hectáreas y se 01orgaron l 33 l tílulos de 
terrenos nacionales con un área de 4 445 665 hcct:ireas, por lo tanto, en el periodo compren-

-1 ... El Probkma Agrario en Mh.h:o, Dr. Lucio McndleCa l Nuncz p.p. 135-136 Edit, 
Porni1Mbico1971 

~ .• Breve H!Jtórla de la Rc,·olucíón Mexicana, los aateud.cnces y I• Epoc• Maderista, 
Jesus Silu fftnog p.p. 19·2l Edit. Fondo de Cultura Econ6mka1 Mbico 1988 
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dido entre las años 1881-1889 Wlll quinta parte del territorio nacional lo monopolizaban na 
más de SO propietarias. 7 

La acción de las compafüas deslindadoras, junta can las leyes sobre baldíos de 1863, 1894 y 
1902, agravaron aún más el problema de la distribución de la tierra. 8 

Claro está que no había en México la asombrosa cantidad de terrenos baldíos que deslindaron 
para adueñarse de ellos las compañins deslindadoras. 

El fin supremo de las leyes de baldios y colonización fue el de alargar el beneficio de la 
propiedad agraria a los que carecían de ella, pero en nombre de esas mismas leyes. se arrojó 
de sus posesiones a los campesinos pobres o se les obligó a rescatarlas. cuando fue posible, 
mediante dolorosos sacrificios. 

Las consecuencias sociales, políticas y económicas de las legislaciones sobre colonización y 
baldíos, tuvieron como resultado final que en el movimiento revolucionario de 19 l O las masas 
de campesinos pobres, acudieran al llamado del señor Madero, cuando éste en su "Plan de 
San Luis", párrafo tercero del articulo tercero dice "Abusando de ta Ley de Terrenos Baldíos, 
numerosos pequeños propietarios en su mayoria indigenns, han sido despojados de sus 
terrenos, por acuerdo de la Secretaría de Fomento; o por fa11os de los tribunales de la 
República. Siendo de toda justicia restituir a sus antiguos poseedores los terrenos de que se 
les despojó de un modo tan arbitrario. se declaran sujetas a revisión tales disposiciones y 
fallos y se les exigirá a los que los adquirieron de un modo tan inmoral o a sus herederos, que 
los restituyan a sus primitivos propietarios, a quienes pagarán también una indemniznción 
por los perjuicios sufridos. Sólo en caso de que esos terrenos hayan pasado a tercera persona 
antes de la promulgación de este plan, los antiguos¡ropietarios recibirán indemnización de 
aquéllos en cuyo beneficio se veriticó el despojo". 

Es importante también reseñar brc\'cmcntc, el impacto que sobre los terrenos nacionales han 
tenido las legislaciones sobre colonización que estuvieron en vigor después de la etapa 
revolucionaria. 

Ley Federal de Colonización de 1926 

Plulareo Elias Calles, Presidente de México, deroga el 10 de mayo de 1926 la Ley de 
Colonización de 1883 y expide una nueva, la que introduce modalidades más avanzadas en 
la concepción de colonización; en ésta se declara de utilidad pública la colonización de 
propiedades agricolas de particulares; los terrenos propiedad de la nación y los que ésta 
adquiera a través de la Ley Federal de Irrigación o por otro titula, así como los que adquiera 
el Banco Nacional de Crédito Ab'l'Ícola , y que serian materia de colonización. Establece 
también esta Ley una preferencia para la aceptación de colonos; señala asimismo que la 
colonización de propiedades particulares, se llevaría a cabo únicamente por el gobierno, por 
éste y por el propietario, o directamente por éste último previa autorización; establecía 
asimismo que ningún colono podría enajenar. hipotecar o gravar su lote, mientras no lo 

7-8.- Breve História de la Revolución Mnlcana, los antecedentes y la Epoca Maderista, 
Jesus Silva Hcrzog p.p. 19-21 Edlt. Fondo dcCuhura Económica, México 1988 

9.-Clnco Siglos de Ltghulación Agraria, Manuel FAvlla p.p. 177 EdlL CEHAM-S.R.A. 
segunda edición Mcxico 1990 
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hubiera pagado íntegramente con las circunstancias, ademas, de que seria privado de sus 
derechos si tampoco cumplia con sus pagos en los plazos señalados. Por último se autorizaba 
al Gobierno Fl!Jcr.il aquc administrase las colonias mientras los colonos cubrían sus adeudos. 

Después de la ley de 1926 y su reglamento se dictaron varios acuerdos tendientes a modificar 
y nonnalizru-, en diferentes aspectos, la política de ocupación y colonización de terrenos 
propiedad de la nación y de particulares. 

Acuerdo de frcha 26 de enero de 1928 

Por medio de este Acuerdo se autorizaban los propietarios de terrenos adquiridos conforme 
ni Decreto del:? di: agosto de 1923, a que en lo sucesivo pudieran presentar sus informaciones 
fuera de los ténninos señalados en el Decreto que se cita. 

Decreto de 1 2 de mayo de 1928 

En este Decreto se detemlinaron las condiciones por las que se podían adquirir terrenos 
propiedad de la nación sujetos a arrendamiento. 

Decreto del 24 de septiembre de 1928 

Por medio de este Decreto se refonnaron los articulos 7o, 22 y 24 de la Ley de Ticrrns Libres 
del 2 de enero de 1923, concediéndose al poseedor de terrenos el derecho de adquirirlos en 
fonna gratuita si los hubiese trabajado por el ténnino de dos años consecutivos, otorgándose­
les el titulo correspondiente. 

Decreto del lo de noviembre de 1928 

Que modifico el articulo 60 del Decreto del IO de abril de 1928, por el cual se detennino qué 
condiciones se deben cubrir para adquirir en propiedad terrenos nacionales sujetos a arren­
damiento. 

Decreto del lU de diciembre de 1928. 

Por medio de este Decreto se modificaron los articules 7o y So del Decreto del 24 de febrero 
de 1912, relativos a la enajenación de terrenos nacionales, para que en lo sucesivo y una vez 
practicados los deslindes y delimitadas las áreas boscosas, se pudieran vender terrenos que 
no excedian los limites fijados por la Ley Federal de Colonización . 

Decreto del 11 de abril de 1929. 

Reformó el articulo 4o del Decreto del 24 de febrero de 1912, para que en adelante los terrenos 
nacionales y baldios que fueran medidos y deslindados se fraccionacen en lotes que pod!an 
ser vendidos o arrendados. 
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Decreto del IS de julio de 1929. 

Reforma el Decreto del 10 de abril de 1928 para establecer que en lo sucesivo sólo prodrán 
adquirirse los terrenos nacionales cuando el poseedor o .arrendatario lo hubiera cultivado 
durante cinco años consecutivos a la fecha de soJicitud. 

Decreto del 12 de junio de 1930 

En relación al deslinde, fraccionamiento y cnaj1o:nación de terrenos baldíos y nacionales, y 
que '11 ser solicitados por campesinos pobres quedarían exceptuados de la subasta pública. 
pudiendo a Ja vez ser pagados al contado o a plazos que no excedieran Je diez años. 

Decreto del 6 de marzo de 193~ 

Por el que se rnodificó el del 2 de agosto de 1923, que concedia a todo mexicano mayor de 
18 años el derecho de adquirir tierras de la nación o baldfas, concediéndose a los interesados 
que trabaja~cn las tierras ocupadas por un ténnino de dos años consecutivos el <lcrccho para 
adquirirlas gratuitamente. 

Decreto del 2 de m•yo do 1930 

Por medio de éste se concedio nuevamente a todo mexicano mayor de 18 años el derecho de 
adquirir gratuitamente terrenos nacionales. 

Decreto del Jo. de junio de 1934 

Establece nuevas bases para la adquisición de terrenos nacionales. 

Acuerdo del 30 do abril do 1938 

Por medio de éste se dejaban sin efectos las declaraciones de nu1idad respecto de los terrenos 
adquiridos por paniculares y compañías deslindadoras que se habían acogido a Jo dispuesto 
por el Decreto del 2 de agosto de 1923, para que acreditados sus derechos, se les titularan los 
predios adquiridos. 

Reglamento del Decreto del lo de junio do 1934 

El General Lázaro Cárdenas, Presidente de México, expidió este decreto con fecha28 de abril 
de 1939, que establece nuevas bases para la venia, cesiones gratuitas y arrendamiento de 
terrenos nacionales . 
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De<:relo del 14 de no,·iembre de 1939 

Por el que se facultó a quienes hubieren ocupado terrenos conforme al Decreto del 2 de agosto 
de 1923, para que contrataran libremenle el deslinde de los mismos en el caso de que las 
autoridades correspondientes no contaran con los técnicos necesarios para efectuar dichos 
trabajos. volviéndose a confirmar el derecho de los poseedores n obtener gratuitamente el 
titulo de su parcela si In hubiesen trabajado y ocupado por el término de dos años consecutivos. 

Decreto del 26 de abril de 1940 

Ordenó la revisión de los expedientes sobre ocupaciones de terrenos baldíos y nacionales 
elaborados conforme al Decreto del 2 de agosto de 1923, autorizando a la vez la expedición 
de títulos provisionales. 

De<:reto del 24 de sepliembre de 1942 

Por medio del cual se concedieron mayores facilidades a los solicitantes de terrenos nacion· 
ales confonnc al Dccrt!to del lo de junio de 1934, concediéndoles un plazo mayor para ocupar 
y explotar los terrenos solicitados. con la advertencia de que. de no hacerlo en el tiempo 
señalado. se adjudicarían a terceros solicitantes. mandamiento fundamentado en In necesidad 
de incrementar la producción. 

Ley Federal de Colonización de 1946 

Por Decreto Presidencial del 30 de diciembre de 1946, se deroga la Ley de 1926 y se expide 
una nueva que vendría a ser la Ultima dictada sobre la materia, la cual tuvo vigencia hasta el 
31 de diciembre de 1962, esta Ley declaró de utilidad pública la colonización de la propiedad 
Federal y privada, a excepción de los terrenos que tuvieran el carácter de reservas o zonas 
protectoras forestales, o bien, estuvieran destinadas a un fin especifico; de acuerdo con la Ley 
se respetarían igualmente las propiedades particulares debidamente explotadas o in:ifoct­
ables. Por otra parte se siguió :iutorizando la co'o11ización de terrenos nacionales por parte 
de individuos o sociedades. con l:i condición de que. de no cumplirse con las estipulaciones 
y requisitos establecidos por la Ley y el reglamento respectivos, se dictarla la declaratoria de 
caducidad y los terrenos volvcrian a su estado de origen. 

La Ley Federal de Colonización de 1946 introdujo algunos cambios importantes para una 
mejor distribución de la tierra, como los siguientes: aceptaren mínima parte a los extranjeros 
y dar preferencia a los campesinos o agricultores más necesitados; fijar una extensión en los 
lotes que no excediera de los limites de la pequeña propiedad ni fuera menor que la parcela 
ejidal; establecer una serie de requisitos para poder ser colono y conservar los lotes: respetar 
los terrenos que fueran inafectables siempre que se encontraran debidamente explotados, de 
acuerdo con los estudios que al respecto se realizaran. 
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Por lo anterior se puede señalar que, las políticas e instrumentos jurídicos que se dictaron 
para llevar a cabo el proceso dc colonización a partir de nuestra vida independiente y hasta 
Ja vigencia de la Ley de l 9-t6, se caracterizaron por la intención de poblar, con mexicanos o 
con extranjeros, las regiones deshabitadas y t:xplotar Jos terrenos. En principio la nonna era 
la de colonizar Jos terrenos de la nación y más adelante también de propiedad particular, 
mediante la adjudicación om:rosa n gratuita, argumt:ntando sobre la conveniencia de 
aprovechar las mejores técnicas y los recursos económicos, ya fueran del exterior o de 
nacionales. De ahi qut.! en un principio la colonización se llevó a cabo a través de compañías 
dcslim.ladoms y empresas colonimdoras. promoviéndose preferentemente a favor de extran­
jeros y de aquellos mexicanos que tuvicr.in capacidad económica, lo que originó la concen­
tración de importantes extensiones de tierra en unas cuantas manos, por lo que las leyes de 
colonización se tradujeron en una desviación del proceso agrario en nuestro país, que propició 
la especulación y la acumulación de las mejores tierras, lo que vino a limitar durante varias 
décadas la posibilidad de satisfacer dcnrnnd:is auténticamente campesinas. 

La colonización mediante la dotación de tierras. 

El Decreto del 31 de diciembre de 1962 derogó la Ley Federal de Colonización y la Ley que 
creó la Comisión Nacional de Coloni1..ación, al adicionar los artículos 58 y 60 del Código 
Agr.irio entonces en vigor. para el efecto que deberían dárscles a las colonias existentes y a 
las que estuvieren en proceso de regularización, pero particularmente , para establecer una 
única vía de colonización a futuro, la creación de Nuevos Centros de Población Ejidal. 
Quedando los preceptos legales como se describe a continuación: 

"Art. 58.- Las propiedades de la Federación, de los estados o de los municipios, serán 
afectadas prcforentementc a las propiedades privadas para dotar o ampliar ejidos o para crear 
nuevos centros de población ejidal. 

Los terrenos nacionales y en general los terrenos rústicos pertenecientes a la Federación se 
destinarán a constituir y ampliar ejidos o establecer nuevos centros de población ejidal. 
Dichos terrenos se podrán destinar, en la extensión extrictamcnte indispensable, para las 
obras y servicios públicos de la Federación, de los estados o de Jos municipios y no podrán 
ser objeto de colonización ni venta." 

"Art. 60.· Cuando una colonia desaparezca, si los terrenos que la fonnan eran nacionales, se 
destinarán a la construcción o ampliación de ejidos o al establecimiento de nuevos centros 
de población ejidal y si los terrenos eran de propiedad privada, serán afectablcs en los 
ténninos del Código Agrario." 

El precepto anterior marcó un nuevo rumbo en la política agraria del país, en apoyo de aquellos 
núcleos campesinos, que por diversas circunstancias no podían ser dotados en zonas aledaftas 
a sus poblados. Al mismo tiempo cierra la puc:rta a un procedimiento colonizador privado 
por el cual solo podía realizarse con fuertes capitales eventualmente aportado por compañías 
extranjeras. 
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Los posesionarios de terrenos nacionalts. 

La figura juridica de las personas ocupantes de terrenos rmcionalcs.dcnominados"nacionalcw 
ros'\ nac:e desde tas primeras adjudicaciones y reconocimientos sobre pos~sioncs en 
propiedades de la nación, baldíos y demas!as, o sea desde 1822, fecha que marca el origen 
de la colonización institucional en el Decreto del 2 de agosto y muy posterionnente en la Ley 
de Tettenos Baldíos, Nacionales y Demasías, expedida el 30 de diciembre de 1950. 

Esta última Jcy clasifica los terrenos según Ja división que sus nombres indican y dcfin~ a 
los primeros como aquellos tettenos de la nación que no han salido de su dominio mediante 
titulo legalmente º'pedido y que tampocu han sido deslindados ni medidos; a los segundos 
como los terrenos no ocupados J"!tO si deslindados y medidos, asi como todos los provenientes 
de excedentes cuyos poseedores no los hubieren tomado en posesión y aquellos que la nación 
recobrar.i por virtud de la nulidad de los titulos que respecto a ellos se hubieren otorgado; 
los terceros o sea las demasías. se clasifican como Jos terrenos poseídos por los paniculares 
y que no excedieron las superficies de los amparados en titulo primordial. El Ejecutivo de la 
Unión estaba facultado nonnativamcnte para enujenar a titulo oneroso o gratuito, así como 
para arrendar los terrenos nacionales. La enajenación a titulo oneroso de tos terrenos 
nacionales se verificarla a favor de todos los mexicanos por nacimiento o naturalización, 
mayor de edad y en uso de sus derechos para contratar. y sólo por excepción se debería 
conceder a los extranjeros. y ello ünicamentc previo convenio ante la Secretaria de Relaciones 
Exteriores, por el cual, para los efectos de ser propietario de terrenos nacionales se consideran 
nacionales, comprometi~ndose a no invo.;ar la protección · 10s de sus paises y 
con la prohibición además, de no poder adquirir tettenos en 100 kilómetros a lo 
largo de las fronteras y SO kilómetros en las playas. Para la a tettenos nacionales 
tendrían preferencia los poseedores amparados con titulo traslativo de dominio. siempre y 
cuando hubieren venido poseyendo y explotando los tettenos por cinco años o más, o por 
diez años o más si no los hubieren explotado, y la extensión que por este concepto podrian 
adquirir. seria establecida por las leyes de cada estado, celebrándose además un contrato de 
comprn·venta entre el gobierno y el particular y una vez que este último hubiera pagado 
totalmente el tetteno y cumplido con los requisitos del artículo 18 de la Ley de Terrenos 
Nacionales y Demasías. se expediría el título correspondiente. 

Por otra parte, las enajenaciones no podrtan afectar terrenos que estuviesen reservados para 
compensaciones a propietarios afectados ejidalmente, tampoco a tettenos que no hubieron 
sido señalados para colonizarse, o bien, a terrenos de islas, ríos, lagos y esteros navegables, 
salvo acuerdo expreso de la autoridad competente. 

La enajenación gratuíta procedia a favor de las personas que carecieran de tierra y no contaran 
con los recursos suficíentes para poder adquirirlas. Por otra parte, la Secretaria de Agricultura 
y Ganadería a nombre del Ejecutivo podría celebrar contratos de arrendamiento en tettenos 
nacionales, con las circunstancias de que el término de los arrendamientos no podían ser 
mayores de diez años y el importe de la renta serla del 3% anual del valor del tetteno; los 
arrendatarios de terrenos nacionales tendrian preferencia para adquirirlos mediante compra. 
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Cu.:indo esto no sucediera. una vez tcmiinado el plazo de arrendamiento, los terrenos 
volverían a poder de la nación. con todas las obras y mejoras que se le hubieran hecho. 

Conforme a las leyes de colonización que existían, ningún terreno nacional podia destinarse 
a la colonización privada; sin embargo existían tres procedimientos que vinculaban el uso 
que podia darse a los terrenos nacionales. El primero, ta declaratoria de terrenos naciona1cs 
que permite identificar y deslindar aqudlas áreas que sin haber salido del dominio de la 
nación podían destinarse espccific:lmcnte a la satisfación de las necesidades agrarias. Por 
ello,la declaratoria de k"ITcnos nacionales no significaba la ratificación de que son propiedad 
de la nación, puesto que esta disposición ya esta contenida en el articulo 27 constitucional. 
Los terrt.~os nacionales que füeron ocupados y solicitados antes <le 1 <>63 tenían dos pro­
cedimientos para ser adjudicados, el primero es el de la enajenación n titulo oneroso y el 
segundo a titulo gratuito . 

La declaratoria de terrenos nacionales 

Con el objeto de conocer y determinar cuáles son las tierr.i.s de propiedad de la nación, la 
Secretaria de la Refomm Agraria tenia previsto un procedimiento especifico que incluía las 
siguientes actividades: 

Ordenaba la invc..<>tigación en un municipio determinado, con el auxilio de láminas fo­
togramétricas, conjuntos agrarios, infonnes del Registro Público de la Propiedad y de 
particulares. Una vez concluida la investigación se fonnu\a un croquis con los datos obtenidos 
y la Dirección General de Terrenos Nacionales solicitaba a la Subsecretaria de Nuevos 
Centros de Población Ejidal, la autorización correspondiente para efectuar el deslinde de los 
presuntos terrenos nacionales localizados. 

Obtenida la autorización se procedía a nombrar peritos deslindadores, quienes formulaban 
el aviso de deslinde, el cual debía ser publicado por Wla sola vez en el Diario Oficial de la 
Federación, en el Periódico Oficial de la cntid:Jd federativa en que se encontraba el terreno 
por deslindar y en el periódico de mayor circulación de la región; ademas, debía fijarse el 
aviso de deslinde en las oficinas dd municipio a que corresponda y en los parajes cercanos 
al mismo terreno. Al aviso se agregaba, en croquis en que se indicaban los límites y 
colindancias del terreno, para que por todos estos medios quedaran notificados los propie­
tarios, poseedores, colindantes y todos aquellos que se considerasen afectados por el deslinde. 
proporcionando su domicilio al deslindador para que fueran notificados cuando fuese 
necesario. 

Dentro de un plazo de 30 dias, contados a partir del dla siguiente en que fue hecha la última 
publicación, la brigada investigadora recibía de las personas que se consideraban afectadas 
por el deslinde, sus títulos de propiedad, planos de terrenos, constancia del Registro Público 
de la Propiedad de que sus predios estaban inscritos a su favor e inmediatamente se procedia 
a citar a los colindantes y personas que se considerar.in afectadas, para que concurrieran a 
presenciar las operaciones de deslinde, recabando de tos mismos. constancia de haber recibido 
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el citatorio. Entre el citatorio y la ejecución dd deslinde, se ftjnba un plazo no menor de 1 S 
días hábiles. 

En la fecha señalada para practicar el deslinde, en compañía de lós que concurrieran, el 
deslindador recorría los linderos de los predios por deslindar, dando fe de todos los incidentes 
y estado legal de los predios por deslindar. Si los que concurrím estaban conformes en que 
no hablan sido afectadas sus proph...~adcs o posesiones, firmaban el acta que se levantaba y 
si no dcs~aban firmar se anotaba esa circunstancia. En caso de inconformidad, el deslindador 
lo hacia constar en el acta, expresando su opinión sobre ellas y asentando constancia también 
de que los terrenos por deslindar se encantaban debidamente acotados o aprovechados y en 
que proporcilln, indicando las mejoras y construcciones si )as había. En ambos casos, remitía 
a la S.R.A. el acta, planos, títulos y todos los <locum.cntos de las oper.icioni:s de dcslinde,para 
que ésta dictara la resolución que procediera. 

Tenninadn la diligencia de deslinde, el operador efectuaba los levantamientos topobrráficos 
necesarios. el plano correspondiente y un infonne. todo lo cual debía ser remitido a la 
Dirección GcneraldeTeJTCnos Nacionales para su estudio, laemisióndd dictamen respectivo 
y la fonnulación del proyecto de Resolución Declarativa de Terrenos Nacionales. 

A partir de la vigencia de la ley del 30 de noviembre de 1950 y hasta el 30 de noviembre de 
1970, se declaran. como terrenos propiedad de la nación, una superficie de 14 194 487 
hectáreas. 

Desde 1970 a l976, se investigó, localizó y dctcnninó a nivel municipal, la situnción que 
guardaba la tenencia de la tierra con vías a identificar terrenos presuntamente nacionales.en 
una superficie de 40 647 945 hectáreas en 16 entidades federativas. 

Entre 1969 y 1970, se emitieron 84 declaratorias de terrenos nacionales con 6 022 253 
hectáreas. 

Entre 1970 y 1976, se localizó una superficie de 8 163 550 hectáreas, como presuntamente 
nacionales, de la cual se derivaron 128 declaratorias en un área de 4 138 347 hectáreas, en la 
que se incluyeron 1 254 kilómetros lineales de playa en las costas del Caribe mexicano, del 
Pacífico y del Golfo de California. 

Entre 1976 y 1979, se expidieron 347 dc'Claratorias abarcando una superficie de 187 688 
hectáreas. 

La enajenación a título oneroso de terrenos nacionales 

De acuerdo con el aniculo So de la Ley de Terrenos Baldíos, Nacionales y Demasías, todo 
mexicano por nacimiento o por naturalización y con capacidad legal .Para contratar, tenía 
derecho para adquirir a ti tul o oneroso terrenos nacionales; tambíen loe extranjeros poseían 
este derecho9 siempre y cuando convinieran ante la Secretarla de ReJacioncs Exteriores en 
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considi:rarsc como nacionales. resik!clo del terreno que adquirieran. el cual no podía ser una 
e..xtcnsión mayor a la que se scñah1 para la pcquef\a propiedad. 

La solicitud se presentaba. hasta antes de l 963, en la Delegación Agraria, que la turnaba a la 
Dirección Gcncrnl de Terrenos Naciomilcs. deP<!ndientc del Departamento Agrario, nsentfm .. 
dosc la ubicación del terreno y su supcrticíc, el acta de nacimiento del solicitante y un croquis 
del terreno solicitado. 

El solicitante debía colocar avisos en lugares visibles del terreno, de que estaba tramitando 
la compra ante la Secretaría y anexaba un croquis con Jos limites. Además debía probar que 
se encontraba en p.Jscsión dd terreno y que lo mantcnla en explotación. 

La Dirección General de Terrenos Nacionales sl1licitaba entonces la opinión de la Delegación 
Agraria del lugar donde estaba ubicado el predio. para saber si no estaba pedido para la 
satisfacción de nl."Ccsidades ab-rrarins. 

También se consultaba a la Secretaria de Recursos Hidráulicos. para saber si el terreno no 
i:smha incluido en un Distrito de Riego o en un Programa de Irrigación, asi como a la 
Subsccre1arfa de Recursos Forcstak:s para que infommra si el predio solicitado no estaba 
do!stinado a servir como parque nacional o a constituir wta reserva forestal. 

La Dirección General de Terrenos Nacionales nombraba un perito para el efecto de fonnular 
Wl presupuesto de gastos para la inspección y el avaJUo, ..¡'Je pagaba el solicitante. Tal tarea 
comprendia: la fijación d1;I precio del tcm!"no, atendiendo su calidad y ubicación; los medios 
de com\Ulicacíón de que disponía y los precios a que se enajenaran en la región los terrenos 
particulares colindantes. descontando de estos precios el valor de las ml!joras con que contara 
el terreno nacional solicitado. 

Una vcz concluida la inspección y el .J.Valúo, se le daba a conocer al interesado para su 
aceptación~ si lo aceptaba debía pagar una cuota de cooperación al Fondo para Deslindes, la 
cual estaba destinada para el sostenimiento del personal y los gastos necesarios que rcquir· 
eran los trabajos correspondientes. Luego debla nombrarse un perito para que ctCctuara el 
deslinde del terreno solicitado en compra; aprobado el deslinde se hacia la Declarator;:1 de 
que el terreno solicitado y ocupado por el intc:resado era de propiedad nacional. publicándose 
la misma en el Diario Oficial de la Federación. 

Hecho lo anterior, se giraba la orden de paga rt!Spectiva y la Dirección de Terrenos 
Nacionales celebraba el contrato de compraventa con el interesado. Una vez pagada la 
totalidad del precio convenido se extcndia el título de propiedad. 

Es importante señalar que respecto de 1a Declaratoria de Terrenos Nacionales o la enajcn .. 
ación de éstos, la Ley de Terrenos Baldios,Nacionalcs y Demasías señalaba en su articulo 79. 
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11At1. 79.· Los títulos sobre terrenos baldíos, nacionales o demasías, expedidos por particulares 
o autoridades no facultadas para ello, son nulos y no constituyen responsable, en caso alguno. 
a la hacienda pública." 

Asimismo en sus artlculos transitorios dicha Ley señalaba que: 

"Art.3o.- Durante un año. apartir de la fecha en que entre en vigor esta ley los poseedores de 
demasías y terrenos con títulos expedidos por particulares y autoridades no facultadas para 
enajenarlos, podrán solicitar su adquisición y, en caso de no hacerlo dentro de dicho plazo, 
podrán ser solicitados por cualquier otra p<.'l'Sona sujetándose para ello a lo dispuesto en la 
presente ley. El reglamento fijará el procedimiento que debe seguirse para determinar y 
localizar las demaslas a que este articulo se refiere." 

Art. 60.- Las personas que estén ocupando sin título traslativo de dominio terrenos baldíos o 
nacionales, gozarán de la preferencia que concede el articulo 9o. para adquirirlas en propiedad 
siempre que presenten a la Secretaría, dentro del plazo de un afio, contado apartir de la fecha 
en que entre en vigor esta ley, la solicitud de compra respectiva. De no hacerlo perderán el 
derecho correspondiente y la Secretaría ordenará la desocupación del terreno. 

Mediante decreto de 21 de diciembre de 1974, se modificó el articulo 36 de la Ley de Terrenos 
Nacionales y Demaslas, a fin de permitir la cesión de tierras para constituir los fundos legales. 

"Art. 36.- El Ejecutivo de la Unión está autorizado para que, por conducto de la Secretaria y 
en los términos que fije el reglamento, haga cesión gratuita de terrenos nacionales, en las 
extenciones estrictamente necesarias para las nuevas poblaciones que se erijan en los Estados 
y el Distrito Federal, destinadas tanto a su fundo legal cuanto a los servicios públicos de las 
mismas ... ". 

En el Decreto del 30 de diciembre de 1983, en su articulo quinto transitorio se facultó al 
Secretario de la Refonna Agraria para que previo examen ponnenorizado de las posesiones 
de terrenos baldíos y nacionales iniciadas con anterioridad al 23 de enero de 1963, que 
hubieren generado derechos en favor de quienes los ejerzan o de sus causahabientes, 
confonnl! a las disi'osicioncs de la Ley de Terrenos Baldíos • Nacionales y Demaslas, 
derogada por el Decreto que adicionó el artículo 58 del Código Agrario entonces vigente, 
c..xtienda con la intervención que corresponda a las Dependencias legalmente competentes, 
en cuanto proceda y se encuentren en explotación los terrenos respectivos, los títulos de 
dominio sobre los mismos, previa la expedición de Declaratoria de terrenos nacionales, sobre 
las áreas en cuya comprensión se localicen". 

Después de hacer esta breve reseña histórica sobre las consecuencias de las leyes de 
colonización y baldíos y sobre las disposiciones legales contenidas en las leyes posteriores a 
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la revolución, pasaré a realizar una comparación entre las leyes de 1883 y 1893 y la actual 
legislación agraria en lo referente a los terrenos baldíos y nacionales. 

En los artfculos 157 a 159, la Ley nos define a los terrenos baldíos, cuales se consideran y 
las características de inembargables e imprescriptibles que estos guardan. 

Posteriormente en el artículo 160 en su primera parte, se señala: 

"La SL"Cretarla de la Reforma Agraria llevará a cabo las operaciones de deslinde que fueran 
necesarias. directamente o por conducto de las personas que designe ... ". 

En esta primera parte la Ley tácitamente reincorpora a las prácticas y procesos de deslinde a 
las compañías deslindadoras, las cuales más grave aún, la Ley no señala si deberán ser 
exclusivamente nacionales, dejando abierta lo posibilidad de que éstas pudiesen ser com· 
pañias extranjeras. 

Por otro lado esto se puede considerar como un retroceso en el derecho social, ya que 
simplemente retoma disposiciones del Decreto sobre Coloni7.ación y Compañías Des­
lindadoras de 1883, en especial en lo dispuesto por el anlculo 18 de dicho Decreto que 
señalaba: to 

Art.18.- "El Ejecutivo podrá autorizar a compai!ias para la habilitación de terrenos baldios 
con lílS condiciones de medición, deslinde, fraccionamiento en lotes, avalúes y descripción 
y paro el transpone de colonos y su establecimiento en los mismos terrenos". 

Como es notorio, ambas leyes autorizabau a trabajar sobre sus terrenos baldíos a instituciones 
ajenas al Estado~ la Ley Agraria, prt.!tcnde disfraz.arel verdadero sentido de estas instituciones 
al señalar que se llevarán a cabo operaciones de deslinde. "por conducto de las personas que 
designe". Pero si recordamos que ta persona puede ser física o moral, entonces deducimos 
que se autoriza a personas morales que podrán denominarse compañlas deslindadoras. a 
rea1i1..ar este trabajo. 

Al autorizar la Ley que la Secretaria de la Reforma Agraria designe o autorice a personas a 
realizar trabajos de deslinde, se abre la posibilidad de que una persona interesada en deslindar 
ciertos terrenos, solicite tal autorización a esta Secretari~ ya que }a Ley no señala que 
requisitos deberá cubrir la persona autorizada, y por lo tanto considero que se cae en otra 
semejanza con la Ley sobre Ocupación y Enajenación de Terrenos Baldíos de 1894, cuando 
en su articulo sexto disponía: 11 

"Art.6.-Todo habitante de la República, mayor de edad y con capacidad para contratar, tiene 
derecho en los términos de la presente Ley, para denunciar terrenos baldíos, demasías y 
excedencias en cualquier parte del territorio nacional, y sin limitación de extensión; excepto 
los naturales de las naciones limítrofes de la Repüblica y de los naturalizados en ella, quienes 
por ningún titulo pueden adquirir baldíos en los estados que con ellas con linden". 

10..t J ... Cinco Sigl~ de Ugiülaci6n Agraria1 Manuel Fivila p.p. 158,161,16-1,171 y 16J 
EdiL CEHAM·S.R.A. segunda edición Mrxico 1990 
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Lo que no puedo dejar de reconocer, pese a sus funestas consecuencias. es que la Ley de 
Baldíos de 1894. fue bastante clara en cuanto a sus intendones y asl lo dejo ver en sus 
disposiciones, por el contrario. la nueva Ley Agraria pretende ocultar en su nommtividad 
disposiciones que van en perjuicio, no solo del interés de la clase campesina, si no de la 
Nación misma. 

Más adelante la Ley dispone que el aviso de deslinde. 

"Sed publicado por una sola vez en el Diario Oficial de la Federación. en el Periódico Oficial 
de la Entidad Federativa en que se encuentre el terreno que se va a deslindar y en uno de los 
diarios de mayor circulación de la propia entidad. fijándolo además en los parajes cercanos 
al mismo terreno. En este último caso. al a,·íso si! agregará un croquis en el que se indiquen 
los límites y colindancias del terreno .•. ". 

Por lo que se dispone en este párrafo del artículo 160 de la Ley. es obvio que quienes tomaron 
la dctt:nninación~ tanto de redactar este artículo de esta manera y que quienes lo aprobaron, 
ignoran que el 90% de los terrenos nacionales o baldios existentes, se encuentran ocupados 
por núcJcos que guardan el estado comunal o por campesinos sobre los cuales pc..>sa una 
extrema ignorancia y que por lo cual pueden ser fáciles víctimas de abusos y engaños. Basado 
en esta aseveración, me atrcvó a afinnar que nunca podrán entcmrse de los avisos de deslinde 
a través del "Diario Oficial de Ja Federación", "Periódico Oficial de la Entidad Federativa, 
o en "Uno de los Diarios de Mayor Circulación de la Propia Entidad Federativa" por la simple 
y sencilla razón de que quienes sean posibles afectados no tíencn acceso a estos medios y 
tampoco saben leer. Y por lo que se refiere a que d aviso se fijará "además en Jos parajes más 
cercanos al mismo terreno", esta es una dfaposición de los más absurda. por el hecho de que 
en la Ley no se dispone nada respecto a quien dan\ fe, sobre el cumplimiento de este requisito, 
por lo que este puede ser violado fácilmente, 

Considero que la Ley debería en este caso ser más contundente, respecto a las notificaciones 
dt: los trabajos de deslinde, publicando el aviso en las oficinas del municipio a que corresponde 
el tem:no y notificando en forma pcrson.:il :l Jos: ocupantes del mismo y a Jos colindantes tales 
trabajas, La ley en este caso se ve muci10 m:ls renuente respecto~~ las notifi.cacioncs que la 
Ley de Terrenos Baldíos de 189~ que en su artículo 27 disponía: 

"Art.27.- Todo denuncio de terrenos baldíos se publicará tanto en el local de la agencia como 
en el periódico oficial dt! la capital del estado, distrito o territorio donde el terreno estuviere 
ubicado, por el término y en la forma que dctenninen los reglamentos. Los gastos de esa 
publicación serán por cuenta del denunciante. así como Jos de medición de terrenos y de los 
de deslinde. que en cada caso se han de practicar previa citación de colindantes. por perito 
titulado que nombrara el denunciante con aprobación del agente". 

La Ley Agraria no dispone nada respecto de la notificación de los colindantes para efectuar 
los trabajos de medición de terrenos y los de deslinde. 
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Continúa diciendo la Ley "El deslindador notificará a quienes se hubienm presentado, el día. 
hora y lugar en que principiarán las operaciones de deslinde a efecto de que com:umm por si 
o designen representante". La Ley presupone que los interesados se enterarán de los trabajos. 
por los medios que señala. pero cabe preguntar¿ y si no se enteran ? y¿ no estará obligado 
el deslindador a realizar esa notificación al momento de iniciar sus trabajos?. Insisto en que 
los medios para notificar que señala la Ley son insuficientes. 

Más adelante este mismo articulo dispone: 

"Los poseedores de predios prestarán toda clase de facilidades para que se lleven a cnbo los 
trabajos de deslindt!'. En caso <le oposición, cl deslindador solicitará la ayuda de la fuerza 
pliblica". En este caso la Ley es aún más retrograda y antisocial que la Ley de Baldíos de 
1894. por que en su anículo 72 dicha Ley señalaba: IJ" 

"Art.72.- Nadie puede oponerse a que se midan, deslinden o ejecuten por orden de autoridad 
competente cualquiera otros actos necesarios para averiguar la verdad o legalidad de w1 
denuncio; pero siempre que la sentencia declare no ser baldíos, en todo ni en partes el terreno 
denunciado, habrá derecho a la indemnización de los daños y perjuicios que por el dcnWlcio 
se eroguen. a reserva de la acción criminal que proceda i:onfonne a las leyes". 

Como es de notarse, en estas disposiciones. se dejaba la posibilidad de reclamar el pago de 
daños y perjuicios, además de poder denunciar el posible delito en que incurriera el denun­
ciante al actuar con dolo en contra del poseedor o propietario del terreno. Estas disposiciones 
no se incluyen en la Ley, se podria pensar que esto se encuentra implícito en la misma, si, 
pero lo sabemos quienes de alguna manera tenemos conocimientos de derecho y quienes lo 
ignoran, no están obligados a saberlo, por lo que no se debió obviar esta posibilidad. 

En el último párrafo del artículo lúO de la Ley, se dispone que: 

" En caso de controversia respecto de las resoluciones que dicte la Secretaria de la Reforma 
Agraria, el interesado podrá someter el asunto al reconocimiento de los Tribunales Agrarios, 
en un plazo de 15 días hjbilcs siguicnt::s al en que haya surtido efectos la notificación personal 
al interesado o a la fecha de publicación en el Diario Oficial de la Federación en caso de que 
se desconozca su domicilio". 

Suponiendo que el interesado, se hubiese enterado de los trabajos de deslinde y se enterara 
del resultado de estos, la Ley debería señalar, que en caso de que el afectado fuese un poseedor 
indígena, una comunidad indígena o un campesino en extrema miseria, la Procuraduría 
Agraria proveerá lo necesario a efectos de que los gastos que genere la tramitación del juicio 
de inconfonnidad ante el Tribunal Agrario. sean reintegrados al afectado por el deslindador 
o la Secretaría de la Reforma Agraria en su caso; porque es obvio que el afectado erogará 
gastos, para su traslado desde el lugar de los hechos hasta la residencia del Tribunal Unitario 
más cercano y viceversa por lo que es necesario asegurar que el afectado podría recuperar los 
gastos que realice, ya que por el contrario éste quedaría en estado de indefensión porque por 

12-13.·Clnco Siglos de Legiaslaclón Agraria, Manuel Fávlla p.p. 158,161,164,171y163 
Edit. CEHAM·S.R.A. scgund1 edición Mexlco 1990 
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falta de recursos económicos, no podrá recurrir a defender sus derechos de posesión o de 
propiedad. 

Por otro lado considero que la Ley deberla de señalar que Jos resultados de Jos trabajos que 
decidan, si los terrenos son propiedad nacional, deberían ser notificados a In Procumdurfa 
Agraria, para que ésta conforme a sus facultades, defienda y proteja de oficio Jos derechos 
de los poseedores en caso de ser indígenas o campesinos. 

En su artículo 161 Ja Ley dispone que: 

"La Secretaria de la Reforma Agraria, estará facultada para enajenar a título oneroso, fuera 
de subasta, terrenos nacionales a los particulares dedicados a las actividades agro­
pecuarias ... ". 

Aquí considero que se deja la posibilidad de que sean las mismas deslindadoras autorizadas 
por Ja Secretaria de la Reforma Agraria, las que adquieran tales terrenos, ya que al no señalar 
los requisitos y características que deberán cubrir tales personas, éstas podrían ser sociedades 
mercantiles dedicadas a actividades agropecuarias, las que se interesarían en deslindar 
terrenos nacionales y postcrionnente solicitar su compra. 

Por último en este titulo noveno la Ley señala en su articulo 162: 

"Tendrán preferencia para adquirir terrenos nacionales a titulo oneroso, los poseedores que 
los hayan explotado en los últimos tres años ... ". 

En este caso la Ley debería contemplar que al momento de enajenarse terrenos nacionales, 
Ja Secretaria de Ja Reforma Agraria, deberá consirlcrar enajenar a titulo gratuito, a los 
poseedores indígenas o comunidades indlge= que demuestren haberlos venido explotando 
por un mínimo de cinco años consecutivos inmediatos anteriores, y para el caso de que sea 
Ja enajenación a un particular que no pertenezcd a un grupo o étnia indígena y que no esté en 
posibilidad de enajenar extensiones de terrenos nacionales con los límites de la pequeña 
propiedad, éstos podrán adquirir terrenos no menores a los limites que para la unidad de 
dotación señalaba la Ley Federal de Reforma Agraria derogada, es decir, 1 O has. de tierras 
de riego, 20 de temporal, 40 de agostadero, etc. 

Deberla considerarse además, que en la enajenación a titulo oneroso a campesinos que posean 
la tierra amparados con titulas traslativos de dominio emanados de particulares o de autori­
dades no facultadas para enajenarlos y que los hayan poseído por cinco años o más 
explotándolos debidamente, gozarán de ia posibilidad de adquirirlos a plazos no mayores de 
diez años. 

Analizadas las disposiciones que la Ley señala, respecto de los terrenos baldíos y nacionales, 
puedo eoncluirque en los seis artículos (157-162) que contienen tales disposiciones, existen 
tantas deficiencias y lagunas jurídicas, que como ya Jo he mencionado,en su afán mercantilista 
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la Ley genera más problemas que beneficios. Agregando a manern de irania que lo que a la 
Ley le falló en este titulo fue incluir lo que en su articulo 21 la Ley sobre Ocupación )' 
Enajenación de Terrenos Baldlos de 1894 disponla. 14 

"Art.21.- El Ejecutivo Federnl queda facultado para reservar temporalmente los terrenos 
baldíos que estime convenientes, para conservación o plantíos de montes, reservación o 
reducción de indios, o colonización en los términos que establezcan las leyes." 

Debo agregar finalmente que existe la necesidad de crear un reglamento que contenga: 

1.- Los requisitos que deberían cubrir las personas fisicas o morales que deseen llevar a cabo 
operaciones de deslinde de terrenos nacionales 

2.- Las fonnas o requisitos para la práctica de notificaciones de trabajos de deslinde a los 
poseedores de terrenos nacionales 

3.- Los requisitos para estar en posibilidad de adquirir terrenos nacionales 

Por lo anterior propongo lo siguiente: 

Requisitos que deberán cubrir las personas fisicas o morales que deseen llevar a cabo 
operaciones de deslinde: 

a) Deberán ser nacionales 

b) Sei\alar domicilio 

e) No estar vinculadas con sociedades mercantiles dedicadas a actividades agropecuarias 

· Fonnaso requisitos para la práctica de notificaciones de trabajo de deslinde, a los poseedores 
de terrenos nacionales. 

Además de las señaladas en el articulo 160 de la Ley, considero que deberla: 

a) Notificar personalmente los trabajos de deslinde a los poseedores de los terrenos a deslindar 
y a los colindantes 

b) Que un federativo de fe de que el aviso de deslinde se ha fijado en los parájcs más cercanos 
al terreno por deslindar 

c) Fijar el aviso de deslinde en las oficinas municipales a que corresponda el terreno por 
deslindar 

14.· Cllu:o Siglos de Lcgiaslaclón Agnrla, Manuel Fávlla p.p. 15811611164,171y163 
EdiL CEHAM.S.R.A. secunda rdldón Mulco 1990 
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d) Deberá notificarse a la Procuraduría Agraria el resultado de los trabajos de deslinde, a 
efeeto de que ésra defienda los dereehos de las comunidades indígenas que pudieran ser 
afeetadas 

e) Incluir la obligación de los deslindadores y/o de la Seereraría de la Refonna Agraria de 
indemnizar por los daños y perjuicios que estos ocasionaran en caso de que Jos terrenos 
deslindados no resulraran ser propiedad de la nación 

- Requisitos para adquirir terrenos nacionales. 

a) Los deslindadores no podrán adquirir los terrenos nacionales que deslinden, por sí, ni por 
interpósira persona 

b) La Secrelaria de la Reforma Agraria, estará obligada a pagar los honorarios de los 
deslindadores autorizados por ésta 

c) Enajenar a titulo gratuito a los poseedores de terrenos nacionales que guarden el estado 
comunal 

d) Enajenar a plazos a los poseedores de escasos recursos económicos que no fonnen parte 
de una comunidad indígena 



Capítulo 11 
La Impartición de Justicia Agraria 

4.1.-La Procuraduría Agrariu, fo::ultudes y procedimientos 

Dentro del marco jurídico de las rcfonnas al aniculo 27 constitucional, respecto de la 
impartición de ju~ticia surge fa Procuraduria Agraria, 

Art. 27 constitucional, fracción XIX. 

Con base en la Constitución, el Estado dispondrá las medidas para la expedita y honesta 
impartición de justicia agraria, con objeto de garantizar Ja seguridad juridíca de la tenencia 
de la tierra ejido!, comunal y de la pcquefta propiedad, y apoyará la asesoría legal de los 
campesinos. 

Son de jurisdicción federal todas lns cuestiont:S que por limites de terrenos cjidalcs y 
comunales. cualquiera que sea el origen de éstos, se hallen pendientes o se susciten entre dos 
o más nüc!cos de población; así como las relacionadas con la ter.encía de la tierra de los ejidos 
y comunidades. 

Para estos efectos y en general para la administración de la justicia agraria. la Ley instituirá 
tribunales dotados de autonomia y plena jurisdicción, integrados por magistrados propuestos 
por el Ejecutivo Federal y designados por la Cámar.1 de Senadores o en los recesos de ésta, 
por la Comisión Pennancntc. 

La Ley establecerá un órgano para Ja procuración de la justicia agraria. 

El último párrafo de esta disposición, es el fundamento legal para la creación de la 
Procuraduría Agraria. 

Pero ¿ que es un procurador ? el procurador es quien solicita, cuida o atiende los negocios 
de otra persona y en el caso de la Procuraduría Agraria, ésta es quien tiene facultades 
procesales reconocidas por el Estado, para atender y cuidar los intereses de sus representados. 
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Asimismo dentro de la Ley se regulan las facultades de la Procuradurin Agraria. 

"An. 134.- La Procuraduría Agraria es un organismo descentralizado de la Administración 
Pública Federal, con pcrsonalidadjuridica y patrimonio propios. sectorizado en la Secretaría 
de la Reforma Agraria." 

Que trascendencia pudiera tener y que consecuencias acarreará, el hecho de que la 
Procuraduría Agraria se encuentre sectorizada en la Secretaria de la Refomm Agraria, cuando 
se ha creado una imagen que sugiere que todos los problemas existentes en el campo fueron 
generados por esta Secretaria durante el proceso de refonna agraria, y que será precisamente 
la Procuraduria Agraria la que vendrá a coadyuvar en la solución de éstos. Considero que 
esta relación debía ser acJarada, porque lo que en realidad se logra con esta sectorización. es 
ampliar el ámbito de competencia sectorial de la Secretaria de la Reforma Agraria y 
fonalecerla. en lugardt! tender a lo gr.ir su desaparición. Y sí por otro lado analizamos el hecho 
de que esta Secretaria es la que autorizará los presupuestos parn la ejecución de los programas 
de la Procuraduría Agraria. estos recursos en un momento dado pudieran ser retrasados, 
porque mientras exista la citada Dt!pendcncia, Jos objetivos de ésta y los progromas que 
emprenda para lograr sus metas, ser.in similares a los de la Procuraduria Agraria y por lo tanto 
opuestos para seguir justificando su existencia; por lo que considero que tal scctorización 
deberia desaparecer. 

"An. 135.- La Procuraduría tiene funciones de servicio social y está encargada de la defensa 
de los derechos de los ejidatarios. comWleros, sucesores de ejidatarios y comuneros, ejidos, 
comunidades, pequeños propietarios, avecindados y jornaleros agrícolas, mediante la aplica­
ción de las atribuciones que le c01úierc la presente Ley y su reglamento correspondiente, 
cuando así lo soliciten, o de oficio en los términos de esta Ley." 

El principal problema que enfrenta la Procuraduría Agraria y que limita sus funciones es que 
carece de JURISDICCION. es decir carece de poder para impartir justicia, en los asuntos que 
lleguen a su conocimiento, por lo tanto no posee la potestad de que se hayan revestidos los 
Tribunales para administrar justicia. 

Es necesario que h Procuraduría Agraria tenga un carácter ejecutivo y no s01o funciones de 
servicio social. 

En este sentido puedo ci.<?r las pal.:Jbras del Procurador Dr. Arturo \Vannnn, 1 cuando señalaba 
que "la Procuraduría Agraria no tiene funciones de autoridad ni de decisión, y trabajará muy 
de cerca con la S.R.A. y los Tribunales Agrarios." 

Asimismo en posteñor entrevista señaló que. 

" Esta instancia se creó para apoyar a los campesinos ante el Tribunal. De hecho la 
Procuraduría no tiene autoridad para decir si éste o aquél campesino tiene la razón. Nuestra 

J.- Rn·ista Epoca No.36 p. 20 México, no\·.1992 74 
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obligación es apoyar a las partes que se presenten a los Tribunales, con asesoría jurídica y 
con la certeza de que el campesino no se presentaría solo a esa instancia." 

Entonces bajo este principio de falta de jurisdicción o de impartición de justicia, la 
Procuradt.ria Agraria tiene como objetivos, defender los derechos de la población campesina 
del país, proporcionar servicios de representación y gestoría administrativa y judicial, de 
información, orientación, asistencia, organización, capacitación y asesoría; a petición de parte 
o de oficio, fomentar la integridad de las comunidades indígenas y llevar a cabo acciones 
tendientes a elevar socialmente el nivel de vida en el campo, a consolidara Jos núcleos agrarios 
y a proteger los derechos que la Ley otorga a campesinos. ejidos y comunidades, asegurando 
su pleno ejercicio. y de promover la pronta, expedita y eficaz procuración de justicia agraria 
para gar.intizar seguridad jurídica a sus representados. 

Ahora analizaré los procedimientos por medio de los cuales In Procuraduria Agraria se 
encuentra facultada para poder resolver algunos problemas agrarios que sean puestos a su 
conocimiento. y los posibles obstáculos que se encontrará, asi como algunos casos en los 
cuales desde mi punto de vista existe incongruencia dentro de estos procedimientos. 

El articulo 136 de la Ley, conjuntamente con el artículo 4 del reglamento de la Procuraduría 
Agraria, reglamentan las atribuciones de ésta. 

Con el objeto de analizar las funciones de la Procuradrurfa y Ja forma en que ésta desempeña 
dichas funciones, considero necesario observar y analizar los criterios con los que el Comité 
Jurídico Interno de la Procuraduría Agraria como instancia especializada en el conocimiento 
del Derecho genera los criterios de interpretación de la normatividad agraria, pretendiendo 
hacer posible la actuación coordinada y unifonne la estructura de la Procuraduría Agraria. 

Al parecer el objetivo fundamental del Comité Jurídico Interno de la Procuraduría Agraria 
es emitir. previo estudio y análisis de casos específicos, los criterios de inteq:uetación de las 
normas, y est.ablecer Jas disposiciones que sean exactamente aplicables a tales casos. 

La función que desempeña el Comité Jurídico pretende aclarar y resolver las dudas que surgen 
en el trabajo diario de Ja Procuraduría en relación con los asuntos que le formulan los sujetos 
de Derecho Agrario. Sin embargo. pese a este esfuerzo de la Procuraduría, considero que 
estos criterios adolecen de sustentación jurídica adecuada y contienen deficiencias. 

Analizaré algunos de estos criterios. 
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Criterio No. 15 DE LA DOBLE REPRESENT ACION2 

1.- LA PROCURADURJA AGRARIA Y LA REPRESENTACION 

Que con motivo de la refonna al articulo 27 constitucional, señala en su fracción XIX. que 
el Estado dispondrá las medidas para la expedita y honesta impanición de justicia agraria 
con el objeto de garantizar la seguridad jurídica en la tenencia de la tierra ejidal. comunal y 
pequeña propiedad y apoyará la asesoría legal de los campesinos, asimismo determina que 
la Ley establecerá un órgano para la procuración de justicia agraria. 

2.- MARCO JURIDICO EN LA LEY AGRARJA Y EN EL REGLAMENTO INTE­
RIOR DE LA PROCURADURIA AGRARIA 3 

El articulo 136, fracción 1 de la Ley establece que son atribuciones de la Procuraduria Agraria, 
coadyuvar y en su caso representar a las personas a que se refiere el articulo anterior, en 
asuntos y ante autoridades agrarias. 

El Reglamento Interior de la Procuraduría Agraria, en su anículo 2o. señala que Ja 
Procuraduría está encargada de la defensa de los derechos de los cjidatarios y comuneros y 
asesora a los ejidos. comunidades, pequeños propid:uios, avecindados, jornaleros agricolas, 
colonos, nacionaleros y campesinos en general. 

En este mismo artículo se prcvienl.! que la Procl..raduria ejercerá dichas atribuciones a petición 
de parte o de oficio de conformidad con lo establecido por la Ley y su Reglamento ... " 

3.- CONCEPTO DE REPRESENTACJON 

Es la acción de representar, o sea el acto por virtud del cual una persona dotada de podl!r, 
llamada representante obra a nombre y por cuenta de otra llamada representada. 

El efecto de representación es el acto que realiza el representante a nombre del representado, 
produce electos jurídicos. activos y pasivos, directamente sobre el patrimonio del repre­
sentado, ya que el representante queda completamente ajeno a los derechos y obligaciones 
que deriven de tal acto. 

l-J.- Bolelfn informalh·o de la Procuradurra Agararla" Espacios" p.p. 27-28 No.I. 
Procuradurfa Agnria, marzo-abril 1993 
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4.- LA REPRESENTACION DE LA PROCURADURIA AGRARIA EN DEFENSA 
DE LOS INTERESES DE LOS CAMPESINOS 

Este organismo tiene dentro de sus atribuciones la de representaren asuntos y ante autoridades 
agrarias a los cjidaturios. comuneros. sucesores de cjidnrarios o comuneros. ejidos. comuni­
dades. ~qucños propic!1arios y jornaleros agrícolas en defensa de sus derechos. 

Bajo cstc supuesto, ni la Ley Agraria ni el Reglamento Interior de la Procuraduría Agrari:i, 
pre\'cen la regulación de la representación. ni menos aún Ju del conflicto de la doble 
representación, por lo que es necesario acudir a la suplctoricdad que la Ley scñ.ala en su 
articulo 2o. consccucntcmcntc deberá aplicarse sobre este panicular el Código Civil para el 
Distrito Fcdcml en materia común y para toda la República en materia fcderJl. 

Congrucme con lo anterior el Código Ci\'il antes mencionado. señala en su artículo 2546 y 
demás rcla1ivos. la regulación de rcprescnración a través del mandato. asimismo, contiene en 
el articulo 2589 la prohibición de que el procurador o representante pueda estar dentro del 
supuesto de la doble rcpresentilción, d que literalmente dice: 

"El procurador o ilbogado que acepte el mandato de una de las partes no puede admitir el del 
contrario, en el mismo juicio. aunque renuncie el primero". 

5.- CONSIDERACIONES 

El mandatario judicial al aceptar el poder, se obliga a ejecutar el cargo que le confiere el 
mandante y por ello. debe seguir el juicio en todas sus instancias mientras el mandalo no 
termine, la aceptación de1 mandato judicial impone al mandatario la obligación de hacer lo 
que sea necesario para la defensa en juicio de los intereses del mandante por lo tanto. está 
obligado a realizar las gestiones no con simple buena voluntad. si no con cierta calidad 
profesional que aseguren la defensa en juicio de los intereses del mandante. 

El procurador fue asignado como tal, por la confianza que inspiró al poderdante; aceptar la 
representación de la parte contraria es un acto de traición de esa confianza y a mayor 
abWldamiento, un delito en el que incurren abogados patronos. por patrocinar o ayudar a 
diversos conlendientes a partes con intereses opuestos, en un mismo negocio o en ni:gucios 
conexos o cuando se acepte el patrocinio de alguno y se accpledcspués el de la parte contraria. 

Por otro 1ado el articulo So. constitucional establece. 

"Todo profcsionista está obligado a guardar estrictamente el secreto de los asuntos que se le 
confíen por sus clientes. salvo los informes que obHgatoriamente establezcan las leyes." 
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Esta reprobable conducta de procuradores, que constituye el delito de prevaricato y se 
sanciona en razón de que en la traición a la confianza depositada en el prevari..:ador va 
implicita la alevosa conducta que implica tomar la defensa o asesoramiento de la parte 
contraria después de haber sido depositario de la causa que se le encomendó previamr.:11· ••. 

La prohibición estricta que tienen los procuradores de violar el secreto profesional, y el 
desacato a la misma deviene de una responsabilidad por los dailos y perjuicios que por ellos 
se causen a su mandante o a su cliente. además de la responsabilidad penal en que se incurra. 

En virtud de las consideraciones antes expresadas, resulta claro que cuando la Procuraduría 
Agraria acepte la representación de una de las partes, en un conflitto agrario. no puede de 
manera alb'llllU. representar a la otra por prohibición expresa de la Ley. 

Sin embargo dentro de las atribuciones de la Procuradurln Agraria, está la de promover y 
procurar la conciliación de intereses entre las personas cuya defensa está encargada a este 
Organismo, en los casos controvertidos que se relacionen con la nonnatividad agraria. 

Dado que la conciliación constituye la via preferente para resolver los conflictos agrarios que 
se susciten entre núcleos de población, entre éstos y campesinos y de éstos con sociedades o 
asociaciones, con el objeto de evitar que se dirima su controversia ante los Tribunales 
Agrarios. 

En la fase conciliatoria no se da la figura juridica de la doble representación, ya que la única 
función que tiene la Procuraduría es la de avenir los intereses en conflicto ya sea oficiosamente 
o a petición de parte y cuando este llegue a un arreglo se ddfá por terminado el conflicto. 

Por otra parte, para el caso de que las partes ne quisieran sujetarse al procedimiento 
conciliatorio, la Ley prevé la existencia de que a través de la amable composición pudieran 
fijarse las cuestiones; la Procuraduría los exhortará para que de común acuerdo la designen 
como árbitro en juicio arbitral a efecto de que diriman su controversia y si no obstante la 
exhortación de la Procuraduría ellas no se sometieran, en amigable composición al arbitraje, 
tienen la facultad de acudir ante el Tribunal Agrario para someter el juzgamiento de su 
conflicto a la resolución que este dicte. 

Bajo el supuesto de que las partes se sometieran al procedimiento arbitral, en esta hipótesis 
tampoco se da la figura juridica de la doble representación, toda vez que la Procuraduría al 
designar al arbitro, se convierte en juzgador y no representa a ninguna de las partes. 

CONCLUSION 

Cuando la Procurnduria Agraria se encuentre bajo el supuesto de la doble representación, 
deberá de eximirse de conocer el asunto de las partes por ellas planteado y a solicitud del 
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Tribunal Superior Agrario, se le expresen las razones y causas que dieron origen a tomar tal 
decisión, acompañando le todos los documentos, pruebas y datos que aportaron cada una de 
ellas para el conocimiento del asunto, evitando con ello incunir en la violación del derecho, 
ni infringir las disposiciones legales invocadas. 

Este criterio que utiliz.a la Procuraduría respecto de In posible doble representación en el juico 
agrario, se encuentra bien fundamentado, pero lo que la misma no toma en cuenta es el hecho 
real que en los juicios se dará. el aniculo 179 de la Ley, que señala: 

Art.179.- Sen\ optativo para las panes acudir asesoradas. En caso de que una de las partes se 
encuentre asesorada y la otra no, con suspensión del procedimiento. se solicitarán de 
inmediato los servicios de un defensor de la Procuradurla Agraria, el cual. para cnterarst: del 
asunto, gozará de cinco dias. contados a partir de la fecha en que se apersone al procedimiento. 

Ahora bien. ¿ que sucederá si una de las partes comparece al juicio asesorada por tu 
Procuraduría Agraria, y la otra parte comparece a la audiencia sin asesoramiento?, como ya 
vimos, la Procuraduría no podni asesorar a las dos partes, ¿ se llevará a cabo la audiencia ? , 
¿quien asesorar.í a la otra parte ?,y como lo señala el nrticulo 179, la audiencia deberá 
suspenderse, ¿ cuando continuará ? ¿ cuando la otra parte regrese asesorada ? o ¿ será el 
mismo Tribunal q uicn supla su deficiencia en éstos casos ? ¿. deberá excusarse la Procuraduría 
y dejar sin defensa a la pan e que ya estaba asesorando ? si no lo hace, no habrá igualdad entre 
las panes y si lo hace estará incumpliendo con los objetivos para los que fue creada; es lógico 
que confonne a la Ley no podrá continuarse con el procedimiento agrario, por lo que 
considero que la Procuraduria en lugar de desentenderse del asunto, argumentando que 
legalmente no está en posibilidad de asumir la doble representación por quedar en e\ supuesto 
de configurar el delito de prevaricato, debería buscar Wla solución, como lo es por ejemplo 
que si ya se encuentra asesorando a una de las partes en el juicio, con suspensión del 
procedimiento, se de vistn al abogado de la residencia de la Procuraduría más cercano al 
distrito del Tribunal Unitario en que se esté ventilando el juicio. de esta manera la 
Procuraduría cumplirá con sus objetivos y podnl actuar en forma imparcial. 

CRITERIO No 2 4 

Solicitud para convocar a asamblea. cuando se nieguen a hacerlo tanto el Comisariado Ejidal. 
como el Consejo de Vigilancia, donde se trate de remoción de órganos internos de lo~ núcleos 
de población. 

Por disposición del articulo 40 de la Ley de la materia, los miembros de los órganos internos 
del ejido son electos y removidos libremente por la mayoría de la Asamblea, en tal sentido 
en la remoción y elección de tales órganos, el procedimiento a seguir es el siguiente: 

4 ... Bolctln iafonn1tivo de la Procuradurfa Aganria" Espacios" p.p.17·28 No. t. 
Procundurfa A&nria, m•~•bril 1993 
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1.- De acuerdo con lo establecido en el articulo 24 de la Ley de la materia, la Asamblea podrú 
ser convocada por el Comisariado Ejidal o por d Consejo de Vigilancia. ya sean iniciativa 
propia o si asi lo solicitan al menos veinte ejidatarios o el veinte porcicnto del total de 
ejidatarios que integran el núcleo de población ejidal. 

Si el Comisariado o el Consejo de Vigilancia no lo hicieren en un plazo de cinco dins hábiles 
a partir de la solicitud. el mismo número de cjidatarios podrá solicitar u esta Procuraduría 
que convoque a la Asamblea. 

2.- Para ello la asamblea deberá celebrarse dentro del ejido o en el lugar habitual, debiéndose 
expedir la convocatoria con no menos de ocho días de anticipación ni más de quince, por 
medio de ccdulas fijadas en los lugares más visibles del ejido. 

En la cédula se tendrá que expresar los asuntos a tratar y el lugar y fecha de la reunión. El 
Comisariado Ejidal serú responsable de la pem1anencia de dichas cédulas en los lugares 
fijados para los efectos de su publicidad hasta el día de la celebración de la asamblea. 

3.- Conforme a lo dispuesto por el articulo 40 de la Ley Agraria, la remoción de los miembros 
del Comisariado y del Consejo de Vigilanci~ puede ser acordada mediante voto secreto en 
cualquier momento por la Asamblea que al efecto se reuna o que sea convocada por esta 
Procuraduría. a partir de la solicitud de por lo menos el veinticinco por ciento de los ejidatarios 
del núcleo agrario, acorde con lo establecido por el articulo 24 de la propia Ley. 

El comentario a este criterio del Comité Jurídico interno de la Procuraduría es en el siguiente 
sentido, ¿ quién dcbeni probar que es en realidad el veinte porcicnto de los ejidatarios del 
núcleo agrario el que solicita a la Procuraduria que convoque a Asamblea ?,¿ deberá la 
Procuradurla probar que los snlicitantc5 tienen sus derechos agrarios vigentes, o serán los 
solicitantes ? ¿ de que forma deberán los ejidatarios acreditar ante la Procuraduria que 
solicitaron al Comisariado Ejidal y al Consejo de Vigilancia que convocaran a la Asamblea 
y .:stos se negaron ?. más delicado aún serán los casos en que los ejidatarios soliciten a la 
Procuraduría convoque a la Asamblea para remover de su cargo a los órganos intcmos Jd 
ejido, ya que en este caso se tendrá que demostrar que son el veinticinco por ciento de los 
ejidatarios los que solicitan a la Procuraduría convoque a la Asamblea para estos efectos. 

Considero que el Comité Jurídico Interno de la Procuraduría en sus criterios de interpretación 
de la nonnatividad agraria. debería seftalar a quien corresponde acreditar los requisitos antes 
mencionados para que de esta manera~ sus residentes, abogados y visitadores agrarios, estén 
en posibilidad de actuar garantizando el cumplimiento de las funciones de servicio social que 
la Ley te encomienda a la Procuraduría, porque además los 21 criterios que hasta el momento 
ha emitido el Comité Jurídico Interno de la Procuraduría, adolecen de estas fallas. 
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LOS PROCEDIMIENTOS EN LA PROCURADURJA AGRARIA. 

Los proccJimientos en la Procuraduria Agraria. se dan inicio con la solicitud del promoventc 
y se analiza su procedencia o improcl!dcncia. 

Cuando procc."dc la solicitud dc1 promoventc. la Procuraduría emite un dictamen sobre eJ 
tratamiento a que deberá sujetarse el asunto en particular que puede ser: 

a) El procedimiento Je concilbch'm 

b) El procedimiento arbitml 

e) La representación en juicio 

d) La solicitud de infomie a la autoridad responsable 

e) La asesoria 

O La gestión administrativa o cualquier otm de las facultades previstas en la 

Ley o en el Reglamento de la misma. 

La solicitud de intervención. no requiere de ningw13 formalidad. podrán hacerse en forma 
verbal o escrita por el interesado en cualquier oficina de la institución. 

Con el escrito y el acta que sea levantada con motivo de la comparecencia~ se da cuenta al 
área correspondiente acomprulado de Ja documentación que en su caso haya presentado el 
promoventc. 

Los hechos motivo de la solicitud, queja o denuncia que constituyan el fundamento de los 
derechos pretendidos se podnin acreditar con cualquier medio de prueba. a fin de que la 
Procur..iduría Agraria esté en aptitud de tener un criterio del asunto. 

La Procuraduria podrá solicitar al promovcnte que proporcione mayores elementos de prueba 
con la salvedad de que si el promovente manifiesta no poder cumplir con Ja solicitud de la 
Procuraduria, ésta tiene la obligación de realizar las diligencias necesarias para recabar las 
pruebas. 

En los casos en que se reclama de alguna autoridad el cumplimiento de una obligación, la 
Procuraduría una vez analizada la inconfonnidad, ya sea con los documentos del promovente 
o con la inspección que realice la misma, solicitará a la autoridad responsable del cum­
plimiento de la obligación que se le reclama, un informe en el término de ocho dias. 
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Si 1a autoridad incurriera en omisión o na fundamenta su conducta. el Procurador Agrario 
fonnulará un dictamen de recomendaciones fundado y motivadol el que se notificará a la 
propia autoridad y a sus superiores inmediatos. 

La Procuraduría tiene la obligación de efectuar el seguimiento de sus recomendaciones hasta 
comprobar que se han cumplido plenamente. 

EL PROCEDIMIENTO DE CONCJLIACION 5 

Con fundamento en los artículos 136 fracción lll de la Ley, 14 fracciones l,ll,111,Vlll y 28 
fracciones 11,111,IV del Reglamento Interno de la Procuraduría Agraria, ésta se encuentra 
facultada paro tratar de resolver los contlictos que se susciten entre los sujetos agrarios por 
la vía de la conciliación. 

La Procuraduría estima de primordial importancia dirimir los conflictos entre sujetos agrarios 
a través de la conciliación, pudiendo intervenir cuando la conciliación involucre a las 
personas a que se refiere el articulo 135 de la Ley y segundo del Reglamento Interno de la 
Procuraduria. 

La Procuraduría propondrá la conciliación de oficio, cuando así lú considere conveniente o 
a petición de parte, exhortando a las partes sobre la conveniencia de llevar a cabo el 
procedimiento mencionado, antes de que éstas determinen su controversia ante los Tribunales 
Agrarios, apelando a la buena fe da las panes con el objeto de que no interrumpan la 
conciliación mediante el ejercicio de acciones de carácter judicial. 

La Procuraduría considera que la vía preferente para rcsoh·er cualquier controversia sobre la 
aplicación o interpretación de derechos agrarios, es la conciliación, y entiende o di: fine a és!"" 
como la actividad que sirva para ayudar a los contendientes a encontrar el derecho que deba 
regular sus relaciones jurídicas. 

El procedimiento conciliatorio da inicio cuando alguno de los sujetos agrarios presenta un 
escrito de reclamación o comparece a fonnularlo, indicando al reclamante la conveniencia y 
necesidad de que proporcione las pruebas en que sustenta su reclamo, cuando el reclamante 
sea persona moral (ejido o comunidad) verificará la personalidad de quien promueve a 
nombre del mkleo agrario. 

La Procuraduría procederá entonces a elaborar un acuerdo de radicación con el objeto de: 

1.- Tener por presentada fonnalmente la reclamación 

S.- Manual Operalivo del Ylsltador·Concillador, Procunduria Agraria, íc:brero de 
1993 
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2.- Fijar fecha para la audiencia de conciliación 

3.- Citar a la contraparte, mediante notificación personal, exhonandola para 

que dé respuesta a la reclamación y acompañe las pruebas que considere 

pertinentes 

Audiencia Concilatoria 

El dia señalado para la audiencia la Procuraduria a través de su conciliador, deberá intervenir 
para que se celebren pláticas entre las partes, exhonandolas para que lleguen a un arreglo 
conciliatorio, procediendo de 1a siguiente manera. 

a) Se levanta el acta de audiencia 

b) Se identifican las partes 

e) Se recibe la contestación y pruebas que se acompañen a Ja misma 

d) Si las panes se ponen de acuerdo, pueden solicitar que se suspenda la 

audiencia, con el objeto de llegar a una conciliación 

e) En este supuesto, se suspende la audiencia y se fija nueva fecha para su continuación, 

dentro de los ocho días naturales siguientes, quedando notificadas las partes 

Convenio Conciliatorio 

Si se llega a un acuerdo, se da por terminado el conflicto y se firma el convenio correspon­
diente. 

La Procuraduría observará: 

1.- Que las partes pacten que el convenio conciliatorio produce todos los 

efectos jurídicos inherentes a una sentencia 

2.- Promover su inscripción en el Registro Agrario Nacional 
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3.- Si se ;,11Cctan den.~hos colectivos. el convenio deberá ser ratificado por la 

Asamblea del núcleo de población 

Una vez cubiertos todos los requisitos anteriores se claborar.í escrito dirigido al Registro 
Agr.irio N<lcional. remitiendo el convenio conciliatorio debidamente finnado por las partes 
y solicitando su debida inscripción. 

Quiero supon1..•r que en realidad la conciliación sea la vía adecuada para la solución de 
conflictos entre los sujetos de derecho 3b1Tfilio, pero la sola propuesta de la Procuraduria a las 
panes para solucionar tales conflictos a través de la conciliación, no es suficiente, la 
Procuraduría dcbcr.i ofri:ccr a !Js partes, incentivos par..i que se sometan a la conciliación tales 
como: ejecutar los trabajos técnkos y jurídicos m."L~sarios, proporcionar el material de 
información adecuado, personal de amplia experiencia en materia agraria para la realización 
de trabajos topográficos, dictaminación técnica y jurídica, garantizar el apoyo y colaboración 
de autoridades municipales y judiciales. ya que los principales problemas a que enfrentará la 
Procuraduría y que deberá intentar solucionar por medio de la conciliación son: ejecución de 
Resoluciones Presidenciales mal realizadas, mandamientos gubernamentales. conflictos di: 
linderos. in\'asión de tc:m:nos ejidalcs y comwrnlcs, conflictos internos. asentamientos 
humanos irregulares etc .. 

Por lo antc:rior considero que la Procuraduría no debe esperar que sean únicamente las partes 
las que arortcn pruc:bas para la solución de sus problemas. si no que las apoye con lo necesario 
para lograr la conciliación, es decir que la Procuraduria dur.mtc el proceso de conciliación 
sea un sujeto acti\'o y no sólo un 01cdiador en el contlicto. garantizando además a las partes 
que el proceso de conciliación no representará erogaciones económicas que no podrán 
recuperarse al no obtenerse un resultado fa\'orablc para las mismas. 

Al lograr la Procuraduria la solución de conflictos entre los sujetos agrarios. a tmvés de la 
conciliación, quién ejecutará los convenios conciliatorios logrados. claro es que no podrá ser 
la misma im:titución por carecer de jurisdicción. 

El artículo 41 fmcción IV del Reglamento Interno de la Procuraduría Agraria señala. 

"Art. 41.· fracc.IV.- Si la.i partes llegaran a un acuerdo, se dará por terminado el conflicto. 
El conn~nio que al efecto se celebre, y que será linnado por aquellas, si así lo pactaren 
producirá todos los efectos jurídicos inherentes a una sentencia y llevará aparejada ejecución, 
mismo que será remitido al Registro Agrario Nacional para su debida inscripción. En el caso 
que alguna de las partes se niegue a cumplirlo, se promoverá su ejecución ante el Tribunal 
Agrario competente." 

Analizando parte por parte la anterior disposición vemos que: 
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a) Con que objeto se propondría la conciliación si las partes desde el principio del pro­
cedimiento no se compromelen a aceptar que el convenio que emane del mismo producirá 
todos los efectos jurídicos inherentes a una sentencia 

b) La inscripción del convenio conciliarorio en el Registro Agrario Nacional, sólo producirá 
efectos contra terceros, ya que el mismo carece de facultades para la ejecución de los acuerdos 
contenidos en el convenio 

e) El hecho de que al negarse una de las partes a cumplir con el convenio, se deba promover 
su ejecución ante el Tribunal Agrario competente, implica que tales convenios adolecen de 
fuerzajurfdica puesro que carecen de obligatoriedad para las partes 

Considero que para solvenrar los problemas que pudiesen surgir para la ejecución de los 
convenios concilialorios logrados por la Procuraduría, sería conveniente que éstos fueran 
ratificados por las partes ante el Tribunal Agrario, por la vía de Jurisdicción Volunraria, y de 
esta manera el Tribunal estaría facultado para exigir el cumplimiento de tales convenios. 

EL PROCEDIMIENTO ARBITRAL EN LA PROCURADURIA AGRARIA 6 

Con fundamento en los artfculos 135 de la Ley, 4 fracción IV, 14 fracciones l,ll,V, y 49 del 
Reglamento Interior de Ja Procuraduría Agraria, ésta se encuentra facultada para actuar como 
árbitro en tos casos en que los sujetos agrarios que han recurrido a la Procuraduría con el 
objeto de que ésta dirima sus controversias y cuando no logre por Ja vía de conciliación 
resoJverlos y éstos decidan nombrarla expresamente como árbitro. 

Presupuesto para que proceda el arbitraje 

La Procuraduría Agraria seftala como presupuesto para que proceda el arbitraje, que el 
procedimiento de conciliación haya sido agotado y que en éste las partes no llegaron a un 
convenio conciliatorio, entonces Ja Procuradurla las exhortará para que, de común acuerdo, 
la designen como árbirro en el proccdimienro arbitral, conforme al procedimiento del juicio 
agrario. 

Uno vez que las partes acepten el arbitraje, lo harán constar por escrito y elaborarán un acuerdo 
de radicación con el objeto de tener: 

a) Por presentada formalmente la solicitud de compromiso arbirral 

b) Proceder a emplaz.ar debidamente a las partes si es el caso 

e) Fijar fecha y hora para la celebración de la audiencia arbitral 

ti.• M.aual del Abogado Agnrfo para el Procedimiento Arbitral, Procuraduría 
A¡rarfa, febrero 1993 
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La audiencia arbitral 

las audiencias serán públicas. El árbitro abrirá In audiencia y en ello se observarán las 
siguientes prevenciones: 

a) Identificará a las partes y acreditará su interés jurídico 

b) las partes expondrán oralmente y por orden sus prctenciones, ofrecerán las pruebas que 
estimen conducentes y preguntarán a los testigos y peritos que se pretendan sean oídos 

En el proceso son admisibles todos los medios de prueba que no sean contrarios a la moral, 
al derecho y a los usos y costumbres de los grupos, las que deberán referirse a los hechos 
controvertidos. 

Las partes asumirán la carga de la prueba de los hechos constitutivos de sus pretenciones. La 
Procuraduría podrá, si considera que algwia de las pruebas ofrecidas es esencial para el 
conocimiento de la verdad y la resolución del asunto, girar oficios a las autoridades para que 
expidan documentos. oportuna y previamente solicitados por las partes; solicitar a las partes 
o a terceros que exhiban las que tengan en su poder. que comparezcan como testigos los 
terceros seilalados por las partes, si bajo protesta de decir verdad manifiestan no poder 
presentarlos. 

Las prueba.o; de~rán ofrecerce en la misma audiencia arbitral, salvo que se refieran a hechos 
supervinientcs. 

c) las partes pueden hacerse mutuamente las pregwitas que quieran, interrogar testigos o 
peritos y, en general, presentar todas las pruebas que puedan rendir 

d) Todas las acciones y excepciones se harán valer en el acto mismo de la audiencia 

e) El árbitro podrá hacer libremente las preguntas que juz¡,'lle oportunas a cuantas personas 
estuvieren en la audiencia. carear a las personas entre sf o con los testigos, y a éstos los unos 
con los otros; examinar documentos. objt:tos o lugares y hacerlos reconocer por peritos 

i) Si fuera necesario. la Procuraduria. se auxiliará de traductores y dictámenes de peritos en 
la materia que se requiera 

g) La Procuraduría podrá acordar en todo tiempo, cualquiera que sea la naturaleza del 
asunto, la práctica. ampliación o perfeccionamiento de cualquier diligencia. siempre que sea 
conducente para el conocimh::nto de la verdad sobre los puntos cuestionados 
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El Jau~o arbitral 

El árbitro dicttlrá sus resoluciones en el acto en que se concluya la diligencia respectiva. En 
caso de que la estimación de pmcbas amerite un estudio más detenido por la Procuraduría. 
ésta citará a l;.1s partes para o[r el laudo en un ténnino que estime conveniente, sin que exceda 
en ningún caso de 20 dfas naturales contados a partir de la última audiencia. 

Las resoluciones deber.in ser firmadas por el árbitro 

El laudo se dictará a verdad sabida, sin nect:sidad de sujetarse a reglas sobre estimación de 
pruebas. si no de acuerdo con los hechos y documentos que según el árbitro estimare debido 
en conciencia, fundando y motivando sus resoluciones. 

Los laudos no admitir.in recurso alguno, cuando así lo dispongan las partes expresamente en 
el compromiso arbitral. En su dcli:cto procede el recurso de re\'isión en los ténninos del 
artículo 198 de la Ley. 

Contenido del Jaudo 

J.- Lugar. fecha y nombre del árbitro que lo pronuncie 

11.~ Nombres y domicilios de las partes y de sus representantes. en su caso 

III.- Extracto de las declaraciones de las partes y de sus prctencioncs 

IV.- Enumeración de las pruebas y apreciación que de ellas hace el árbitro 

v.~ Razones legales o de equidad; la jurisprudencia y doctrina que sirven de fundamento 

VI.- Prácticas y costumbres de los grupos 

VII.- Puntos resolutivos 

Notificación del Jaudo 

Una vez emitido el laudo correspondiente, se notificará a las partes si se encontraren presentes; 
en caso contrario, se ordenará notificarles.personalmente. 
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Ej..:ución del laudo 

Si as! lo pactaren las panos, la resolución o laudo traen\ aparejada ejecución. 

Recurso contra el laudo arbitral 

El recurso de revisión procede en las términos del articulo 198 de la Ley, sin embargo, de 
ru:uerdo con lo establecido en el articulo 45 del Reglamento Interno de la Procuradutía, el 
laudo no admitirá recurso alguno, si as! lo disponen expresamente las partes en el compromiso 
arbitral. 

El término para interponer el recurso es de diez d!as posteriores a la notificación de la 
resolución y basta un simple escrito expresando agravios. El expediente, el original de los 
agravios y la promoción de los tereeros interesados se remitir~ al Tribunal Superior Agrario 
para su resolución, que deberá emitirse en W1 término de diez días contados a panir de la 
fecha de recepción. 

Conforme a lo dispuesto por el artículo 45 del Reglamento Interior de la Procuradutía, el 
compromiso arbitral puede celebrarse antes de que inicie o concluya el juicio agrario, en este 
Ultimo caso las partes deberán efectuar el desistimiento correspondiente ante el Tribunal 
Agrario. 

Considero que es importante señalar algunas reglas generales del juicio arbitral, que el 
MANUAL DEL ABOGADO PARA EL PROCEDIMIENTO ARBITRAL omite. 

El juicio arbitral ha sido definido c~mo aquel que se tramita, no ante los tribunales previa­
mente establecidos por la Ley, si no ante jueces árbitros designados por las partes. 

El compromiso arbitral es un CONTRA TO consensual, formal y bilateral pcr el que las partes 
se obligan a no acudir a los tribWlales del orden comim~ para decidir la controversia que tienen 
pendiente y someter dichn controversia al conocimiento y dl!cisión de uno o varios árbitros, 
para ello en el compromiso arbitral mismo, estipulan las formas de tramitar el juicio, nombran 
o designan a los árbitros o por lo menos, establecen la manera de que sean nombrados, precisan 
el lugar en que se ha de ventilar el juicio, el tiempo que ha de durar, y si asi lo desean los 
contratantes, pueden establecer las penas convencionales aplicables a aquel que rompa o viole 
el compromiso. 

Por otro lado, es importante analizar quienes pueden comprometer en árbitros sus negocios 
o derechos. 
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El articulo 612 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal dispone: 

"Art. 612.- Todo el que esté en el pleno ejercicio de sus derechos civiles puede comprometer 
en árbitros sus negocios ... ". 

En principio todas las relaciones de derecho privado pueden ser sometidas a juicio arbitml: 
In excepción es que lo sean, en razón de que algún precepto de derc:cho positivo lo prohiba 
expresamente, pero las relncioncs de derecho público no son arbitrables, por lo tanto considero 
que las controversias surgid:-,s de la aplicación del derecho agrario no pueden ser compro­
metidas en árbitros, porque mientras éste sea considerado DERECHO SOCIAL. el Estado y 
la sociedad tienen interés en éstos. 

El articulo 615 del Código de Procedimientos C'i\'iles para el Distrito Federal señala. 

Art.- 615. No pueden comprometerse en árbitros los siguientes negocios: 

1.- El derecho de recibir alimentos; 

ll.- Los divorcios, excepto en cuanto a la sepuración de los bienes y a las 

demñs diferencias puramente pecuniarias; 

111.- Las acciones de nulidad <le matrimonio. y 

IV.- Las demás en que lo prohíba expresamente la Ley. 

Como )'a he mencionado, las relaciones jurídicas en las que el Estado o la sociedad tienen 
interés, no pueden ser materia de juicios arbitrales, los casos de excepción que menciona el 
citado artículo quedan comprendidos dentro <le las situaciones en que el Estado y la sociedad 
estan interesadas como es el caso de los conflictos de carácter agrario. 

Por otro lado. en el procedimiento arbitral de la Procuraduria Agraria no se señalan ténninos 
para su conclusión. sin embargo aplicando supletoriamente el Código de Procedimientos 
Civiles para el Distrito Federal, en el articulo 617 se dispone: 

"Art. 617.- El compromiso será valido aunque no se fije término del juicio arbitral y, en este 
caso la misión de los árbitros durará 60 días. El plazo se cuenta desde que se acepta el 
nombramiento." 

Seria de suma importancia que la Procuraduría al comprometer a las partes en conflicto al 
procedimiento arbitral, les hiciera ver la necesidad de no rebasar el término que señala el 
artículo citado, para cumplir cabalmente con el compromiso en árbitros. 
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Como ya se mencionó el compromiso arbitral debt!rá constar en escritura pública, en escrito 
privado o en neta ante juez, ha de contener además los siguientes elementos: 

l.- Designación del o Je los negocios que se han de sujetar al juicio arbitral 

2.- El o los nombres de los árbitros 

3.- La duración del juicio arbitral y. 

4.- La determinación del procedimiento a seguir. 

La falta de fonna. traerá como consecuencia que el contrato no surta efo'Ctos, en tanto no 
quede revestido de la solemnidad prevenida por la Ley. 

La omisión en cuanto al o a los negocios que han de ser materia del juicio arbitral, entrai\a 
nulidad de pleno derecho del compromiso arbitral. 

La omisión del nombre de los árbitros, da lugar a que sean designados con intervención 
judicial. 

El hecho de que no se fije ténnino para la duración del juicio arbitral, tiene por efecto de que 
se entiendan señalados los plazos establecidos por el articulo 617 del Código de Procedimien­
tos Civiles para el Distrito Federal. 

A falta de procedimiento especial establecido por las partes se seguirá el que rige en los 
tribunales ordinarios. 

Por otro lado en cuanto a la designación del árbitro que seguirá el trámite del procedimiento 
arbitral en la Procuraduría Agraria. el articulo 44 del Reglamento In temo de la misma señala: 

"Art.- 44. R.1.P.A.- La Procuraduría designará al servidor público que se constituya en árbitro 
para c:ida asunto. a quien corresponderá seguir el trámite del mismo hasta dictar el laudo o 
resolución. Sin perjuicio de lo anterior. la Procuraduría se reserva el derecho de sustituir al 
árbitro que esté conociendo del asunto cuando por las circunstancias dd caso lo considere 
conveniente." 

Considero que el objetivo de esta disposición es el de proteger a alguna de las portes, cuando 
a criterio de la Procuraduría el árbitro esté actuando en forma parcial, sin embargo rcmiticn­
donos a lo dispuesto por el articulo 618 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal éste señala: 

"Art.- 618 Durante el plazo de arbitraje los árbitros no podrán ser revocados sino por 
consentimiento unánime de las partes." 
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La Prm:uraduria deberla tomar en consideración la voluntad de las partes, en los casos en que 
considel\! conveniente sustituir al arbitro, ya que podrfa provocar con esta decisión unilateral, 
que se rompiera el compromiso arbitral y no se concluya favorablemente el mismo. 

El artfculo 45 del Reglamento Interno de la Procuraduría Agraria señala: 

"Art ... 45 R.I.P.A. El compromiso arbitral puede celebrarse antes de que inicie o concluya el 
juicio agrario. en este último caso Jas partes deberán efectuar el desistimiento correspondiente 
ante los Tribunales Agrarios. Los laudos no udmilirán recurso algw10. cuando asilo dispongan 
las partes expresamente en e 1 compromiso nrbítrnl." 

Considero que será remota la posibilidad de que instaurado un juicio agrario, lns partes 
acepten comprometer la solución de sus problemas ante el arbitraje de la Procuraduría. mc.:nos 
aún, sí consideramos que la Prricuraduria deberá sugerir a las partes acatar el laudo que emita. 
sin pockr recurrirlo. Peor aún si tomamos en cuenta la jurisprudencia de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación que a continuación se describe. 

"La Corte ha cslabl.:cido ya en algunas ejecutorias, que no procede el amparo contra las 
detcnninacioncs de los árbitros por no ser autoridades. puesto que su designación proviene 
de un contrnto entre particulares y carecen en to absoluto del poder necesario para ejecutar 
sus resoluciones: por lo tanto, el consentimiento con la decisión del árbitro. no tiene efec10 
alguno paro la procedencia o improcedencia dd amparo que se pida contra la ejecución, por 
parte de las autoridades, del fallo del árbitro." 

Tomo Il, pag.1131; Tomo Ill, pag. 879: Tomo IV, pag.922; Tomo XXII. pag.236. 

Puedo aseverar además. que no procederá el amparo contra los laudos emitidos por Jos árbitros 
de la Procuradurla, puesto que la Procuraduría Agraria no es autoridad para efectos del 
amparo. Al respecto señalo la siguiente tesis jurisprudencia l. 

AUTORIDADES QU!El<ES LO SON. El término "autoridades" para los efectos del amparo, 
comprenden todas aquellas personas que disponen de la fuer.ta pública. en virtud de circuns­
tancias, ya legales, ya de hecho, )"que, por lo mismo, estén en posibilidad material de obrar 
como individuos que ejerzan actos públicos por el hecho de ser pública la fuerza de que 
disponen. 

Jurisprudencia; apéndice 1975, 8a parte, pleno y salas, tesis 53, pag.98. 

Por último, en cuanto a la ejecución del laudo arbitral llevado ante la Procuraduría Agraria, 
el Reglamento Intemo del mismo no menciona nada al respecto; considero además que la 
Procuraduría carece de facultades para ejecutar sus propios laudos ya que el procedimiento 
arbitral no es propiamente un juicio, por carecer de efectos dentro del derecho público y por 
que la Procuraduría Agraria carece de autoridad y jurisdicción; por lo tanto deberla de 
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señalarse en su Reglamento Interno, que los laudos emitidos por la Procurnduria Agraria 
pasarán al Tribunal Unitario correspondiente para su debida ejecución. 

Al respc.:to cabe se~alar lo dispuesto por los articulos504 y632 del Código de Procedimientos 
Civiles para el Distrito Fodernl. 7 

"Art .. 504.- La ejecución dt: las sentencias arbitrales. de los convenios celebrados ante In 
Procuraduria Federal del Consumidor y de los laudos dictados por Csta se hará por el juez 
competente designado por las partes o, en su defecto, por el juez del lugar deJ juicio.'' 

"Art.632.· Notificado et laudo, se pasarán los autos al juez ordinario parn su ejecución. a no 
ser que las partes pidit:rt·n aclaración de sentencia." 

Para la cjt.""Cución de autos y decretos, se acudiní tambiCn al juez de primcm instancia. 

Si hubiere lugar a algún recurso que füere admisible, lo admitirá el juez que n.-cibió los autos 
y remitirá éstos al Tribunal Superior, sujetándose en todos sus procedimientos a lo disput..'Sto 
para los juicios comunes. 

Para cerrar este analísis sobre el procedimiento arbitral en la Procuradur:ia Agraria, puedo 
señalar que el artículo segundo de la Ley Agraria señala que: 

Art.2.- En lo no previsto en esta Ley. se aplicará supletoriamentc la legislación civil federal 
y, en su caso, mercantil, según la materia de que se trote. 

Pero paradójicamente, el Código Federal de Procedimientos Civiles no contempla el juicio 
arbitral. 

-t.2 La Competencia de los Tribunales Agrarios 

Con fundamento en el articulo 27, fracción XIX de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, fueron creados los Tribunales Agrarios. 

" ... son de jurisdicción federal todas las cuestiones que por limites de ticrrds cjidaJcs y 
comunales, cualquiera que sea el orig1m de éstos, se hallen pendientes o se susciten entre dos 
o más núcleos de población; así como las relacionadas con la tenencia de la tierra de los ejidos 
y comunidades. Para estos efoctos y. en general, para la administración de justicia agraria, la 
Ley instituirá tribunales dotados de autonomla y plena jurisdicción, integrados por magistra­
dos propuestos por el Ejecutivo Federal y designados por la Cámarn de Senadores o, en los 
recesos de ésta, por la Comisión Permanente ... " 

92 



Escuela Nacional de Estudios Profes/anales Plantel Acatlán 

Al respecto de la creación de los Tribunales Agrarios es importante comentar que la creación 
de este organismo, dotado de autonomía y plena jurisdicción, encargado de dirimir hts 
controversias entre ejidos, comunidades, ejidatarios, comuneros, m·cdndados, pequeños 
propietarios y todos los sujetos del derecho agrario en general, representa un t,.lfan avance en 
la const.'Cución de la justicia agraria~ con un marco jurídico de seguridad para los hombres 
del campo. 

Considcro que la creación de los tribunales representa una altemati\'a viable para resolver 
los viejos y nuevos cont1ictos agrarios. que asegure mayor libertad y aliente grandes cambios 
en el sector rural. 

En el sistema jurídico mexicano, constitudonalmenti:. se encuentra dividido en dos grandes 
campos, atendiendo el n!gimcn federalista~ Ja jurisdicción federal y la jurisdicción local. 

Sin embargo tal división bipartita por factores históricos, políticos, cultura.les y sociales, ha 
motivado jurisdicciones especializadas que responden a la seguridad del Estado y a otros 
grandes objetivos nacionales. Una es la jurisdicción agraria. para la que el constituyente de 
Qucrétaro de 1916-1917 establece una magistratura propia. 

Los Tribunales Agrarios son órganos jurisdiccionales. establecidos constitucionalmente con 
una competencia propia y definida, encargados de la ~dministración de justicia agraria. La 
Ley suprema los dota de una cabal autonomla y plena jurisdicción. 

La naturaleza jurídica de los Tribunales Agrarios es peculiar, aún por la fuente del nom~ 
bramiento de los magistrados; su estructura y organización responde a la trascendenda e 
importancia de su mínistcrío. Gow.n de plena autonomía para dictar sus fallos, sin influencia 
de ninguna naturaleza, ni presiones ex.temas. El origen de su nombramiento que corresponde 
a la Cámara de Senadores, o en sus n..><:esos a lo Cornisíón Permanente, y el hecho de que no 
puedan ser separados de sus cargos y funciones durante d periodo de su nombramiento. sino 
por motivos plenamente justificíldos, aseguran esa autonomía. Gozan por otra. parte de 
jurisdicción plena, lo que significa que tienen facultades cabales para juzgar y resolver todas 
las cuestiones relativas n su competencia y que gozan de poder suficiente para ejecutar sus 
propias detcnninaciones y sentencias . 

Con apoyo en la fracción XIX del articulo 27 de la Constitución Politica de los Estndos 
Unidos Mexicanos, el Congreso de la Unión por Decreto del 23 de febrero de 1992, publicado 
el dia 26 del propio mes y año, expidió la Ley Orgánica de los TribWlales Agrarios, integrada 
por 30 articulos, más los transitorios, estructurados en ocho capitulos que abordan las 
siguientes materias: 

Primero Disposiciones Generales 

Segundo Del T ribWlal Superior Agrario 
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Tercero 

Cuarto 

Quinto 

Se.xto 

Séptimo 

Octavo 

De los Magistrndos 

De la Designoción de los Magistrndos 

De los Tribunales Unitarios 

Del Secretorio de Acuerdos y demás Servidores Públicos. 

De los Impedimentos y Excusos. 

De las Responsabilidades. 

La Ley Orgánica otribuyc o los Tribunales Agrarios su carácter de órganos federales, 
encargados de administrar !ajusticia agraria en todo el territorio nacional. Es obvia su calidad 
de Tribunales Federales en razón de su competencia, como encargados de aplicar las 
disposiciones agrarias que se contienen en el articulo 27 de la Constitución y en las leyes 
reglamentarias derivadas de dicho precepto, que fundamentalmente son de orden federal y 
de aplicación en todo el pals. 

Para cumplir con la función jurisdiccional en toda la Nación, el territorio de la República se 
ha dividido en treinta y cuatro distritos. 

Los Tribunales Agrarios se constituyen: 

a) Por el Tribunal Superior, integrado por cinco magistrndos numerarios y un supernumerario 
que designa el Senado de la República, y en sus recesos, la Comisión Pennanente. El 
Presidente del Tribunal Superior Agrario será desigr.lldo por el propio Tribunal y durará en 
funciones tres ai\os, pudiendo ser reelecto. Será suplido en sus ausencias por el magistrndo 
que designe el propio Tribunal 

El Tribunal Superior, con sede en la capital de la República, coordinará las funciones de los 
Tribunales Unitarios y vigilará su buen funcionamiento; asimismo resolverá todos los casos 
de revisión y aquellos actos y recursos que le encomienda lwlto ta Ley Agraria como la 
propia Ley Orgánica y su Reglamento Interno, y 

b) Por los treinta y cuatro Tribunales Unitarios, distribuidos en toda la República y atendidos 
por un funcionario con el nivel de Magistrndo Numerario, para garantizar la honestidad, 
diligencia oponunidad y rapidez en la atención de su ministerio. 

Además habrá cinco magistrndos supernumerarios. Los magistrndos supernumerarios su­
plirán las ausencias temporales de los numerarios. 
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Cabe destacar que los Tribunales Unitarios operarán como órganos itinerantes: no se requiere 
que se constituyan en entidades burocráticas; se desplazarán a los lugares, zona o regiones, 
donde tengan su asiento los grupos y núcleos en conflicto. Por eso en la Ley Orgánica se 
prevé que los Tribunales Unitarios tengan, aparte de su sede permanente, residencias 
temporales, para que se desplacen a los Jugares en los que se requiera y sea necesaria su 
directa participación para impartir justicia con pleno conocimiento de la realidad del medio 
rural. El Tribunal Superior tiene la facultad de señalar los itinerarios de las residencias 
temporales. Es indudable que en la desconccntración de los tribunales agrarios es útil y 
conveniente para que los juzgadores estén en contacto directo con los problemas jurídicos y 
con los sujetos a quienes se les deba impartir justicia. 

El Tribwial Superior Agrario es un organismo colegiado que tomará sus resoluciones por 
unanimidad o mayoría de votos. Para que sesione validamente se requerirá la presencia de 
por lo menos tres magistrados, entre los que debe estar el Presidente. que tiene voto de calidad 
en caso de empate. Excepcionalmente, se requerirá un quorum de cinco magistrados y un 
mínimo de cuatro votos favorables, cuando se trata de establecer o modificar un precedente. 

Las sesiones del Tribunal Superior serán públicas, cuando se trate de aslllltosjurisdiccionales 
y se realizarán por lo menos dos veces por semana, las votaciones serán nominales y los 
magistrados tienen la obligación y el derecho de emitir su voto, salvo que exista impedimento 
legal. Al final de la votación el Presidente hará Ja declaratoria oficial del resultado. No serán 
válidos los acuerdos y resoluciones del Tribunal Superior que no se tomen en su sede. 

Tratándose de tribunales especializados, la Ley Orgánica establece aquellos requisilos 
mínimos que deben satisfacer las personas para ser designados magistrados, con el propósito 
de que la administración de justicia en los campos de México esté en manos de sujetos de 
reconocida probidad y notoria capacidad. En su artículo 12 se señalan los siguientes: 

l.~ Ser ciudadano mexicano y estar en pleno ejercicio de sus derechos. así como tener por lo 
menos treinta afies cumplidos el Jía de su designación; 

11.- Ser Licenciado en Derecho con lftulo debidamente registrado, expedido cuando menos 
cinco años antes de las fecha de designación; 

III.- Comprobar una práctica profesional mfnima de cinco años.y 

IV.- Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito intencional que amerite 
pena privativa de libertad. 

Los magistrados durarán en su encargo seis años y podrán ser ratificados al ténnino de su 
período1 en cuyo caso se volverán inamovibles. 
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El retiro forzoso de los magistrados se producirá al cumplir los setenta y cinco años o por 
padecer incapacidad tlsica o mental permanente para desempeñar el cargo; y podrán ser 
removidos de sus cargos por faltas graves en el desempeño del cargo, aplic.indo el pro· 
ccdimienlo que para el caso rige para los funcionarios del Poder Judicial de la Federación. 
La impartición de justicia implica lo mismo el desarrollo de la función jurisdiccional, el 
gobierno y la administración de los tribunales. Por eso en el capitulo segundo de la Ley 
Orgánica. en los articulo octavo y décimo primero se regulan las atribuciones del Tribunal 
Superior y del Presidente del propio tribunal en maleria de administración y gobierno de los 
tribunales ngrurios; y en el articulo noveno regula su competencia en materia jurisdiccional 
Las facultades adminiscr•tivas del Tribunal Superior. conforme a la Ley son: 

a) Señalar el número y limite de los Di>trihlS en que se divida el lerritorio de la República 
para los efcclos de esta Ley; 

b) Fijar el numero y se-de de los Tribunales Uuicarios que exislin\n en cada uno de los Distritos 
Estas disposiciones se publícanln en el Diario Oficial de la Federación. Además, cuando se 
estime conveniente. podrá autorizar a los tribunales para que administren justicia en los 
lugares y conforme al programa que para el efecto se cscablezca; 

e) Conceder licencias a los magistrados por un pcriódo de un mes con goce de sueldo, siempre 
que exista causa justificada y no se allere el funcionamiento del tribunal, y hasla por tres 
meses sin goce de sueldo. En casos cxcepcionaJes, el Tribunal Superior podrá otorgar 
licencias sin goce de sueldo por plazos mayores; 

d) Determinar cuando el supernumerario del tribunal debe suplir la ausencia de algún 
tn3gistrndo y, por lo que se refiere a los tribunales unitarios, CU..'\l de los supernumerarios 
suplirá al magistrado ausente; 

e) Elegir al Presidente del Tribunal Superior de enere los magistrados que lo formen, y 
determinar los responsabilidades en que incurra en el desempeño de su cargo; 

t) Fijar y cambiar la adscripción de los magislrados de los tribwialcs unicarios : 

g) Designar los secretarios, accuarios y peritos de los tribunales agrarios, cesarlos, suspen· 
derlos en sus funciones, aceptar sus renuncias, cambiarlos de adscripción y resolver todas las 
cuestiones que se relacionen con dichos nombramientos; asi como otorgarles licencia en los 
términos de las disposiciones aplicables, previa opinión, en su caso, del magistrad0 a que 
se encuentren adscritos; 

h) Aprobar el anteproyecto de presupuesto anual de egresos; 

l) Conocer de las denuncia o quejas que se prescnlen en contra de los miembros de los 
Tribunales Agrarios y determinar las sanciones administrativas que deban aplicarse en caso 
de comprobárseles alguna responsabilidad; 
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j) Autorizar el Reglamento Interno de los Tribunales Agrarios, asi como todas las disposicio­
nes necesarias para su buen funcionamiento, y 

k) Las demás atribuciones que le confieran ésta y otras leyes. 

En la misma área, complemento de las funciones administrativas que corresponden al órgano 
colegiado, al Prcsidcnh! del Tribunal. la Ley Orgánica le otorga las siguientes atribuciones: 

a) Tramitar los asuntos administrativos de la competencia del Tribunal Superior~ 

b) Aprobar junto con el Secretario General de Acuerdos, las actas que contengan las 
deliberaciones y acuerdos del Tribunal Superior, y finnar los engroses de las resoluciones 
del propio tribunal ; 

e) Turnar entre los magistrados ll)s asuntos de la competencia del tribunal, cuando estime 
prudente oír su p~recer, para acordar algún trámite o para que fonnulen el proyecto de 
resolución que deberá ser discutido por el Tribunal; 

d) Dictar las medidas y disposiciones para la adecuada organización y funcionamiento de 
los tribunales, así como para esos mismos efectos las urgentes que fueren necesarias, y 
establecer los sistemas d!! cómputo necesarios paro conservar los archivos de los tribunales; 

e) Comisionar a los magistrados supernumerarios para la práctica de visitas a los tribunales 
unitarios de acuerdo con lo que disponga el Tribunal Superior; 

O Nombrar secretarios auxiliares de la Presidencia; 

g) Llevar la representación del Tribunal; 

h) Presidir las scsiont:s y dirigir lo!-i debates en las sesiones del Tribunal Superior: 

i) Comunicar al Ejecutivo Federal las ausencias de los magistrados que deban ser suplidas 
mediante nombramiento ; 

j) Fonnular y disponer el ejercicio del presupuesto de egresos de los Tribunales Agrarios; 

k) Designar a los servidores públicos del Tribunal Superior, cuyo nombramiento no corres 
ponda al propio Tribunal, asi como cambiarlos de adscripción y removerlos confonne a la 
Ley; 
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1) Llevar listas de las excusas, impedimentos. incompetencias y substituciones, mismas que 
estanin a disposición de los interesados en la correspondiente Secretaria General de Acuerdos, 
y 

m) Las demiÍS que le asigne el Reglamento Interior del Tribunal. 

Confonne a la Doctrina Juridica, la jurisdicción es la facultad que corresponde al Poder 
Judicial para administrar justicia. la cual implica la potestad pública de conocer y resolver 
los juicios confonne a la Ley. El cjcreicio de la jurisdicción implica regular la competencia 
de los tribunales a través de la Ley. 

La competencia se define como" Ja facultad atribuida n un órgano de autoridad par.1. conocer 
y reali:zar detcnninados actos jurídicos o cumplir con funciones especificas". 

La Ley Orgánica reglamenta la compeh.mcia de los Tribunales Agrarios atendiendo a razones 
o motivos <le materia. de grado o territorio. Excepcionalmente, establece un e.uso de comp\!­
tcncia singular, cuando otorga al Tribunal Superior la facultad de atracción para conocer de 
los juicios agrarios que por sus características especiales lo ameriten; facultad que puede 
ejercer de oficio o a petición fundada del Procurador Agrario. 

La competencia en razón de la materia corresponde a la naturaleza jurídica de la causa o 
conflicto objeto del proceso. Esta competencia esta definida constitucionalmente en la 
fracción XIX del articulo 27 de la Ley Suprema. cuando señala que los Tribunales Agrarios 
conocer.in de las cuestiones por límites de terrenos ejidalcs y comunales y, en gener.il, para 
intervenir en la administración de !ajusticia agraria. 

Ut competencia de grado obedece a las diversas insta.Tlcias que corresponden a un juicio, ya 
que atiende a diverso grado jerárquico que compete a un sistema de administración de justicia. 
Tratándose de los Tribunales Agrarios, la compctr;::ncia de grado se establece en los artículos 
noveno y dieciocho de la Ley Orgánica al señalar como asuntos de la competencia de los 
tribunales unitarios. en primera instancia, los juicios ralativos a 1as contorversias por limites 
de terrenos entre dos o más ejidos o comunidades o entre éstos con pequeños propietarios o 
sociedades; los relativos a restitución de tierras, bosques y aguas, así corno la reivindicación 
de tierras cjidales y comunales y de los juic;os de nulidad pre\istos por las fracciones VIII y 
IX del articulo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de las 
nulidades en contra de resoluciones dictadas por las autoridades agrarias y de aquellos actos 
y documentos que contravengan las leyes agrarias~ en contra de las resoluciones dictadas por 
tos tribunales unitarios en estas materias. ta Ley establece el recurso de revisión, para que 
sean analizadas en una segunda instancia . 

La competencia en razón de territorio obedece a la necesidad de dcscentraliz.ar la adminis· 
tracíón de justicia , acercándola a los lugares en los que deben atenderse los problemas. La 
Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios contempla este tipo de competencia en su artículo 
quinto que ordena dividir el territorio nacional en distritos, cuyo número y limites determinará 
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el Tribunal Sup<!rior Agrario, segun lo establece el articulo noveno ya citado con anterioridad. 
En ejercicio de esta facullad el citado tribunal colegiado, en sesión del 8 de mayo de 1992 
aprobó el ncuerdo que establece los distritos para impartir la justicia agraria, el numero y la 
competcndn territorial de Jos tribunales wlitarios, asi como sus sedes permanentes, contem­
plando el establecimiento de las sedes alternas. 

En materia jurisdiccional el Tribunal Superior conocerá de los siguientes asuntos: 

a) Del recurso de revisión en contra de resoluciones dictadas por los tribunales unitarios, en 
asuntos que se refieran a conflictos u~ limites de tierras suscitados entre dos o más nück~s 
de pob1ación cjidalcs o comunales o concernientes a limites de tierras de uno o vario~ miclcos 
de población con uno o varios pequeños propietarios o sociedades mercantiles; 

b) Del recurso de revisión de s~ntcncias de los tribunales unitarios relativos a restitución dt! 
tierras; 

e) Del recurso de revisión de sentencias pronunciadas enjuicias de nulidad contra resolucio~ 
nes cmitid:ts por autoridades agrarias; 

d) De los asuntos de competencia entre los tribwtalcs unitarios ; 

e) Establecer precedentes y resolver qué tesis debe prevalecer, cuando los tribunales unitarios 
sustenten tesis cot~tradictorias en sus sentencias; 

1) De los impcdimt:ntos y excusas de los magistrados, tanto del Tribunal Superior como de 
los tribunales unitarios; 

g) Conocer de las excitativas de justicia cuando los magistrados del propio Tribunal Superior 
no formulen sus proyectos o los magistrados de! los tribunales unitarios no respondan dentro 
de los plazos establecidos, y 

h) De los demás asuntos que las leyes expresamente le confieran . 

El capitulo quinto de la Ley Orgánica establece las bases de la competencia de los tribunales 
unitarios. Estos, conforme lo dispone el primer párrafo del articulo 18, conocerán por razón 
de territorio, de todas las controversias que se les planteen en relación a tierras ubicadas en 
su jurisdicción, conforme a las lineas de comp<!tCncia que fija la propia Ley Organica. 

Es evidente que 1a nonna contenida en ese primer párrafo es condicionante de los casos 
específicos que en materia de controversias agrarias señalan las diversas fracciones de la 
disposición legal en cita. Lo que significa que en el fondo de toda disputa debe existir un 
problema ligado con la tierra. Una competencia as! establecida constituye a los tribunales 
agrarios ünicamente en jueces de la tierra, dejando al margen otro tipo de conflictos ligados 
al crédito rural, al seguro campesino, a las aguas, y a un conjunto de relaciones económicas 
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y sociales inherentes a Ja \'ida de las comunidades agrarias, colonias D!:,'Tico1ns, asociaciones 
de pequeños propietarios. que quedan fu\!ra de su competencia. 

La competencia asi delimitada por la Ley Org:inica, no corresponde al texto constitucional 
que reglarnl!nta; ~n el que además de referirse a las cuestiones de límites y tenencia de tierra 
en concreto, establece la jurisdicción ph:na en favor de los Tribunales Agrarios. en general. 
parJ la administración de justicia agraria • que tiene un contenido y alcances mayores los 
contenidos en la Ley Orgánica, En c!Ccto, en el anfculo 18 del ordenamiento legal citado, se 
pn.--cisa que los tribunales unitarios serán competentes para conocer: 

a) De Jos conflictos por limites de terrenos entre dos o más nückos de población ejidal o 
conumaJ. y de éstos con pequeños propietarios o socicdadt:s~ 

b) De la restitución de tierras, bosques y aguas de los núcleos de población cjidal o comunal 
asi como de la acción rcinvindic;1toria de ticrrns cjid;ilcs y comunales~ 

e) Del reconocimiento del régimen comunal; 

d) De tos juicios de nulidad en contra de resoluciones dictad:ls por l:ls autoridades ag.rari;.1s 
que alteren. modifiquen o extingan un dcn.-cho o dctenninen la existencia de una obligacion 

e) De las controversias relacionadas con la tenencia de tierras cjidates y c1.1111unatcs; 

t) De disputas en matct ia agraria entre cjidatarios, comuneros~ posesionarlos o avecindados 
entre si; asl como las que se susciten entre estós y los órganos del núcleo de población; 

g) De conflictos rcbtivos a la sucesión de derechos cjidalcs y comw1aks; 

h) De las nulidad<'S previstas en las fracciones Vlll y XIX del articulo ~7 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos en materiJ agrarfa, asl como de las resultantes d\.! 
actos o contratos que contra\'engan las leyes agrarias; 

i) De las omisiones en que incurra la Procuraduria Agraria y que deparen perjuicio a 
ejidatarios o comuneros, ejidos, comunidades, pequeños propietarios. avecindados o jornale­
ros agricolas a fin de promover lo necesario para que sean eficaz e inmediatamente subsana 
das; 

j) De los asuntos de jurisdicción voluntaria en mateña agraria, y 

k) De los demás asuntos que detenninen las leyes. 

En apoyo a la carga de trabajo y a las grandes responsabilidades que corresponden al Tribunal 
Superior Agrario, como coordinador de la justicia agraria en todo el país, la Ley Org:inica 
establece que deberá contar con el auxilio de un Secretario General de Acuerdos, Secretarios 
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de Estudio y Cuenta, por lo menos dos para cada magistrado, actuarios y peritos. El Secretario 
General de Acuerdos debe reunir Jos mismos requisitos que para ser magistrado y es el jefe 
inm<.-diato dc1 Tribunal Superior Agrario en el orden administrativo, debiendo dirigir esta 
labores de acuerda con las instrucciones que reciba del magistrado Presidente. El artk:ulo 22 
de la Ley Orgánica le asigna estas atribuciones, así como a los secretarios de acuerdo de los 
tribunales unitarios: 

a) Dar cuenta diariamente al Presidente del Tribunal Superior o al magistrado. respectiva~ 
mente, bajo su responsabilidad y dentro de las veinticuatro horas siguientes a su presentación 
de todos los escritos, promociones. oficios y demás documentos que se reciban; 

b} Auroriz..'lr y acordar los despachos, cxhonos. acrns. diligencias, autos y toda clase de 
resoluciones que se expidan, asienten, practiquen o dicten; 

e) Asen1ar en los expedientes las certificaciones relativas a términos de pruc:ba y las demás 
rezones que señale Ja Ley o se les ordene. Para estos efectos y para todo lo relativo a las 
funciones de su cargo. así como para Jos actos en materia agraria previstos en la Ley 
cornspondicnte, están revestidos de fo pública; 

d) Estar prescnle en las audiencias y en general en las diligencias de prui:bas que se deban 
desahogar; 

e) Expedir las copias certificadas que deban darse a las partes, previo acuerdo del tribunal 
correspondiente; 

O Cuidar que los expedientes sean debidamente foliados al agregarse cada una de las hojas, 
sellando. asimismo, las actuaciones, oficios y demás documentos que lo requieran. rubricando 
aquellas en el centro del escrito; 

g) Guardar en el secreto del tribunal, las actuaciones y documentos, cuando asi lo disponga 
la Ley; 

h) Realizar inventario de expedientes y conservarlos en su poder hasta en tanto no se remitan 
al archivo; 

i) Proporcinar a los ínloresados el expediente en los que fueren parte y que soliciten para 
enterarse del estado de los mismos, para tomar apuntes o para cualquier otro efe<:to legal, 
siempre que sea en su presencia y vigilando que no se extraigan las actuaciones de la oficina; 

j) Devolver a las partes, previo acuerdo, las constancias de autos en los casos en que lo 
disponga la Ley ; 

k) Notificar en el tribunal, personalmente, a las partes en los juicios o asuntos que se ventilen 
en él, y realizar en casos urgentes tas notificaciones personales cuando asl se requiera; 
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1) Ordenar o vigilar que se despachen sin demora los asuntos y correspondencia del tribunal, 
ya sea que se refiera a negocios judiciales del mismo o al desahogo de los oficios que se 
manden librar en las detenninaciones respectivas. díctndas en los expedientes, y 

m) Desempeñar todas las demás funciones que la Ley determine. 

Los secretarios de acuerdos de los tribunales unitarios deben de tener los mismos requisitos 
que los magistrados, salvo la antigüedad del título y práctica profesional que se reduce u tres 
años. 

Los actuarios deben poscer!ltulo del .iccnciado en Derecho y tienen la obligación de practicar 
todas las diligencias que ordene el tribunal, recibir los expedientes en donde deban practicarse 
y devolverlos una vez que las hayan cumplido. Llevarán un libro en el que asienten 
diariamente las diligencias y notificaciones practicadas. 

Los pi:ritos sen.in personas versadas o especialistas en las diversas ramas del conocimiento 
en las que se requiera su opinión. Tienen Ja obligación de rendir dictámenes en los asuntos 
en que hayan designado para tal efocto. 

Por otra parte, el Tribunal SuP<'rior contará con un Coordinador General de Administración 
y Finanzas; con la Controloria Interna; con la Dirección General de Asuntos Jurídicos; con 
la Unidad de Actuarios y Peritos; con la Unidad de Atención e Información: con la Unidad 
de Publicaciones; y con el Centro de Estudios de Justicia Agraria y Capacitación. Las 
atribuciones y funciones de estas dcp(!ndcncias se precisan y detallan en el Reglamento 
Interno de los Tribunales Agrarios. 

Los tribunales unitarios por su pane1 cuentan con un aecretario de acuerdos, dos secretarios 
de estudio y cuante, la unidad de asuntos jur!dicos, la unidad de registro, seguimiento y 
archivo y la wúdad administrativa cuyas funciones y actividades regula el Reglamento Interno 
de los Tribunales Agrarios. 

Los funcionarios del tribunal. magistrados y secretarios de acuerdo, tienen impedimento legal 
para conocer e intervenir en los siguientes casos: 

a) Tener parentesco o amistad íntima con alguna de las panes o n:prcscntnntcs lcgall.!s, en 
línea recta sin limitación de grado; en la colateral por consanguinidad hasta el cuarto grado; 
y en la colateral por afinidad hasta el segundo; 

b) Tener interés personal en el asunto; o los parientes indicados en el párrafo anterior 

e) Haber presentado querella o denuncia, o pendiente un juicio, el funcionario o sus parientes 
en contra de alguno de los interesados en el asunto de que se trate; 
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d} Si un funcionario o sus parientes han sido procesados, o tienen pendiente resolución, en 
virtud de querella o denuncia presentada por alguna de las partes o representantes legales; 

e) Tramitar algún negocio en el que sea juez o árbitro alguno de los interesados; 

f) Actuar parcialmente o hacer promesas en favor de parte interesada: 

g) Ser heredero. legatario, donatario, fiador, acreedor, deudor, socio. arrendador, arrendatario 
dependiente o principal de alguno de los interesado, o ser o haber sido su tutor o curador o 
administrador de sus bienes: 

h) Ser acrc-edor, deudor o fiador de alguno de los interesados, el cónyuge o alguno de los hijos 
del funcionario; 

i} Si fungió como Agente del Ministerio Público.jurado, perito, testigo, apoderado, patrono 
o defensor en el asunto de que se trate o haber gestionado o recomendado antcrionnente el 
caso en favor de alguna de las partes interesadas, y 

j) Si como juez o magistrado conoció del juicio en primera instancia. 

Tienen el deber de excusarse del conocimiento de los asuntos en que exista algtlllo de los 
impedimentos apuntados; paro no son recusables: si el funcionario debiendo excusarse no lo 
hace, o si se excusa sin causa legítima, cualquiera de las partes podrá ocurrir en queja ante 
el Tribunal Superior. Si !aqueja se declara procedente se impondrá la sanción correspondiente 
durante el tiompo de la tramitación de la queja en tratándose de los magistrados de los 
tribunales unitarios, conocerá del asunto el secretario de acuerdos del propio tribunal. 

Los secretarios y magistrados del tribunal no podrán desempeftar ningún otro cargo publico, 
ni empleo de particulares, excepto la fwtción docente~ y tienen impedimento para ejercer su 
profesión, salvo en causa propia. 

Los funcionarios de los tribunales agrarios son responsables por las faltas y delitos en que 
incurran en el ejercicio de su cargo y quedan sujetos a las sanciones que establece la Ley de 
Responsabilidad de los Servidores Públicos y las que establezca en materia de faltas 
administrativas al reglamento correspondiente que expida el Tribunal Superior, en el que, 
además, se fijara el procedimiento. Las faltas en que incurran los magistrados de los tribunales 
agrarios y los funcionarios adscritos al Tribunal Superior serán sancionadas por este órgano 
colegiado, las faltas que cometan los servidores públicos de los tribunales unitarios, ser.in 
sancionados por los magistrados de los propios tribunales. 

La Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación se aplicará supletoriamente en lo no 
previsto en forma expresa por la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios, siempre que sea 
acorde a su propia naturaleza y especialización. 
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Los Tribunales Agrarios publican sus resoluciones, confonne a las nonnns aplicables. en 
periódicos oficiales y diarios generales. Además ha creado, como órgano de notificach~n y 
difusión, el" Boletín Judicial Agrario". 

4.3 El Emplazamiento a Juicio Agrario y sus Deficiencias 

Por principio es importante señalar que: 

Notificación: es el acto por el cual se hace saber, en fonna legal una resolución judicial. 

Citación: Es poner en conocimiento de alguien, un mandato del juez o Tribunal, pam que 
ocuna a la práctica de alh'tlrta diligencia judicial. 

Emplazamiento: Es el llamamiento que se hace a alguna persona física o moral, para que 
comparezca ante un tribunal a contestar una demanda so pena de sufrir, en su perjuicio, las 
consecuencias de su omisión. 

"Ar!. 170.- El actor puede presentar su demanda por escrito o por simple comparecencia ; ... " 
Recibida la demanda, se emplazará al demandado par• que comparezca a contestarla a más 
tardar durante la audiencia. En el emplazamiento se expresará.. por lo menos. el nombre de1 
actor, lo que demanda, Ja causa de la demanda y la fecha y la hora que se señale pam la 
audiencia, la que deberá tener lugar dentro de un plazo no menor de cinco dias ni mayor de 
diez dias. contados a partir de la fecha en que se practique el emplaz.amiento. y la advertencia 
de que en dicha audiencia se desahogarán las pruebas, salvo las que no puedan ser 
inmediatamente desahogadas. en cuyo caso se suspenderá la audiencia y el Tribunal provecrj 
lo necesario para que sean desahogadas, en un plazo de quince días. 

Atendiendo las circunstancias especiales de lejanía o apartamiento de las vías de comunica· 
ción y otras que hagan dificil el acceso de los interesados al tribunal, se podrá ampliar el plazo 
para la celebración de la audiencia hasta por quince días más. 

Debe llevarse en los Tribunales Agrarios un registro en que se asentarán por dlas y meses, 
los nombres de actores y demandados y el objeto de la demanda. 

El precepto anterior dispone que, "la audiencia se llevará a cabo en un plazo no menor de 
cinco dias ni mayor a diez dias, contados a panir de la fecha en que se practique el 
emplazamiento". Pero la misma es omisa en cuanto al término en que los secretarios o 
actU.lrios dd Tribunal deberán practicar las notificaciones, tampoco menciona sanción alguna 
a las que se harian acreedores en caso de no practicar las diligencias dentro de un término 
adecuado y en caso de reincidir en su incumplimiento. Cito como ejemplos los artículos 303 
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del Código Federal de Procedimientos Civiles y 110 del Código de Procedimientos Civiles 
pam el Distrito Fedeml. 

"Art. 303.· C.F.P.C.8 Las notificaciones, citaciones y emplazamientos se efectuar.in, lo más 
tarde, el dla siguiente al que se dicten las resoluciones que las prevengan, cuando el Tribunal. 
en éstas, na dispusiere otra cosa.'' 

"Art. 110 C.P.C.D.F.9 Los notiticadorcs dl!bcr:ín practicar lls notific<icioncs dentro de los 
tres días siguientes al que reciban el expediente o las actuaciones correspondientes. salvo que 
el juez o la Ley dispusieran otra cosn. Los infractores de i.:..;t·~s disposiciones ser.in destituidos 
de su cargo cuando reincidan por más de tres ocasiones, sin responsabilidad para el Tribunal 
Superior de Justicia dd Dislrito Federal, previa audiencia de Jcfcns~t ante el juez o magistrado 
correspondiente." 

Para los antt:riores efl."Ctos. se llevarj un registro diario de los expedientes o .1ctuaciones qui.!' 
se les entreguen debiendo recibirlos bajo su tinna y dc\'olvcrlos dentro del plazo señalado. 

Considero que la aplicación suph:toria del Código Federal de Procedimientos Civiles no cs 
suficiente y que en la Ley Agraria deberían agregarse disposiciones como las antes mencio­
nadas, por que aún en los cas11s en los que se señala con pn:dsión la obligación que tienen 
los notilicadores de realizar las notificaciones dentro de los tres días siguientes al en que 
reciban el expediente o las actuaciones corrcspondhmtcs, los infractores podrían ser destitui­
dos de su cargo en caso de reincidencia: esta sanción en la n:alidad casi nunca se aplica, ya 
que por un lado los actuarios generalmente nunca eumph!n adecuadamente el precepto que 
se comenta y por otro los ju1..--ccs nunca sancionan tales incumplimientos. lo que genera retraso 
en las notilicaciones, citaciones y cmpla?..amicntos. Además la omisión en cuanto a los 
términos para realizar las notificaciones. generará tardanzas en el procedimiento. sin cont.ir 
que pueden generarse las prácticas viciosas qui! existen en los tribunales del tuero común 
como los son que, los oficios o exhortos no sean despachados sin la p;-cvia gestión del 
interesado, la falta de elaboración <l~· las cCdulas de notificación. sin que antes d litigante o 
la part(.! promo\'cntc ]J cncargen nl personal del Tribunal. o que los intcrct>ados se prcsi:ntcn 
con los secretarios o actuarios para pedirles la práctica de las notifü.:aciuncs, citaciones o 
empla7..amicntas, cte. y la falta de disposición expresa que prevenga la práctica de estas 
anomalías. traerá como consecuencia que se desemboque en un principio de corrupción 
generalizada, como el que se da en los Tribunales del Fuero Común. con la gran desventaja 
que en el caso del procedimiento agrario, el 90 % de los casos d interesado no tendrá los 
recursos económicos para otorgar dádivas o gratificaciones y sus asuntos se rctrazarán con 
facilidad. 

Art.171.-EI emplazamiento se efectuará al demandado por medio del secretario o actuario 
del Tribunal en el lugar que el actor designe para ese fin y podrá ser: 

7.-Códlgo de Procedimientos Civiles para el Distril'> Federal p.p 132,168 Edil. Castillo 
Rulzc-ditorcs, S.A. de C.V. 1991 

8.- Código federal de Procedimientos Civiles p. 330 Edil. Porrda Mélico 1993 

9.- Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal p.p 37 EdiL Castillo Rufz 
editores, S.A. de C.V. 1991 
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1.- El domicilio del demondado, su finca, su oficina o principal asiento de sus 

neb'<>Cios o el lugar en que labore: y 

ll.- Su parcela u otro lugar que fü:cuenlc y en el que sea de creer que se 

halle al practicarse el emplazamiento. 

"Art.172.~ El secretario o actuario que haga el cmplaumiento se cerciornni de que el 
demandado se encuentra en el lugar señalado y lo efectuará personalmente. Si no lo encontrare 
y el )ugar fuere de los enumerados en la fracción l del artículo anterior, cerciorándose de este 
hecho. dejara la cédula con la persona de mayor confianza. Si no se encontrare al demnndado 
)' el lugar no fuere de los enumerados en la fracción I mencionada no se dejara la cédula, 
debiéndose cmphizar de nuevo cuando lo promueva el actor." 

Estos dos artículos presentan algunos defectos. al respecto es oportuno t¡¡¡nscribir las 
disposiciones del articulo 31 O del Código Federal de Procedimientos Civiles. 0 

"Art.310.-C.F.P.C.-Las notificaciones personales se harán al interesado o a su representante 
o procurador. en la casa designada dejándole copia íntegra. autorizada. de la resolución que 
se notifica." 

Al Procurador General de Ja República y a Jos Agentes del Ministerio Público Federal, en 
sus respectivos casos, Jas notificaciones personales les serán hechas a ellos o quienes los 
sustituyan en el ejercicio de sus funciones. en los términos de hi Ley Orgánica de 1a Institución. 

Si se tratare de la notificación de Ja demanda. y a la primero busca no se encontrare a quien 
debe ser notificado, se le dejará cilatorio para que espere en la casa designada, a hora fija del 
d1a siguiente. y, si no espera, se le notificará por ínstructivo, entregando las copias respectivas 
al hacer la notificación o dejar C'l mismo. 

Como se deduce de la transcripción del articulo anterior en la Ley se omite señalar que si en 
ta primera busca no se encuentra al demandado, se le deberá dejar citatorio para que espere 
en la casa designada a hora fija del día siguiente. tal vez dicha omisión se realizó con Ja 
finalidad de ser más eiqieditos en este lrámite, pero el haber insertado esta disposición 
ahorraría tiempo ya que al no cnconlrarsc la persona por emplazar y otra persona se negare 
a recibir lacOOula el actor tendrá que promover nuevamente c1 emplazamiento, lo cual implica 
pérdida de tiempo. 

Por otra parte se deja al criterio del secretario o actuario cerciorarse de que el domi"cilio en el 
que se va a efectuar el emplazamiento es uno de los enumerados en el artículo 171, sin señalar 
de que manera se cerciorará de este hecho, además de señalar que si no se encuentra la persona 
a emplazar podrá dejar el emplazamiento con la persona de su mayor confianza. pero - -

10.~ Código Fcdtral d~ Proctdimientos Ch·fles p. 331 EdíL Porrúa Méxko 1993 106 
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¿ a quién podrá considerar el secretario o actuario, la persona de mayor confianza del 
demandado? la Ley también deja al criterio del encargado del emplazamiento ese hecho. 

"Art.173.· Cuando no se conociere e1 Jugar en que el demandado viva o lcnga el principal 
asiento de sus negocios, o cuando viviendo o trabajando en un lugar se negaren Ja o las 
personas requeridas a recibir el emplazamiento. se podrá hacer la notificación en el lugar en 
donde se cni.:uentre." 

Si la Ley autoriza que en un momento dado la notificación podrá realizarse en t'l lugaren que 
se encuentre el demandado, es obvio que el interesado tendrá que acornpai'\ar al actuario para 
que le indique el lugar en que el demandado se encuentre, pero¿ querrá el actuario asistir al 
lugar que le indique e} interesado?, tomando en consideración las distancias que existen entre 
el domicilio del Tribunal del conocimiento y el lugar en que se habrá de efectuar el 
emplazamiento. ¿ cuanto habrá de erogar el actor para realizar el emplazamiento ?. 

Previa ccr!ificación de que no puede hacerse la notificación personal y habiéndose compro· 
hado fchacicnlcmcnte que alguna persona no tenga domicilio fijo o se ignore dónde encuentre 
y hubiere que emplazar la a juicio o practicar por primera vez en autos una notificación 
personal, el Tribunal acordarj que el emplazamiento o Ja notificación se hagan por edictos 
que contendr.in la resolución que se notifique, en su caso una breve síntesis de la demanda y 
del emplazamiento y se publicarán por dos veces dentro de un plazo de diez días, en uno de 
los diarios de mayor circulación en Ja región en que esté ubicado el inmueble relacionado con 
el procedimiento agrario y en el periódico oficial del estado en que se encuentre localizado 
dicho inmueble, así como en la oficina de la Presidencia Municipal que corresponda y en los 
estrados del Tribunal. 

En este segundo párrafo del articulo 173 existen varias disposiciones que habría que anali7.ar 
detenidamente. 

lo.· En ténninos Je Ja economia del actor en el juicio agrario, cuanto costará emplazar por 
edictos a la parte demandada?. En fa actualidad emplazar por edictos en un juicio Ordinario 
Civil, implica un desembolso económico de $10.000.00 (diez mil nuevos pesos 00/l 00 M.N.) 
aproximadamente, tomando en cuenta que en este tipo de juicios al declararse Ja rcbcJdia del 
demandado por no contestar Ja demanda, también se notifica por edictos la apcnura del juicio 
a prueba y la sentencia definitiva del mismo, además de que también se publican en el Boletín 
Judicial dichos actos; por lo tanto si deducimos que en el juicio agrario habr.i que realizar 
esle tipo de gastos, esto resultará gravoso para el interesado. 

2o.- El emplazamiento por edictos solo se hará en uno de los diarios de mayor circulación t:n 
la región en que esté ubicado el inmueble, lo que implica que si el demandado radicase en 
otra Entidad o región del país en que no circule tal diario, el demandado dificilmente se podrá 
enterar del emplazamiento, y lo único que esto garantiza es que el demandado nunca tendrá 
conocimiento del juicio entablado en su contra, por lo que considero que tal publicación 
deberia de hacerse en uno de Jos diarios de mayor circulación en el país. 
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Jo.- El legislador en ningún momento se detuvo a pensar que en muchísimos poblados y 
localidades del país nunca llega publicación algwli.I, mucho menos diarios o periódicos; esto 
por un l3do, por otro, el alto b'ITldo de analfabetismo que existe entre los cjidatarios y 
comuneros hace prácticamente imposible que la notiticación por edictos que se dirijan estos 
sujetos de den."Cho o.gmrio logre et objctÍ\'O de notificar cabalmente a los mismos. 

Continím diciendo e! articulo l 73 en su quinto párrafo : 

"Sin perjuicio de realizar las notificaciones en In fomm antes señalada. el Tribunal podrá, 
además. hacer uso de otros medios de comunicación masiva, para hacerlas del conocimiento 
de los interesados." 

Esta nueva modalidad de i:mpla7.amicnto sui gcneris, podría tener buenos efectos. pero el 
problema es que esto queda a criterio del Tribunal y toda vez que la notificación por edictos 
se haya realizado. lo cual no garantizará que a tmvés de la radio o la tckvisilín se cfcctücn 
cmplaz..amicntos ajuicio agrario. si no es con c1 consentimiento del Tribunal. 

"Art. 176.- En los casos a que se refiere el articulo 172. el acuse de recibo se firman\ por la 
persona con quien se practique el emplazamiento. Si no supiere o no pudiere firmar lo hará 
a su ruego un testigo; si no quisiera finnar o presentar testigo que lo haga, firmará el testigo 
requerido al efecto por el notificador. Este testigo no puede negarse a firmar, bajo mulla del 
equivalente de tres días de salario mínimo de la zona de que se trate." 

En este articulo e1 legislador pecó de inocente, puesto que si la persona que reciba el 
crnplozamicnto se niega a firmar el acuse de recibo, mucho menos to querrá hacer otra persona 
por él, y si en el supuesto caso deque el actuario encontrara alguna persona que firme et acuse 
de recibo. éste deberá tener mucho cuidado de no decir al testigo que en caso de negarse a 
firmar le impondrá una multa de lres días de salario mínimo. ya que entonces nunca cncontmrá 
quien finne; por otro lado en caso de que se imponga tan absurda multa. habría paro el caso 
que buscar W1a medida de apremio más rigurosa para lograr que tal persona pague esa multa, 
porque además, quizá esa persona jamás tenga el recurso económico para pagarla. 

4.4 El Juicio y I• Ejecución de Sentencias 

"Art.179.- Será optativo para las partes acudir asesoradas. En caso de que una de las partes 
se encuentre asesorada y la otra no, con suspensión del procedimiento, se solicitarán de 
inmediato lo• servicios de un defensor de la Procuraduría Agraria, el cual, para enterarse del 
asunto, ¡¡o1.ará de cinco días, contados a partir de la fecha en que se apersone al pro­
cedimiento." 

En esta disposición la Ley presume que si las partes acuden a la audiencia sin asesoramiento~ 
será porque de alguna manera conocen los principios fundamentales del derecho en cuanto 
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al procedimiento y desarrollo de la audiencia como son: el interrogar testigos y peritos, 
formular posiciones en los casos en que se ofrezca prueba confesional, repreguntar testigos, 
formular alegatos, etc. porque de lo contrario si tomamos en cuenta el nivel social, económico 
y culturnl de la mayoría de los sujetos del derecho agrnrio, la Ley obligaría a las partes a 
concurrir asesoradas a la audiencia. De no ser este el criterio de la Ley, cabe preguntar ¿si 
ambas partes companxcn sin asesoramiento a la audiencia, será el Tribunal quien supla esta 
dt!ficienci:t a ambas partes ? si as! fuera el Tribunal de ninguna manera podrá ser parcial al 
emitir sus n:solucioncs. 

Asimismo, si una de las partes es asesomda por la Procuraduría Agraria y la otra no tiene 
asesoramiento{. podrá llevarse a cabo la audiencia aún cuando se viole el prindpio de igualdad 
entre las partl!::. '.1 pur que la Proi::ur;i.duría no pod:.i. asi.:sorar a las dos partes. scglm lo dispone 
el criterio número 15 emitido por el Comité Jurídico Intcmo de la misma. 

"Art.180.· Si al scr llamado a cumestar la dc:manda. no cstu\'ic:re presente el demandado y 
constare que fue debidamente emplazado. lo cual comprobará el Tribunal con especial 
cuidado, se continuará la audiencia. Cuando Se presente dur.i.nh! ella el demandado, continuar.i 
ésta con su intcrvcnción scgün el estado en que se: halle y no se le pemlitirá pmcba sobre 
ninguna excepción si no demostrare el impt.~imcnto de caso fortuito o fucr.ú.1 mayor que le 
impidiera prcsentarsi: a contestar la demanda." 

Si el demandado no estuviere presente ni momento de ser llamado a contestar la dl.!manda, el 
Tribun.11 constatando que fue debidamente emplazado y que del estudio de la demanda se 
dc:sprcndc que es persona fisica o moral con capacidad cconómicn suficiente para contar con 
asesoría legal adccuuda. se h: ddl\:rá declar.ir en rebeldía y tenerle por contestada la demanda 
en sentido negativo y por confcsudos los hechos de la misma. Confom1e a lo dispuesto por 
el aniculo 332 del Código F1.·dcral dt.: Procedimientos Civiles. 

"An.332.· C.F.P.C.-Cuando haya transcurrido el tCmlino dd cmplazamicnto, sin ha.her sido 
contestada la demanda, se tendrán por confesados los hechos, siempre que el emplazamiento 
se haya atendido personal y din .. 'Ctamcnte con el demandado. su representante o upoderado; 
quedando a salvo sus derechos p.1ra probar en contra. En cualquier otro caso se tendrá por 
contestada en sentido negativo." 

En su párrafo segundo el artículo 180 de la Ley señala que: 

"ContCsada ex-pres amente la demanda en todas sus partes y explicados sus efectos jurídicos 
por el magistrado, y cuando la confesión sea verosímil, se encuentre apoyada en otros 
elementos de prueba y esté apegada a derecho, el Tribunal pronunciará sentencia de 
inmediato; en caso contrario, continuará con el desahogo de la audiencia." 

Desde mi punto de vista resulta absurdo pensar que una de las partes en el juicio acepte 
totalment...:, las prestaciones que se le reclaman en la demanda, menos aún si el magistrado 
explica al demandado las consecuencias de su confesión o allanamiento. Por otro lado 
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considero que el allanamiento en materia agraria resulta improcedente, en virtud de que al 
allanarse una de las partes estaría renunciando a derechos que por disposición de la Ley son 
irrenunciables. además de que el allanamiento se encuentra regido por ciertos principios. 
siendo uno de ellos consistente en que NO ES VALIDO EL ALLANAMIENTO QUE SE 
REFIERE A DERECHOS IRRENUNCIABLES, DE LOS CUALES NO PUEDA DISPO­
NER LA PARTE DEMANDADA POR LA NATURALEZA INTRINSECA DE LOS 
MISMOS. POR CONSECUENCIA, LOS DERECHOS IRRENUNCIABLES QUEDAN 
FUERA DE LA ORBJT A DEL ALLANAMIENTO; por lo tanto el magistrado al recibir una 
confesión o allanamiento una vez estudiado y analizado el mismo no está obligado a declarar 
procedente la acción. 

"Art.181.-Presentada la demanda o realizada la comparecencia. el Tribunal del conocimiento 
la examinará y si hubiere irregularidades en la misma o se hubiere omitido en ella alguno de 
los requisitos previstos legalmente, prevendrá al promovente para que lo subsane en el 
término de ocho días." 

La presente disposición es totalmente omisa en cuanto a que el Tribunal del conocimiento 
debería suplir la deficiencia de la queja a la que tiene derecho los sujetos del Derecho Social 
y tmicamente otorga un ténnino de ocho días para que el promovente subsane sus errores u 
omisiones. Totalmente anti social es pues este precepto, si consideramos además que esto se 
prevé en el artículo 685 11 segundo párrafo de la Ley Federal del T~bajo y en los artículos 
212 y 227 de la Ley de Amparo. que a continuación se describen. 1 

"Art.685.- L.F.T. El proceso del derecho del trabajo será público, gratuito inmediato, 
predominantemente oral y se iniciará a instancia de parte. Las juntas tendrán la obligación 
de tomar las medidas necesarias para lograr la mayor economía, concentración y sencillez 
del proceso. 

Cuando la demanda del trabajador sea incompleta, en cuanto a que no comprenda todas las 
prestaciones que de acuerdo con esta Ley deriven de la acción intentada o procedente, 
confonnc a los hechos expuestos por el trabajador, la junta, al momemo de admitir la 
demanda, subsanará ésta. Lo anterior sin perjuicio de que cuando la demanda sea obscura o 
vaga se procederá en los ténninos previstos en el articulo 873 de estn Ley." 

"Art. 227.-L.A. Deberá suplirse la deficiencia de la queja y la de exposiciones, comparecen­
cias y alegatos. en los juicios de amparo en que sean parte como quejosos o como terceros, 
las entidades o individuos que menciona el artículo 212; así como en los recursos que los 
mismos interporgan con motivo de dichos juicios." 

"Art. 212. -L.A. Con la finalidad de tutelar a los núcleos de población ejidal o comunal y a 
los ejidatarios y comuneros en sus derechos agrarios, así como, en su pretensión de derechos, 
a quienes pertenezcan a la clase campesina, se ~bservarán las disposiciones del presente Libro 
Segundo en los siguientes juicios de amparo.' 13 

11.· Ley Federal del Trabajo p.191, EdiL Tcocalll México 1988 

12.· Ley de Amparo p.p. 167,172 Edit. Porrüa 1993 

13,-Ley de Amparo p.p.167,172 EdlL Pornla t993 
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J.. Aquéllos en que se reclamen netos que tengan o puedan tener como consecuencia privar 
de la propiedad o de la posesión y disfrute de sus tierras. aguas, pastos y montes a los ejidos. 
o a los núcleos de población que de hecho y por derecho guarden el estado comunal, o a los 
ejidatarios o comuneros, lo mismo si las entidades o individuos mencionados figuran como 
quejosos que como terceros perjudicados; 

11.· Cuando los actos reclamados afecten o puedan afoctar otros di:rechos agrarios de las 
entidades o individuos a que se refiere la fracción anterior, sea que figuren como quejosos o 
como terceros perjudicados; 

111.· Aqué1Jos en que la consecuencia Sl!a no reconocerles o afectarles en cualquier fonna 
derechos que hayan demandado ante las autoridades. quienes lo hayan hecho vak:r como 
aspirantes a ejidatarios o comuneros. 

"Art.183.- Si al iniciarse la audiencia no estuviere presente el actor y si el demandado, se 
impondrá a aqué1 una muha equivalente al monto de uno a diez días de salario mínimo delª 
zona de que se trate. Si no se ha pagado la multa no se emplazará de nuevo parad juicio." 4 

En este caso considero que con el objeto de proteger a quien tanto por su suma ignorancia, 
notoria inexperiencia o extrema miseria y notorio atrazo intelectual, no compareciere a la 
audiencia siendo actor, no se le dcbcria aplicar In mulla que señala el articulo 183 de la Ley, 
e iniciarse Ja audiencia con quienes estuvieran presentes, pudiendo inti:n·enir cJ actor en el 
momento en que se presente: al respecto cabe citar lo dispuesto por el artículo 875 de la Ley 
Federal del Trabajo que señala: 

Art. 875.- L.F.T. La audiencia a qui! se refiere el artículo 873 constar..i de tres etapas: 

a) De conciliación, 

b) De demanda y excepciones. y 

e) De ofrecimiento y admisión de pruebas. 

La audiencia se iniciará con la comparecencia de las partes que concurran a la misma; las que 
estén ausentes, podrán intervenir en el momento en que se presenten, siempre y cuando la 
f M"ta no haya tomado el acuerdo de las peticiones formuladas en la etapa correspondiente. 

"Art.184 ... Si al iniciarse la audiencia no estuvieren presentes ni el actor ni el demandado, se 
tendrá por no practicado el empla?.amiento y podrá ordenarse de nuevo si el actor lo pidiera. 
Lo mismo se observará cuando no concurra el demandado y aparezca que no fue emplazado 
debidamente." 

14-tS.- Ley federal del Trabajo p. 224-226 EdiL Teocaltl, México 1988 111 
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En este caso considero, que Ja audiencia debería de iniciarse aún sin la comparecencia de las 
partes, salvo el caso que de autos se desprendiera que el demandado no hubiese sido 
emplazado debidamente, teniendose para el caso de la inasistencia del actor por reproducida 
su demanda, y para el caso de la ausencia del demandado, tenerse por contestada la demanda 
en sentido afirmativo. Reprodu1co para ilustrar el caso el artículo 879 de la Ley Federal del 
Trabajo. 

Art. 879.· La audiencia se llevará a cabo, aún cuando no concurran las partes.16 

Si el actor no comparece al periodo de demanda y excepciones, se tendrá por reproducida en 
vía de demanda su comparecencia o escrito inicial. 

Si el demandado no concurre, Ja demanda se tendrá por contestada en sentido afinnativo, sin 
perjuicio de que en la etapa de ofrecimiento y admisión de pruebas, demuestre que el actor 
no era trabajador o patrón, que no existió el despido que no son cienos los hechos afirmados 
en la demanda. 

Sin embargo considero, como ya Jo he mencionado anteriormente, que si del estudio de los 
autos que el magistrado del Tribunal haga, se desprende que el demandado pudiera ser persona 
fisica o moral con recursos económicos suficientes para contar con una buena asesoría 
jurídica. en caso de inasistencia a la audiencia que señala el art. 184 de la Ley, se debcnin 
observar las disposiciones del articulo 343 del Código Federal de Procedimientos Civiles, 
que señala en su último párrafo. 

"Art.343.-C.F. P. C .... no impedirá la celebración de la audiencia la falta de asistencia de las 
partes, ni la de los peritos o testigos, siendo a cargo de cada parte, en su caso, Ja presentación 
de los peritos o testigos que cada una haya designado. A falta de asistencia de los peritos o 
testigos que el Tribunal haya citado para la audiencia. por estimarlo así conveniente, tampoco 
impedirá la cflcbración de Ja audiencia; pero se impondrá a los renuentes una multa hasta de 
mil pesos." 1 

Art.186.- En el procedimiento agrario serán admisibles toda clase de pruebas, mientras no 
sean contrarias a la Ley. 

Asimismo, el Tribunal podrá acordar en todo tiempo, cualquiera que sea la naturaleza del 
negocio, la práctica, ampliación o perfeccionamiento de cualquier diligencia, siempre que 
sea conducente para el conocimiento de la verdad sobre Jos puntos cuestionados. 

En la práctica de estas diligencias, el Tribunal obrará como estime peninente para obtener el 
mejor resultado de ellas, sin lesionar el derecho de las panes, oyéndolas y procurando siempre 
su igualdad. 

"Art. 189.-Las sentencias de los Tribunales Agrarios se dictarán a verdad sabida sin necesidad 
de sujetarse a reglas sobre estimación de las pruebas, sino apreciando los hechos y los 

16.- Ley Federal del Trabajo p. ?2.f..226 EdiL Teoc_alli, Mixic:o 1988 
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documentos scgün los Tribunales lo estimaren debido en conciencia, fundando y motivando 
sus resoludoncs." 

Analizaré conjuntamente estos dos artículos por que considero que es un b'l"a\'c retraso en el 
Derecho Social el ht..'Cho de que no sea necesario sujetarse a reglas sobre valoración de pruebas 
y en consecuencia dic1ar sentencias a verdad sabida. 

En primer lugar harC un análisis sobre el objetivo e importancia de las pruebas. 

Probar es produdr un estado de certidumbre en la mente de una o varias personas respecto 
de la existencia o incxistc:ncia de un hecho, o de la verdad o falsedad de una proposición, 
también puede decirse que probar es evidenciar algo, esto es, lograr que nuestra mente lo 
perciba con la misma claridad con que los ojos ven las cosas matl!rialcs. 

Rafael de Pina dice en su Tratado Sobre la Prueba:" la palabra prueba en su sentido estricto, 
expresa la acción y efecto de probar, y también, la razón, argumento, instrumento y otro medio 
con que se pretende mostrar y hacer patente la verdad o falsedad de una cosa'' .1 

Por prueba se entiende princip3lmentc, según la define la Ley de Partida. la averiguación 
que se hace en juicio de alguna cosa dudosa: ( Ley Primera. tit. XIV part. 3a ) o bien la 
producción de los actos o elementos de convicción que somete el litigante, y que son propios 
segün derecho, para justificar la verdad de los hechos alegados en pleito. 

PRUEBA Jl lDICIAL.- Es la que se lle\·a a cJbo 3ntc los órganos jurisdkdonah:s, ya se trate 
de tribllllalcs civiles. penaks, de orden administrJtivo,juntas de conciliación y arbitraje, cte., 
consiste en actividades jurisdiccionales promovidas poreljuczo por las partes que intervienen 
en el proceso y que tienen por objeto producir un hcc~o o una cosa del cual se infiera la 
existencia o inexistencia de los hechos controvertidos. 1 

La prueba es el resultado de estas actividades: La presentación de un documento, la inspección 
de un Jugar, la dt:elaración de uno de los litigantes, etc., todos estos hechos y otros análogos, 
constituyen pruebas en tanto que son actos procesales encaminados a producir certeza en el 
juez o magistrado. 

PRUEBA E INFOR!\V\CION.- La ley no exige siempre en el orden judicial una prueba 
ñgurosa~ en ocasiones, se conforma con una mera información que pueda servir de base a 
resoluciones judiciales. Se trata entonces de elementos de convicción de menor importancia 
que la prueba considera estrictu scnsu, pero suficientes para que el órgano jurisdiccional 
pueda actuar o resolver algo. Tal acontece en algunos casos de jurisdicción voluntaria y 
excepcionalmente en la contcnciosa.20 

18-20.- Diccionario de Derrcho Procesal Civil, Eduardo Pallares p.p. 661,662, EdlL 
Porrúa Mh.ico 1984 

113 



Escuela Nacional de Estudios Pror.slon1/es 

CLASIFICACION DE LAS PRUEBAS. 

a) Directas o inmediatas 

b) Indirectas o mediatas; 

e) Reales y personales; 

d) Originales y derivadas; 

e) Preconstituidas y por constituir; 

O Nominadas e innominadas; 

g) Históricas y criticas; 

h) Pertinentes e impertinentes 

i) Idóneas e ineficaces; 

j) Utiles e inútiles; 

k) Concurrentes y singulares; 

1) Morales e inmorales, legales o ilegales. 21 

Plantel Acatllln 

a) DIRECTAS O INMEDIATAS.- Las pruebas directas producen el conocimiento del 
hecho que se trata de probar sin ningún intermediario sino de un modo inmediato y por si 
mismas. 

b) En las MEDIA TAS O INDIRECTAS, sucede lo contrario. (Testigos, documentos, fama 
pública, peritos, etc.). Las pruebas indirectas pueden ser de primer grado o de grados 
ulteriores, según que entre el medio de prueba y el hecho por probar, exista un solo eslabón 
o varios eslabones. 

e) REALES Y PERSONALES.-Las pruebas reales las suminislran las cosas, las personales 
las personas por medio de sus actividades, tales como la confesión, las declaraciones de los 
testigos y los dictámenes periciales. 

21 ... Dlccioamrio de Derecho Procesal Civil, Eduardo Pallares p.p. 663,665, EdiL Porrúa 114 
Mlllco 1984 



Escuel• Nacional de Estudios Profes/anales Plantel AcatMn 

d) ORIGINALES Y DERIVADAS.- La clasificación de pruebas en originales y derivadas, 
hace referencia a los documentos, según se trate de documentos en que se haga constar el 
acto juridico que hay que probar, o de copias, testimonios o reducciones del mismo. 

e) PRECONSTITUIDAS Y POR CONSTITUIR.· Las primeras tienen existencia jurídica 
antes del litigio y. con frecuencia, son creadas en vista del litigio, aunque esta última 
circunstancia no es esencial. 

Los contratos escritos, los títulos de crédito, los cenifica.dos de depósito, las actas del estado 
civil, etc., son ejemplos de pruebas prcconstituidas, pero también participan de esta naturaleza 
las declaraciones de los testigos y la confesión judicial. 

1) NO~llNADAS E INNOMINADAS.-Las primeras están autorizadas por la Ley, que 
determina su valor probatorio y la manera de producirlas. Son los medios de prueba que 
enumera el Código. También se llaman pruebas legales, en contraposición a las libres que 
son las innominadas, éstas no están reglamentadas y quedan bajo el prudente arbitrio del juez. 

g) HISTORICAS Y CRITICAS.· Esta clasificación es de Carnelulli y consiste en que las 
históricas reproducen de algún modo el hecho que se trata de probar. mientras que en las 
críticas sólo se llega al conocimiento de ese hecho, mediante inducciones o inferencias. Son 
pruebas históricas los testigos, los documentos, las fotografias, el cinc, etc. Las presunciones 
y el juicio de peritos, deben incluirse entre las criticas. 

h) PERTINENTES E ll'v!PERTINENTES.· Peninentcs son las que tienden a probar los 
hechos controvertidos, mientras que las impertinentes no tienen ninguna relación con ellos. 
El principio de economía procesal exige que sólo se admitan las primeras. 

i) IDONEAS E INEFICACES:- Las idóneas producen ceneza sobre la existencia o inexis· 
tencia de un hecho contravenido, mientras que las segundas dejan en la duda esas cuestiones. 
Las primeras pertenecen a la categoria de prueba plena. 

j) UTILES E INUTILES.· Son inútiles las que prueban he-chas que las partes admiten como 
verdaderos o reales, mientras que las útiles conciernen a los hechos controvertidos. 

k) CONCURRENTES Y SINGULARES.- Las primeras sólo tienen eficacia probatoria 
cuando están asociadas con otras pruebas, tal como sucede con la de presunciones. Las 
segundas consideradas aisladamente producen certeza, confesión judicial, documentos, in­
spección ocular. 

1) PRUEBAS INMORALES.- Son pruebas inmorales aquéllas que, constituyendo hechos 
contrarios a la moral, se llevan a cabo o se pretenden llevar a cabo, para realizar fines 
inmorales, tales como ofender a la parte contraria, producir delectación morbosa, escan­
daliz.ar, etc .. 
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Los SISTEMAS DE PRUEBA más comurunente conocidos son: 22 

1.- El de PRUEBA LIBRE, que consiste en dejar en libertad a los Tribunales, tanto para 
detenninar los medios de prueba, como para juzgar del valor probatorio de tales medios. 

2.- El de PRUEBA TASADA, que es el contrario al anterior, pues es la Ley la que establece 
cuales son los medios de prueba y cual es su valor probatorio. 

3.- El SISTEMA MIXTO, que participa de los caracteres de los dos anteriores y que es el que 
sigue el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal. 

4.- El que DEJA A LA CONCIENCIA DEL JUZGADOR la apreciación de las cuestiones 
de hecho. 

Existe una serie de principios rectores en materia de pruebas. que por estar admitidos por In 
mayoría de los tratadistas. deben tener aplicación práctica, en tanto no se opongan a textos 
expresos de Ja propia ley, tales principios son los siguientes; 

!.- El juez no debe juzgar por el conocimiento extraprocesal que tenga de los hechos, sino 
únicamente, por el que se desprenda de las constancias de autos. 

II.- En principio, las pruebas deben ser producidas por las partes, pero el Código de 
Procedimientos Civiles, da amplias facultades al juez para mandar practicar las que crea 
penincntes. 

III.- Sólo los hechos están sujetos a prueba, el derecho lo estará solamente cuando se trate 
de leyes extranjeras, de usos, costumbres o jurisprudencia. 

IV.- Las pruebas deben ser rendidas en debate contradictorio, o por lo menos, dando iguales 
oportunidades a ambas partes y facultades para objetarlas. 

V.- No deben ser admitidas las pruebas impertinentes, las contrarias a derecho, las contrarias 
a la moral, las ineficaces y las inútiles, las contrarias a la dignidad del hombre y aquéllas sobre 
las que ya exista cosa juzgada. 

VI.- Las pruebas solamente pueden ser recibidas durante el término probatorio o durante la 
celebración de la audiencia, bajo pena de nulidad, salvo los casos expresamente establecidos 
por la Ley. 

VII.- Es juridico obligar a una de las partes a producir alguna prueba, aunque le perjudique 
la enunciación que de los medios de prueba establece el Código de Procedimientos Civiles, 

22.· GuCa de Derecho Procesal Ci'fJI, R.lful Pirez Palm•, p.p. 347,348,462,463 EdlL 
Cirdcnas EdUores y DlstribuJdorcs1 Quinta Edición, Mé.dco 1979 
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no implica que entre ellos hayajcrJrquia, teniendo cada una el valor probatorio que la ley le 
atribuye. 

VIII.· Las pruebas rendidas en contravención al procedimiento establecido por la ley para 
producirlas las vuelve ineficaces. 

IX.· Las leyes que detcm1inan cuales son los medios de prueba y su valor probatorio, 
pertenecen al derecho sustantivo y las que fijan los procedimientos para rendirlas. al procesal. 

X.- La prueba es esencial en el juicio en que se discuten cuestiones de hecho. 

XI.· Las leyes relativas a la prueba son de orden público y no pueden ser renunciadas. 

EL VALOR DE LAS PRUEBAS 23 

Una vez recibidas las pruebas ofrecidas por las partes, corresponderá al sentenciador tratar 
de establecer o de fijar cuál es, en su concepto, la verdad respecto de los hechos controvertidos, 
para luego aplicar a tal verdad el derecho correspondiente. 

La lógica jurídica distingue varias clases de verdad: 

LA VERDAD OBJETIVA O MA TERJAL.· Es la pura. la cierta, la auténtica, la que además 
se dice ha de ser una y única, ante la posibilidad de que coexistan dos verdades de Jos hechos, 
sin que contengan ningún elemento de ficción, ya sea convencional o accidental. 

LA VERDAD SUBJETIVA.- Es la verdad de cada quien, el fruto de sus impresiones, 
inteligencia y sentimientos personales. 

LA VERDAD FORMAL.- Es la que resulta del texto o de la redacción de un documento o 
del aspecto exterior de las cosas, esta verdad por motivos de simulación es frecuente que no 
concuerde con la verdad objetiva y puede aún estar en contra de ella. 

LA VERDAD LEGAL.· Es la establecida por la Ley, ejemplo de esta verdad es la cosa 
juzgada. Verdad legal es también la que resulta de las constancias de autos. 

Es evidente que la sentencia será tanto más justa y más equitativa cuanto más se apegue a la 
verdad objetiva de los hechos controvertidos. 

Para esclarecer la verdad de las controversias. el sentenciador tendrá que valorizar las pruebas 
rendidas por las partes, esto es, determinar la eficacia probatoria de cada uno de los elementos 
de prueba rendidos y expresar el grado de convicción o de certeza que le inspiren. Para realizar 
esta valoración, en principio, existen dos sistemas: 

23.-Gufa de Dere<:ho Procesal Civil, Raíael Pérez Palma, p.p. 3-17,348,462,463 Edlt. 
CJ.rdcnas Editores y Distribuido~, Quinta Edición, Mélico 1979 
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El de la LIBRE APRECIACION DE LAS PRUEBAS.- En éste el Juez está facultado para 
apreciar la prueba libremente sin tener que sujetarse a nonnas o postulado alguno siguiendo 
los dictados de su conciencia. dentro de este sistema el juez se maneja a verdad sabida y buena 
fe guardada. 

El de la APRECIACION TASADA.- En esta la apreciación debe hacerse siguiendo los 
principios o las disposiciones de la Ley. 

Este breve análisis respecto de las pruebas lo hago, con In finalidad de dejar bien clara la 
necesidad de que dentro del procedimiento agrario la Ley deberla observar los principios de 
valoración tasado de las pruebas y no dejar que el juzgador libremente dicte sentencia sin 
sujetarse a reglas de valoración de pruebas, observando además que los derechos que se 
encuentren en litigio y que a los magistrados del Tribunal Agrario corresponder.í sancionar 
son derechos de carácter público, y si consideramos que el Derecho Público es aquél que 
regula las relaciones entre Jos gobernantes, la organización y funciones de éstos, con los 
gobernados; y que en el Derecho Público predomina el criterio del interés general, la libre 
apreciación de las pruebas para dictar sentencia a verdad sabida, acarreará consigo la inexacta 
aplicación del derecho en perjuicio de los sujetos de derecho agrario, sobre lodo de aquéllos 
que supuestamente protege el Derecho Social, es decir las clases económica y socialmente 
desvalidas, porque además en este momento la gran mayoría de quienes imparten justici11 
agraria, carecen de los conocimientos y experiencia necesaria en materia agraria. y al dictar 
sentencia sin sujetarse a reglas sobre estimación de pmebas cometerán graves injusticias. que 
traerán consigo problemas de carácter social. 

EJECUCION DE SENTENCIAS 

Art.191.- Los Tribunales Agrarios están obligados a proveer a Ja eficaz e inmediata ejecución 
de sus sentencias y a ese efecto podrán dictar todas las medidas necesarias incluidas las de 
apremio, en Ja fonna y términos que a su juicio fueren procedentes, sin contravenir las nonnas 
siguientes: 

I.- Si al pronunciarse la sentencia estuvieren presentes ambas panes. el Tribunal las interro­
gará acerca de la forma que cada una proponga para la ejecución y procurará que lleguen a 
un avenimiento a ese respecto; y 

II.-EJ vencido enjuicio podrá proponer fianza de persona arraigada en el lugar o de institución 
autorizada para garantizar la obligación que se le impone, y el Tribunal, con audiencia de la 
parte que obtuvo, calificará la fianza o garanlfa según su arbitrio y si la aceptare podrá 
conceder un término hasta de quince dias para el cumplimiento y aún mayor tiempo si el que 
obtuvo estuviera conforme con ella. Si transcurrido el plazo no hubiere cumplido, se hará 
efectiva la fianza o garanlia correspondiente. 
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Es importante hacer un breve estudio sobre la ejecución de las sentencias en nuestra 
legislación. 

Una vez que la sentencia causa ejecutoria o se otorga fü111211, bien puede ser que el condenado 
la cumpla voluntariamente, o que haya necesidad de proceder coactivamente a su cum· 
plimiento. Para este último supuesto, In Ley ha crea.do un procedimiento especial, el de la vía 
de apremio, que puede en consecuencia ser definido, como el procedimiento especial, 
establecido por la Ley, paro la ejecución de las sentencias y que se hace extensivo para el 
cumplimiento de convenios judiciales y de las sentencias arbitrales. 

La v!a de apremio no es sino el corolario del principio establecido en el articulo 17 de la 
Constitución según el cual, " nadie puede hacerse justicia por si mismo 11

, y " los tribunales 
estarán expeditos para administrarla". 

La vla de apremio sólo excepcionalmente se lleva a cabo de oficio. La petición del interesado 
es indispensable. 

La ejecución de las sentencia puede ser provisional o definitiva. Lo primero acontece cuando 
la Ley consiente que se ejecuten sentencias o autos respecto de los cuales está pendiente el 
recurso de apelación, admitido tan sólo en el efecto devolutivo. Si a virtud del recurso se 
revoca la sentencia o el auto, la ejecución deberá nulificarse, y las cosas volver al estado que 
tenlan antes de llevarse a cabo aquella . Con relación a ella, rige el principio de que siempre 
tiene lugar bajo la responsabilidad de quien la solicita, que deberá pagar los gastos y costas 
y los daños y perjuicios causados al ejecutado. 

Teniendo en cuenta los efectos que tiene en nuestro derecho el juicio de amparo, también 
debe considerarse como ejecución provisional, la de las resoluciones pendientes de dicho 
proceso. 

Son definitivas las que conciernen a sentencias o autos absolutamente firmes. 

Chiovenda distingue tres clases de ejecuciones; ejecución de la Ley en general, ejecución 
forzosa de la Ley y ejecución procesal. Esta última, la divide en ejecución procesal forzosa, 
ejecución psicológica, y ejecución procesal no forzosa. 

La ejecución de la Le)' en general, es lo mismo que el cumplimiento de la Ley por actos de 
voluntad propia, sea por los particulares o por las autoridades. 

La ejecución forzosa es la que se lleva a cabo mediante "medios de coacción", por el mismo 
obligado, o mediante " procesos de subrogación "1 realizadas por terceros que sustituyen al 
obligado. Las medidas de coacción pueden ser multaS, arrestos, suspensión de determinados 
derechos, etc., Las medidas de coacción se aplican principalmente en los casos en que la 
prestación que se trata de hacer cumplir no es "fungible", o lo que es igual, sólo puede ser 
cumplida por el obligado. 
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La ejecución forzosa es administrativa o jurisdiccional, seglin sea la autoridad que la lleve a 
efecto; pero también puede ser panicular sin perder por ello su carácter de forzosa. 

El Código Civil del Distrito Federal, ofrece algunos casos en que el panicular realiza la 
ejecución forzosa de la Ley. Tales son: 

a) La facultad concedida al poseedor de buena fe "de retirar las mejoras voluntarias (que 
haya hecho en la cosa poseída ~si no se causa daño en la cosa mejorada, o reparando el que 
se cause al retirarlos"(an. 8 IO) • 

b) El derecho otorgado al vendedor de retener la cosa vendida si el comprador no ha pagado 
el precio (art. 2286) 25 

e) El que tie~c el acreedor prendario de retener la prenda mientras no se pague su crédito 
(art. 2873) 6 

d) El previsto en el artlculo 2664 del C.C.D.F. que dice: " El contrato de transporte se 
rescindirá de hecho antes de emprenderse el viaje, o durante su ~ursa, si sobreviniere algún 
suceso de fuerza mayor que impida verificarlo o continuarlo" .2 

El concepto general de ejecución comprende todo lo que se hace " para obtener que un 
mandato tenga su efecto ". 

MODALIDADES DE LA EJECUCION DE SENTENCIAS 

El Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal, considera las siguientes modali­
dades para la ejecución de sentencias: 

a) Ejecución de sentencia que condena el pago de cantidad liquida. En este caso se produce 
el embargo de bienes del deudor, sin necesidad de requerimiento previo ( art. 507 ) 

b) Ejecución de sentencia que condena al pago de cantidad liquida y de otra illquida. Se hace 
efectiva la primera, sin esperar a liquidar la seb'Unda ( art. 514 ) 

c) Si la sentencia no contiene cantidad liquida, al promover su ejecución, se presentará Ja 
liquidación correspondiente que se discutirá y fallará en un incidente breve (an. 515) 

d) Cuando la sentencia condena al pago de una prestación de hacer, se siguen las reglas 
siguientes: l. Si el hecho fuere personal del obligado y no pudiere prestarse por otro, se le 
compelerá empleando los medios de apremio más eficaces, sin perjuicio del derecho para 
e>tigir la responsabilidad civil ( art. 517 ). Al aplicar este aniculo no se olvide que la 
Constitución Me>ticana prohibe la prisión por deudas, y si la Suprema Corte de Justicia ha 
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resuelto que el am.-sto no constituye una vía de apremio para hacer cumplir una sentencia. 
ll. Si el hc'Cho pudiere prestarse por otro. el juez nombrará persona que lo ejecute a costa del 
obligado en el término que le fije; 111. Si el hecho consiste en el otorgamiento de algún 
instrumento o la celebración de un neto jurldico, el juez lo hnrá por el obligado, ex'Jlresándose 
en el documento que se otorgó en rebeldía ( art. 517); IV. Si el ejecutante optare en cunlquiera 
de los casos enumerados en el articulo anterior, por el resarcimiento de dai\os y perjuicios, 
se procederá a embargar bienes al deudor por la cantidad que aquel sci\alan: y que el juez 
modere personalmente, sin perjuicio que el deudor reclame el monto. Esta reclamación se 
sustcntar.i como un incidente di: liquidación de sentencia. 

e) Cuando la sentencia condena a rendir cuentas, el Juez señalará un término prudente al 
obligado para que las rinda. Si no cumple, se procede como previene el artículo 522. Si las 
rinde se resolverá sobre ellas en un breve incidente . 28 

1) Si la sentencia condena a dividir una cosa común y no diere las bases para ello, seconvocar.i 
a los interesados a una junta para que en la presencia judicial determinen las bases de In 
partición o designen un partidor, y si no se pusieren de acuerdo en una u otra cosa, el Juez 
designará a la persona que haga la partición y que sea perito en la materia si fuese menester, 
con conocimientos especiales. Señalará a éste un témüno prudente para que presente el 
proyecto partitorio. Presentado el plan de partición, quedará en la Secretaria a la vista de los 
interesados por seis días comunes, para que fonnulcn las objeciones dentro de ese mismo 
tiempo, y de las que se correrá traslado al partidor y se sustanciarán en la misma fonna que 
los incidentes de liquidación de sentencia. Et Juez rc~olvcrá y mandará hacer las adjudica­
ciones y extender las hijuelas respectivas ( art. 5:?3 ). •9 

g) Si la sentencia condena a no hacer, su infracción se resolvcni en el pago de dru'\os y 
perjuicios al actor, quien tendrá el derecho de señalarlos para que por ellos se despache 
ejecución, sin perjuicio de la pena que señale el contrato o testamento ( art. 524 ). Esta 
disposición legal da a entender que no se puede Jc.:struir la cosa hecha en contravención de 
una obligación de no hacer, lo cual es contrario a lo que dispone el artículo :?028 del Código 
Civil, que dice: "El que estuviere obligado a no hact:r alguna cosa. quedará sujeto al pago de 
daños y perjuicios encaso de contravención. Si hubiere obra material, podrá exigir el acreedor 
que sea desuuida a costn del obligado". 30 

h) Cuando la st:ntencia condena a entregar alguna cosa. se procederá inmediatamente a poner 
en posesión de ella al que obtuvo el fallo favorable. Si la cosa fuere mueble y el obligado se 
resistiere a entregarla, el actuario podrá emplear el uso de la fuer1.a pública y aún mandar 
romper las cerraduras. En caso de no poderse entregar los bienes señalados en la sentencia, 
se despachará ejecución por la cantidad que señale el actor, prudentcm~nte moderada por el 
Juez, sin perjuicio de que se oponga al monto el ejecutado ( art. 525 ). 1 

i) Cuando la sentencia ordene la entrega de personas, el Juez dictani las disposiciones más 
conducentes a que no quede frustrado el fallo. 

28.· Código de Procedimientos Ch·llcs para el Distrito Federal p.p 132,133,134,136 
Edil. Castillo Ruli editores. S.A. de C.V. 1991 

29·31.· Código de Procedimientos Ch'iles para el Distrito Federal p.p 136,137,138 Edil. 
Castillo Ruizeditom, S.A. de C.V. 1991 
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DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS RELATIVAS A LA EJECUCION DE 
SENTENCIAS. 

La acción de ejecución de una sentencia prescribe en diez años " contados desde el dla en 
-que venció el término judiS~l para el cumplimiento voluntario de lo juzgado y senten­

ciado"(art. 529 C.P.C.D.F). 

Los gastos y costas que origine la ejecución son a cargo del que fue condenado en ella. 

Los autos que tengan por objeto llevar a cabo la ejecución son irrecurribles. 

Todo lo dispuesto respecto de la ejecución de las sentencias, es aplicable a la ejecución de 
los laudos arbitrales, de las transacciones y de los convenios judiciales aprobados por el Juez. 

Contra la ejecución no "se admitirán más excepciones que la del pago si la ejecución se pide 
dentro de 180 dlas; si ha pasado "5e tém1ino, pero no más de un año, se admitirán, además, 
las de transacción, compensación y compromiso en árbitros; y transcurrido más de un año, 
serán admitidos también la novación, la espera, la quita, el pacto de no pedir y cualquiera 
otro arreglo que modifique la obligación y la de falsedad del instrumento, siempre que la 
ejecución no se pida en virtud de ejecutoria constante en autos de convenio judicial. Todas 
estas excepciones, sin comprender la de falsedad, deberán ser posteriores a la sentencia, 
convenio o juicio y constar en imtrumcnto público, por documento judiciaJmcntc reconocido 
o porconfesiónjudicial. Se sustanciarán sumariamente en forma de incidente, promovjSndosc 
en la demanda respectiva el reconocimiento o la confesión" ( art. 531 C.P.C.D.F. ). 

Los términos fijados en el articulo antes señalado, se contarán desde la fecha de la sentencia; 
a no ser que en ellos se fije el plazo para el cumplimiento de la obligación, en cuyo caso el 
término se contará desde el dia en que la obligación es exigible. 

Es evidente que el articulo 531 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, 
limita el derecho de oponerse a la ejecución porque, por una parte, enuncia las excepciones 
que pueden oponerse contra Ja ejecución de una sentencia ejecutorin y de un convi.:nio, y dice 
que son las de compensación, transacción, etc.; y luego dice que no proceden dichas 
excepciones cuando 111 ejecución se funde en sentencia ejecutoria o en un convenio judicial 
constando en autos. En otros ténninos, las excepciones que enuncia el articuJo, sin compren· 
der la de falsedad, únicamente pueden hacerse valer en un juicio diferente de aquel en el que 
consta la ejecutoria. 

La doctrina moderna reconoce que la ejecución de las sentencias tiene limites que la Ley 
impone por diversas consideraciones y que el derecho del ejecutante no es absoluto en el 
sentido de que lo declarado y resuelto en la sentencia ha de llevarse adelante sin cortapisas 
de ningún género. 

31..JJ .• Códi¡o de Procedimientos CiVilts para el Distrito Federal p.p 136,137,138 EdlL 
C.Utlllo Raludltora, S.A. de C.V. 1991 
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Entre las principales limitaciones que nuestras leyes imponen, figuran las siguientes: 

a) Se prohibe la prisión por deudas y por tanto no se puede hacer uso del arresto como medio 
directo de ejecutar una sentencia. 

b) La Ley permite se conceda al deudor un ténnino de gracia para cumplir sus obligaciones 
aún en el periodo de ejecución de sentencia ( art. 508 C.P.C.D.F. ). 

e) Existe el beneficio llamado de competencia a favor del deudor de buena fe, en virtud del 
cual tiene derecho de percibir alimentos. 

d) La Ley declara inembargable determinados bienes, sea por razones de humanidad o de 
economía social. 

e) El aseguramiento de las negociaciones industriales y agrícolas se hace en forma de mera 
intervención p.ra que puedan continuar sus actividades. 

1) La doctrina esta de acuerdo en que determinadas obligaciones conyugales quedan fuera del 
poder coactivo de los Tribunales. 

g) El Estado no puede ser embargado para hacer que cumpla sus obligaciones. 

h) El pricipio de la inmunidad diplomática también es causa de que se limite el poder 
jurisdiccional en Ja ejecución de las sentencias. 

Como se desprende de este breve análisis de la ejecución de sentencias, el legislador se quedó 
muy corto en cuanto a las disposiciones que en la Ley seilala para la ejecución de sentencias 
emitidas por los Tribunales Agrarios, ya que además de dejar a las partes la posibilidad de 
que propongan la forma de ejecutar la resolución ( cosa que nunca sucederá ), deja toda la 
ejecución a la aplicación supletoria del Código Federal de Procedimientos Civiles; demos­
trándose con esto por enésima ocasión, que las disposiciones de la Ley Agraria, son 
eminentemente de carácter civil. 

El párrafo segundo del articulo 191 de la Ley dispone que: 

Si existiera alguna imposibilidad material o jurídica para ejecutar una sentencia reJativa a 
tierras de un núcleo de población, la parte que obtuvo la sentencia favorable podrá aceptar la 
superficie efectivamente deslindada, en cuyo cnso Ja sentencia se tendrá por ejecutada, 
dejándose constancia de tal circunstancia en el acta que levante el actuario. 

Resulta verdaderamente increible esta disposicón, ya que la parte que obtenga sentencia 
favorable de ninguna manera aceptará que se tenga por ejecutada una sentencia que le 
reconoce el derecho sobre una superficie de tierra, porque la devolución de estas era el 
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objetivo principal por el que se recurrió al juicio agrario y el aceptar tener por ejecutada la 
sentencia seria como no haber invocado Jn justicia agraria. 

Por otro lado el hecho de que los Tribunales Agrarios tengan por ejecutada una sentencia que 
no fue ejecutada, independientemente de la causa que impida su ejecución, lo que generará 
es un rezago de asuntos por ejecutar, obteniendo resoluciones de escritorio, como lo hacfa la 
Secretaria de la Reforma Agraria al dotar tierras a un b'l'Upo de solicitantes, sobre tierras ya 
dotadas obteniendo Resoluciones Presidenciales que jamás se ejecutaron. situación similar 
es la que esta disposición provocara. 

EL RECURSO DE REVJSION 

Art. 198 ... El recurso de revisión en materia agnuia procede contra Ja sentencia de los 
Tribunales Agrarios que resu-:lven en primera instancia sobre: 

l.~ Cuestiones relacionadas con Jos Hmites de tierras suscitadas entre dos o más núcleos de 
población ejidales o comunales, o concernientes a limites de las tierras de uno o varios núcleos 
de población con uno o varios pequeños propietarios, sociedades o asociaciones; o 

Il.- La tramitación de un juicio agrario que reclame la restitución de tierras ejidales; o 

111.' L'l nulidad de resoluciones emitidas por las autoridades en materia agraria. 

Por principio es importante señalar to que es un recurso. 

Recurso es un medio jurídico de defensa que surge dentro de un procedimiento judicial o 
administrativo para impugnar un acto del mismo y que tiene como finalidad revocarlo, 
confirmarlo o modificarlo, mediante un nuevo análisis que genera la prolongación de la 
instancia en la cual se interpone, conservando o manteniendo de ésta, en su sustitució~ los 
mismos elementos teleologicos motivadores del acto atacado. 

La palabra recurso tiene dos sentidos, uno amplio y otro restringido y propio. En sentido 
amplio significa, el medio que otorga la Ley para que la persona agraviada por una resolución 
judicial obtenga su revocación, modificación o nulidad. En sentido más restringido, el recurso 
presupone que Jn revocación, rescisión o nulidad de la resolución están encomendados a 
Tribunales de instancia superior. 

El recurso de revisión se concede en algunas legislaciones extranjeras, contra sentencias que 
se hayan fundado en un error notorio de hecho. En nuestra legislación no existe con tal carácter 
pero la Ley de Amparo lo otorga para impugnar las sentencias pronunciadas en el juicio de 
amparo en primera instancia, cuando el juicio de garantlas tiene dos instancias. 
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El recurso de revisión actualmente también lo concede la Ley Agraria en su articulo 198; pero 
este hecho lo considero un tanto contradictorio. porque si consideramos que lo que tutela y 
proteje la Ley de Amparo es principalmente el respeto a las garantías individuales y la Ley 
Agraria mini miz.a el juicio agrario al estar equiparado a !ajusticia de paz, resulta absurdo que 
no conceda el RECURSO DE APELAC!ON y sí admita el RECURSO DE REVIS!ON. Al 
respecto es importante señalar lo dispuesto por el articulo primero de la Ley de Amparo. 

Art. l.- El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite: 

!.- Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantfas individuales; 

!l.- Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los 
Estados; 

!\!.- Por leyes o actos de la autoridad de éstos que invadan la esfera de la autoridad federal. 

Por otro lado el recurso de revisión procede según la Ley, contra, fracción !V la nulidad de 
resoluciones emitidas por las autoridades en materia agraria. 

Conforme a lo que dispon!a el artículo 2o. de la Ley Federal de Reforma Agraria derogada, 
eran autoridades agrarias: 

!.- El Presidente de la República; 

II.- Los Gobernadores de los Estados y el Jefe del Departamento del Distrito Federal; 

!II.- La Sc-crctaria de la Reforma Agraria; 

!V.- La Secretaria de Agricultura y Recursos Hidráulicos; 

V.- El Cuerpo Consultivo Agrario; y 

VI.- Las Comisiones Agrarias Mixtas. 35 

Por lo tanto considero que con fundamento en el artículo tercero transitorio del Decreto que 
refonnó el articulo 27 Constitucional las resoluciones emitidas por éstas instituciones antes 
de entrar en funciones los Tribunales Agrarios, pueden ser recurridas a través de la revisión. 
Pero una vez que el rezago agrario sea concluido únicamente serán autoridades agrarias, los 
Tribunales Agrarios y La Secretaria de la Reforma Agraria, y ésta sólo en los casos de 
procedimientos expropiatorios, en consecuencia, en todas las acciones intentadas ante los 
Tribunales Agrarios, las resoluciones que les recaigan podrán ser recurridas a través del 
recurso de revisión, y no sólo las señaladas en las fracciones l y lI del articulo 198 de la Ley. 

34.- Ley de Amp.ro p. 49, Edlt. Porrúa 1993 125 
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Sin embargo el Tribunal Superior Agrario ha emitido la siguiente circular: 

EL RECURSO DE REVISION EN MATERIA AGRARIA. PROCEDENCIA Y 
TRAMITE 

Por lo que respecta al recurso de revisión, que se ha comert7.ado a plantear ante el Tribunal 
Superior Agrario, éste órgano ~onsidera pertinente fonnular las siguientes precisiones: 

En los ténninos del articulo 198 de la Ley Agraria, el recurso de revisión procede contra la 
sentencia de los Tribunales que resuelvan en primera instancia sobre: 

l. ·Cuestiones relacionadas con los limites de tierras suscitadas entre dos o más núcleos de 
población ejidales o comunales, o concernientes a limites de las tierras de uno o varios núcleos 
de población con uno o varios pequeños propietarios o sociedades mercantiles o 

n. La tramitación de un juicio agrario que reclame la restitución de tierras ejidales o 

m. La nulidad de resoluciones emitidas por las autoridades en materia agraria. 

De lo anteriror debe colegirse que la procedencia del recurso es limitativa, por disposición 
de la Ley, respecto de aquellas sentencias pronunciadas sobre la materia expresamente 
considerada y no de otras que escapan por mandato legal, a la impugnación ordinaria y que 
son susceptibles de reclamarse de ser el caso, en amparo. 

En los ténninos del artículo 199 del propio ordenamiento legal, la presentación del recurso 
- para lo cual bastará la exhibición de los agravios por escrito - debe de hacerse dentro de los 
10 dlas siguientes ala notificación de la sentencia. Reunidos estos requisitos de fondo y fonna, 
el Tribunal Unitario debe admitir el recurso en un plazo de tres días, en cuyo caso dará vista 
a las partes interesadas para que expresen lo que a su derecho convenga. En el acuerdo por 
el cual se admite el recurso conviene seflalar que concluido el plazo para la respuesta de las 
partes interesadas, con o sin ellas, el expediente será enviado al Tribunal Superior para 
resolución en el plazo de diez días, a fm de que la llegada de los autos al Tribunal de alzada 
sea notificado por rolulón solamente. 

Como se advierte, la Ley faculta al Tribunal Unitario para admitir el recwso sólo si " ... se 
refiere a cualquiera de Jos supuestos del artículo 198 y es presentado en tiempo ..... "; de aira 
fonna, una sana lógica de interpreración juridica a contrario sensu, lleva a considerar que 
cuando no se satisfacen alguno o ambos de estos extremos - marcados por la norma como 
requisitos de proeedibilidad del medio de impugnación- el propio Tribunal Unitario tiene 
facultades para desechar el recurso de revisión, sin más trámite que notificar al recurrente; 
esto es, sin necesidad de dar vista a las partes interesadas y menos aún, de remitir los autos 
al Tribunal Superior, sin perjuicio de que el interesado pueda hacer valer sus derechos en el 
juicio de amparo. 
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Por otro lado, al no haber recurso ordinario de impugnación en la Ley contra las sentencias 
de materia distinta de las mencionadas en el artículo 198 antes citado e inclusive contra otras 
resoluciones procesales, resulta obvio que éstas pueden ser reclamadas en la vía del amparo, 
conforme a las nonnas vigentes, sin posibilidad alguna de aceptar otro recurso ordinario, dado 
que el Código Federal de Procedimientos Civiles es inaplicable, porque deja de ser supletorio 
para las materias expresamente reguladas en la Ley Agraria, como es el caso de los recurnos, 
cuya presentación, trámite y resolución reglamenta el capítulo VI de dicho Ordenamiento 
Legal. 

As! lo acordó el Tribunal Superior, en sesión celebrada el dla 27 de enero de mil novecientos 
noventa y tres. El Presidente, Dr. Sergio Garcla ~frez.- Rúbrica.- El Secretario General 
de Acuerdos, Lic. Sergio Luna Obregón. Rúbrica 

Art.199.- La revisión debe presentarse ante el Tribunal que haya pronunciado la resolución 
recurrida dentro del término de diez dlas posteriores a la notificación de la resolución. Para 
su inteiposición bastará un simple escrito que exprese los agravios. 

La poca importancia que el legislador o quien haya hecho la Ley Agraria le otorga a ésta, o 
su suma ignorancia en cuestiones de derecho, queda del todo patente en el último párrafo de 
este articulo, al señalarse que " para su interposición bastará un SIMPLE escrito que exprese 
los agravios", ya que desconoce la importJlncia de una buena expresión de agravios y que de 
esta depende que la resolución recurrida sea modificada. Con el objeto de dejar bien clara la 
importancia de los agravios, es necesario dar una definición precisa de AGRA VIO: Es la 
lesión o perjuicio que recibe una persona en sus derechos o intereses por virtud de una 
resolución judicial. Expresar agravios significa, hacer valer ante el Tribunal Superior los 
agravios causados por la sentencia o resolución recwrlda., para el efecto de que se revoque o 
modifique. Una copiosa jurisprudencia ha establecido que la expresión de agravios debe llenar 
los siguientes requisitos para ser eficaz: 

a) Ha de expresarse la Ley violada. 

b) Ha de mencionarse la parte de la sentencia en que se cometió la violación. 

c) Deberá demostrarse por medio de razonamientos y citas de leyes o doctrinas, en qué 
consiste la vioJación. Los agravios son inoperantes cuando no se ataca el fundamento esencial 
del fallo recurrido. 

Como se desprende del razonamiento anterior, la expresión de agravios no es tan SIMPLE 
como pretende el legislador. 

Por último y con el objeto de demostrar la poca importancia que el legislador le da a las 
cuestiones agrarias y en especial a la impartición de justicia agraria, presento un cuadro 
comparativo entre las disposiciones de la Ley Agraria y la Justicia de Paz en lo relativo al 
empJazamiento, el juicio, la ejecución de sentencias y los recursos. 

36.- Boletfo Judicial Agrario p. ll, Publicaciones del Tribunal Suprrlor Agrario 1993 127 



&cuela N11Clonal da Estudios Profesfona/u Plantel Ac•tlán 

CUADRO COMPARATIVO ENTRE EL ARTICULADO DE LA JUSTICIA DE PAZ Y 

LA LEY AGRARIA 

LEY AGRARIA 

Articulo 170 

Articulo 171 

Articulo 172 

Articulo 173 

Articulo 174 

Articulo 175 

Articulo 175 

Articulo 176 

Articulo 177 

Articulo 179 

Articulo 180 

Articulo J 83 

Articulo l 84 

Articulo 185 

Articulo 185 

Artículo 189 

EMPLAZAMIENTO 

EL JUICIO 

JUSTICIA DE PAZ 

Articulo 7o 

Artículo 80. 

Artículo 9o. 

Articulo 10 

Articulo 11 

Articulo 11 

Articulo 13 

Artículo 14 

Articulo 15 

Artlculo41 

Artículo 18 

Articulo 17 

Articulo 19 

Articulo 19 

Artículo 20 

Articulo 21 
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Articulo 191 

Articulo 192 

Articulo 194 

Articulo 195 

Articulo i 96 

Artículo 197 

Artículo 19& 

EJECUCION DE SENTENCIA 

RECURSOS 

Plantel Acatlán 

Articuio24 

Articulo 37 

Articulo 43 

Articulo 44 

Articulo4S 

Articulo 46 

Artículo 23 

Las diposicioncs contenidas en ambos casos son en un 99 ºlo similares to que demuestra mi 
dicho en cuanto a que los legisladores minimizan las cuestiones de justicia agraria al 
asimilarlas a la Justicia de Paz y por si lo anteriormente señalado resultara poco convincente, 
reproduzco lo dispuesto por el articulo 2o. de la Justicia de Paz. 

Art. 2o.- J.P. "Conocerán los jueces de paz. en materia civil, de los juicios cuya cuantia no 
exceda de 1 S2 veces el salario minimo diario general vigente en el Distrito Federal, ... " y 
haciendo la conversión tomando en consideración que en este momento el salario mínimo 
vigente en el Distrito Federal es de N$13.30 (trece pesos con treinta centavos 301100 M.N.), 
la cuantía de los asuntos de que conocerán los jueces de paz es de NS 2 420.60 ( dos mil 
cuatrocientos veinte nuevos pesos con sesenta centavos 601100 M.N. ).Por lo tanto al equiparar 
el legislador el procedimiento agrario con la justicia de paz, no le da mayor valor en pesos a 
las cuestiones agrarias que la antes señalada. 

Por todo lo anteriormente señalado, podemos decir que las consecuencias a corto plazo que 
traerá consigo la nueva legislación agraria serán las siguientes: 
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1.- La Ley reglamenta normas jurídicas contrarias a los intereses de sus tutelados. 

2.- La desigualdad social en el campo se acentuará a partir de la entrada en vigor de la Ley 
Agraria. 

3.- Desaparecerá la propiedad social de la tierra. 

4.- Se acumulará en pocas manos la propiedad de la tierra en los ejidos y comunidades. 

5.- Se libera el mercado de tierras para la inversión del capital. 

6.- El Estado se libera de la obligación que con las clases campesinas posee. 

7.- Desaparecen las caracteristicas de inalienables, imprescriptibles, inembargables e indivi­
sibles de las tierras ejidales y comunales. 

8.- El caciquismo se incrementará conforme se concentre en pocas manos la propiedad de las 
tiemis ejidales. 

9.- El ejido deja de ser un instrumento de control politico, pero por conveniencia del Estado 
y no porque los ejidatarios hayan alcanzado la mal llamada "mayoria de edad". 

10.- Se dará un incremento en el empobrecimiento del ejidatario que posee las peores tierras 
del ejido. 

11.- Los ejidatarios al enajenar sus parcelas se convertirán en jornaleros de las tierras que 
fueron suyas. 

12.- Se profundiza la desigualdad entre regiones con alto grado de desarrollo y las zonas de 
agricultura marginal. 

13.- La falta de claridad en el marco jurídico agrario propiciará que su aplicación genere 
conflictos de carácter social. 

14.- Desaparecen los derechos de la mujer campesina y el patrimonio familiar en el ejido. 

15.- La desaparición de la propiedad social provocará que las comunidades indlgenas que 
conserven la integridad de sus tierras se conviertan en verdaderas "reservaciones indígenas"~ 
estilo Norteamérica. 

16.- Con la venta de derechos parcelarios el minifundio no desaparece, por el contrario se 
incrementa. 
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17.- La inversión de capital privado nacional y extranjero generá mayor marginalidad en el 
campo. 

18.- Se minimiza la justicia agraria al equipararla con la Justicia de Paz. 

19.- El Derecho Agrario se transforma en Derecho Civil. 

20.- La Procuraduría Agraria, no posee la fuerza necesaria para la procuración de justicia 
agraria. 

CONCLUSIONES 

La Ley reghmentaria del artículo 27 Constitucional regula nom1as jurídicas contrarías a los 
intereses de sus tutelados, ya que basados en el principio de dar trato desigual a los desiguales, 
el derecho agrario, como una rama del Derecho Social que protege y reinvindica los derechos 
de las clases marginadas, es sustituido por el Derecho Privado, que individualiza las relaciones 
sociales y coloca a los sujetos de Derecho Agrario, con los de Derecho Civil en un plano de 
igualdad, que tanto en lo económico, social y cultural, jamás a existido, ni existirá, porque 
los grupos sociales en desventaja, recibirán la aplicación de normas estrictas y no flexibles. 
Por lo cual considero, que es importante, que dentro de la Ley Agraria se plasmara en forma 
clara y precisa, que los Magistrados encargados de la impartición de justicia agraria. pudiesen 
hacer uso del poder discrecional, que la ley otorga a algunos jueces civiles (Mixtos de Paz, 
Jueces Menores), para asi poder impartir justicia en favor de los grupos sociales en desventaja 
económica y cultural, en nuestro caso en particular, a ejidatarios y comuneros, y poder aplicar 
as( los criterios establecidos por el Derecho Social. 

Por otro lado, con el objeto de preservar el carácter de patrimonio familiar de la parcela ejidal, 
es necesario que este concepto quede claramente plasmado en la Ley Agraria, ordenando su 
constitución, para proteger económicamente la vida de la familia del campo, evitando asi, en 
lo posible su ruina y miseria, su creación deberá ser obligatoria y no voluntaria; con esto se 
podrá evitar que al enajenar sus derechos parcelarios, el ejidatario pudiese dejar a su familia 
en la miseria, preservándose además de esta manera la propiedad social de la tierra. asi como 
los principios de inalienable, imprescriptible e inembargable; manifestándose al momento de 
su creación al Registro Agrario Nacional. los bienes que lo integrarán. 

Por muy simple que pudiera parecer, considero que si la Ley obliga a ejidatarios y comuneros 
a constituir su patrimonio familiar, esta figura jurídica sería un candado que impediría: 

A).- Se acelere el proceso de enajenación de terrenos ejidales. 

B).- Se acumule en pocas manos la propiedad de la tierra. 
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C).- Desaparezca la propiedad social de la tierra. 

Por lo que se refiere a las nuevas instituciones encargadas de la impartición y procuración de 
justicia agraria, en especial la Procuraduria Agraria, considero que es necesario que para que 
ésta sea un verdadero instrumento de procuración de justicia, debeni de invesdrsele del 
carácter de autoridad y otorgarle jurisdicción, ya que de lo contrario, las resoluciones que Ja 
Procuraduría emita en sus procedimientos, carecerán siempre de fuer7.a para su ejecución y 
nunca se les podrá conside~ como cosa juzgada. 

Tal jurisdicción no se opondría a la que poseen los Tribunales Agrarios, ya que mi propuesta, 
es en el sentido de crear una división en la impartición de justicia, similar a la que se da en 
los Tribunales del Fuero Común, los cuales se encuenlran divididos por materia (Juzgados 
Civiles, Familiares, de Arrendamiento Inmobiliario, Concursales, de lnmatriculación Judi­
cial), de igual forma. los Tribunales Agrarios, continuarían conociendo respecto de las 
contro\'ersias suscitadas entre los sujetos de derecho agrario, y la Procuraduría Agraria 
conocería únicamente respecto de los procedimientos de Conciliación y Arbitraje. 
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ANEXONo. l 

REGLAMENTO INTERNO PARA EL EJIDO _____ _ 

CAPITIJLO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES 

Articulo lo. Con fundamento en el articulo 10 de la Ley Agraria se formula el presente 
reglamento, que nonnará la organización social y económica del ejido.~~~-...,.-~. 
constituido en virtud de: (Resolución Presidencial o Sentencia del Tribunal Superior Agrario) 
de fecha:.~----------· 

Articulo 2o Para los efectos del presente reglamento, el ejido __________ sc 
encuentra localizado en: _______________ _ 

Articulo 3o. Son sujetos de aplicación del presente reglamento: 

1.- El núcleo de población ejidal 

11.- Los Organos de Representación del ejido 

m.- Los ejidatarios 

IV.- Los avecindados 

V.- Los posesionarlos de tierras del ejido 

VI.- Las asociaciones que tengan por objeto la explotación de tierras 

ejidales, en las que participen el ejido y los ejidatarios, conforme 

con lo establecido en el articulo 75 de la Ley Agraria 

VII.- Los demás que señale la Ley y el presente reglamento 

Articulo 4o. El presente reglamento tiene por objeto normar la vida interna del ejido, 
determinar las bases generales para la organización económica y social, determinar los 
requisitos para admitir nuevos ejidatarios, las reglas para el aprovechamiento de las tierras 



de uso común y todas las demás actividades que establezca el presente reglamento que sean 
necesarias para lograr el mejor aprovechamiento del ejido. 

Articulo So. Los Organos del ejido de acuerdo con las competencias que les señala la Ley 
Agraria y las que determine el presente reglamento, deberán vigilar que la explotación de los 
recursos naturales del ejido se realice en ténninos razonables, con el fin de preservar el 
equilibrio ecológico. 

Articulo 60. El ejido tiene personalidadjurldica y patrimonio 
propio, y es propietario de las tierras de las que ha sido dotado o de las que adquiera por 
cualquier otro título. 

CAPITIJLO SEGUNDO 

DE LOS ORGANOS DEL EJIDO 

Articulo 7o. Son Organos del ejido: 

1.- La Asamblea General, como órgano máximo de decisión 

ll.- El Comisariado Ejidal, que es el órgano encargado de la 

ejecución de los acuerdos de la Asamblea General, nsi como 

de la representación y gestión adminstrativa del ejido 

III.-EI Consejo de Vigilancia, como órgano responsable de la 

supervisión de las actividades del Comisariado Ejidal 

Articulo 80. Son facultades de la Asamblea General las que establece como tales el articulo 
23 de la Ley Agraria, asl como las siguientes: 

!.- Aprobar la aportación de tierras del asentamiento humano al 
municipio o entidad en que se encuentre, confonne a lo establecido en el articulo 40 de este 
reglamento. 

11.- Establecer las actividades que se realiz.an\n en el ejido, así como 
las bases para su divulgación y difusión. 



111.- Establecer las bases para la organización y desarrollo de las actividades 
que se realicen en la Unidad Agrlcola Industrial de la Mujer 

IV.- Delimitar las actividades que se llevarán a cabo en la parcela destinada 
para el Desarrollo Integral de la Juventud. Asimismo le corresponderá la integración del 
comité que tenga a cargo la administración de esta unidad 

V.- Determinar el beneficio que cause la urbanización de las tierras ejidales 
que se ubiquen en el área de crecimiento de un centro de población, cuando sea el caso, así 
como la distribución entre los ejidatarios de dichos beneficios. 

VI.- Autorizar la enajenación de tierras ejidales ubicadas en áreas reservadas 
para el crecimiento de un centro de población, cuando se dé el caso 

VII.-Valorar las infracciones que cometan los ejidatarios al presente re­
glamento, as{ ~orno imponer las sanciones correspondientes 

VIII.- Todas las demás que establezca el presente reglamento 

Articulo 9o. Las asambleas ejidales podrán ser ordinarias y extrordinarias. 

Articulo 10.- Las asambleas ordinarias se llevarán a cabo el último domingo de cada mes, o 
por lo menos una vez cada seis meses, con fundamento en lo dispuesto por el articulo 23 de 
la Ley Agraria. 

Articulo 11.- Las asambleas extraordinarias tendrán lugar cuando por circunstancias especia­
les y de suma importancia, así lo determine el núcleo de población ejidal. 

Artículo 12.- Para efectos de In convocatoria, instalación y resoluciones que emita la 
Asamblea , tanto ordinaria como extraordinaria , se estará a lo dispuesto por los artículos 24 
a 28 y 31 de la Ley Agraria. 

Articulo 13.- El Comisariado Ejidal se constituirá por: 

1.- Un Presidente propietario y un suplente 

11.- Un Secretario propietario y un suplente 

IIJ.- Un tesorero propietario y un suplente 

La designación de los cargos anteriores será con base en el acuerdo que en tal sentido emita 
la Asamblea General, por el voto de las dos terceras partes de los ejidatarios presentes. 



Articulo 14.· El Comisariado Ejidal se integrazá también por las siguientes comisiones: 

l.· Comisión de medición de tierras y deslinde 

Il.· Comisión de registro y documentación 

Ill.· Comisión de diseño y elaboración de planos 

IV.· Comisión del padrón de posesionarlos 

V.- Comisión de uso y aprovechamiento del agua 

Articulo 15.· Forman parte también del Comisariado Ejidal los siguientes secretarios auxilia 
res: 

l.· Secretario auxiliar de finanzas 

11.· Secretario amdliar de promoción cultural y recreativa 

lll.- Secretario amdliar para el desarrollo de la mujer 

Artículo 16.· Las comisiones y los secretarios auxiliares trabajarán en forma coordinada con 
el Presidente del Comisariado Ejidal. 

Articulo 17.- Son facultades y obligaciones del Comisariado Ejidal las establecidas en el 
articulo 33 de la Ley Agraria, asl como las siguientes: 

J.. Recibir las notificaciones y avisos que se establecen en los artlculos 
37, 39, 48 y 49 del presente reglamento. 

II.· Supervisar el cumplimiento de los acuerdos que emita la Asamblea 
General sobre el establecimiento y desarrollo de las actividades en el ejido. 

IlJ .• Supervisar el cumplimiento de los acuerdos relativos a la organi­
zación y funcionamiento de la Unidad Agrícola Industrial de la Mujer. 

IV.- Recibir informes del comité encargado de la administración de la 
parcela destinada al Desarrollo Integral de la Juventud. 

V.- Realizar bajo su más estricta responsabilidad las notificaciones que 
establece el presente reglamento. 



VI.- La administración de los beneficios obtenidos por la urbanización 
de tierras cjidales, de darse el caso 

blca 
Vil.· Vigilar la aplicación de las sanciones establecidas por la asam-

VIll.· Las demás que establezca la Ley Agraria y el presente reglamento. 

Aniculo 18.- El Consejo de Vigilancia estará constituido de la siguiente fonna: 

l.· Un Presidente propietario y un suplente 

11.· Dos Secretarios propietarios y sus suplentes 

Los integrantes del Consejo de Vigilancia desarrollarán sus actividades en forma conjunta. 

Articulo 19.· Son facultades y obligaciones del Consejo de Vigilancia, las establecidas en el 
articulo 36 de la Ley Agraria, as! como aquellas que detennine el presente reglamento. 

Articulo 20.· Por lo que respecta a la elección y remoción de los miembros del Comisariado 
Ejidal y del Consejo de Vigilancia, se estará a lo dispuesto en los aniculos 37 a 40 de la Ley 
Agraria. 

CAPITULO TERCERO 

DE LOS EJIDAT ARIOS Y AVECINDADOS 

Articulo 21.· Para adquirir la calidad de ejidatario se requiere: 

l.· Ser mexicano mayor de edad o de cualquier edad, si tiene familia 
a su cargo, o se trate de heredero de ejidatario 

11.· Ser avecindado reconocido del ejido correspondiente 

m.- Ser posesionarlo de tierras ejidales reconocido por la asamblea en 
los tmninos del articulo 48 de la Ley Agraria 

IV.· Ser hijo de ejidatario u otros avecindados que hayan trabajado la 
tierra dos años o más 



V.- Que ajuicio de la Asamblea, cualquier otro individuo que haya 
realiz.ndo diversos trabajos y gestiones en beneficio de la comunidad, por un período no menor 
o. cinco años, sea considerado como tal 

VI.- En todo momento acreditar la posesión de cualquiera de los 
documentos que se señalan en el articule :iguiente de este reglamento 

Articulo 22.- La calidad de ejidatario se acredita con: 

peten te 
1.- El certificado de derechos agrarios expedido por autoridad com-

11.- El certificado parcelario o de derechos comunes 

111.- Con sentencia o resolución del Tribunal Agrario 

IV.- Con cualquier otro documento, que por acuerdo de la Asamblea 
y aprobado por el voto de las dos terceras partes de los ejidatarios presentes en la misma, sea 
considerado como suficientemente válido para acreditar la calidad de ejidatario. tomando en 
cuenta el trabajo desarrollado en la parcela o los beneficios aportados al núcleo de población 
ejidal durante un ténnino no menor de cinco años 

Artículo 23.- Por lo que se refiere a In sucesión de los derechos sobre las parcelas y en los 
demás inherentes a la propia calidad de ejidatario, se observará lo dispuesto en los artículos 
17 al 19 de la Ley Agraria. 

Artículo 24.- La calidad de ejidatario se pierde: 

1.- Por la sesión legal de sus derechos parcelarios y comunes 

U.- Por renuncia a sus derechos. en cuyo caso se entenderán ce­
didos en favor del núcleo de población 

lll.- Por prescripción negativa. siempre y cuando otra persona 
adquiera sus derechos en los términos del artículo 48 de la Ley Agraria 

IV.- Cuando los ejidatarios enajenen a terceros no ejidatarios las 
parcelas que han adoptado en régimen de dominio pleno y no conserven derechos sobre otra 
parcela ejidal 

V.- Por enajenación de sus derechos parcelarios a otrosejidatarios 
o avecindados del mismo núcleo de población, en los términos del articulo 80 de la Ley 
Agraria, y además no se conserven derechos sobre otra parcela ejidal o tierras de uso común 



VI.- Por incumplimiento de las obligaciones contenidas en el presente 
reglamento y previo juicio agrario tramitado ante el Tribwuú Unitario Agrario correspondien 
te 

CAPITIJLO CUARTO 

DE LAS TIERRAS EJIDALES 

Articulo 25.- Para efectos del presente reglamento y con fundamento en lo dispuesto por el 
artículo 56 de la Ley Agraria y en todo caso, a partir del plano general del ejido elaborado 
por y cuyos datos de identificación 
son , las tierras ejidales , por su destino, se dividen 
de la siguiente manera: 

l.- Las tierras para el asentamiento humano comprenden ___ has., dis-
tribuidas de la siguiente fonna: 

a).- Zona urbana: ________ has. Localizadas 
en: ________________ _ 

b}.- Fundo legal: _____ has. Localizado 
en: _________________ _ 

c).- Parcela escolar: ____ has. Localizada 

en=-----------------~ 

d).- Unidad A¡;rícola lndustrial de la Mujer: __ has. Locali-zada en: ________________ . 

e).- Unidad productiva para el Desarrollo Integral de la 
Iuventud: ___ has. Localizadas en: ___________ _ 

Por lo que respecta a las tierras destinadas al asentamiento humano del ejido se estará a lo 
dispuesto en los artículos 63 a 72 de la Ley Reglamentaria. 

11.- Tierras de uso común con un total de ___ has., divididas de 
la siguiente manera: 

a}.- ___ has. de riego localizadas 
en: _____________ _ 



b).-___ has.de temporal localizadas 
en:. ______________ _ 

e).- ___ has. de agostadero de buena calidad 
localizadas en: ______________________ ~ 

d).- ___ has. de tierras de monte localizadas 
en: ____________________ . 

e).- ___ has. de tierras de agostadero en terrenos 
áridos localizadas en: ______________ _ 

Por lo que se refiere a la delimitación, destino y asignación de derechos de las tierras de uso 
común se estará a lo establecido en los artículos 56 fracción III y 57 de la Ley Agraria. 

Ill.- Tierras parceladas con una extensión de ___ has., divididas en: 

a).- __parcelas de __ has. entre ___ ejidatarios. Locali-
zadas en: __________________ _ 

b).- _____parcelas de_ has. entre ____ ejidatarios. Locali-
zadas en: ___________________ . 

c).- __parcelas de_has. entre ___ ejidatarios. Localizadas 
en: ___________________ _ 

Asimismo, por lo que se refiere a los derechos parcelarios y asignación de parcelas, se atenderá 
a lo dispuesto por los artículos 47,58 y 59 de la Ley Agraria. 

Articulo 26.- Sólo por decisión de la Asamblea se podrán destinar parcelas al régimen de 
explotación colectiva, cumpliendo con los siguientes requisitos: 

1.- Determinar el número de jornadas a realizar por cada ejidatario 

II.- Una vez comercializados los productos, se pagará a cada ejidatario 
los jornales cumplidos 

III.- Los excedentes se aplicarán a la compra dé semillas y fertilizantes 
y en caso de existir sobrantes, este se constituirá como capital de reserva 



En todo momento la Asamblea tiene facultades para modificar o concluir el régimen de 
explotación colectÍ\'ll, con fundamento en lo dispuesto por el articulo 23 fracción XIV de la 
Ley Agraria. 

Artículo 27 .- Por lo que se reficrc al goce de los derechos parcelarios, se estará a lo dispuesto 
por el artículo 62 de la Ley Agraria, y en el supuesto de que la asignación de parcelas se haga 
a un grupo de ejidatarios, dichos derechos serán ejercidos en partes iguales o conforme al 
convenio que al respecto estos pactaren y/o supletoriamente, conforme a las reglas de 
copropiedad que dispone el Código Civil para el Distrito Federal. 

Artículo 28.- En el supuesto de que hecha la división de las tierras ejidales, conforme lo 
establece el articulo anterior, resultaren tierras cuya tenencia no esté regularizada o se 
encuentren vacantes, se podnln asignar !os derechos ejidales correspondientes conforme a lo 
que establece el articulo 56 fracción Il de la Ley Agraria. 

Artículo 2.9.- Son áreas naturales protegidas y zonas de preservación ecológicas, deniro del 
ejido ___ has. localizadas en: _________________ _ 

Articulo 30.- Por lo que respecta a la asignación de tierras por la Asamblea, esta podrá ser 
impugnada en los términos del articulo 61 de in Ley Agraria. 

Articulo 31.- Las tieJl'l!S ejidales podnln ser objeto de cualquier contrato de asociación o 
aprovechamiento celebrado por el núcleo de población ejidai, o por los ejidatarios titulares, 
según sea el caso y en los términos del artículo 45 de la Ley Agraria, y bajo las siguiente 
bases: 

L- En los casos de las tierras de tlSO común, lo acordado se estará a lo 
establecido en el articulo 23 fracción V de la Ley Agraria 

II.- En el caso de las tierras parceladas, lo acordado se estará a lo dispuesto 
en el articulo 79 de la Ley Agraria 

Artículo 32.- Podrá otorgarse en gamntia el usufructo de las tierras de uso común y de las 
tienas parceladas, conforme a lo establecido en el articulo 46 de la Ley Agraria. 

Artículo 33.- Quien hubiere poseido tierras ejidales, en concepto de titular de derechos de 
ejidatario, adquirirá sobre dichas tierras los mismos derechos que cualquier ejidatario sobre 
su parcela, en los términos del articulo 48 de la Ley Agraria, y siempre que el posesionarlo 
reuna los siguiente n:quisitos: 



1.- Muestre buena conducta 

ll.- Trabaje la tierra como actividad preponderante 

Ill.- Demuestre interés en los asuntos internos del ejido 

Articulo 34.-En caso de que el núcleo de población sea privado de alguna extensión de tierras, 
inmediatamente el Comisoriado Ejidal, deberá recurrir al Tribunal Agrario para su debida 
restitución. 

Articulo 35.- Los ejidatarios o el ejido podrán formarp:ute de uniones de ejidos, asociaciones 
rurales de interés colectivo y cualesquier tipo de sociedades mercantiles o civiles o de 
cualquier otra naturaleza que no estén prohibidas por la Ley, en los términos del anfculo 50 
de la l.ey Agraria, siempre y cuando se cumplan los siguientes requisitos: 

1.- En los casos de las tierras de uso común se requerirá acuerdo de 
la Asamblea, aprobado por mayoria de votos de los ejidatarios presentes 

II.- Tra!ándose de tierras parceladas, el ejidatario en lo individual 
deberá dar aviso al Comisariado Ejidal para que éste a su vez, lo haga del conocimiento de 
la Asamblea en su sesión más próxima 

CAPITIJLO QUINTO 

DE LAS AGUAS DEL EJIDO 

Artículo 36.- El aprovechamiento de los aguajes comprendidos dentro de las tierras ejidales 
de uso común se hará conforme a lo dispuesto rore! artfculo 55 de la Ley Agraria yde acuerdo 
con las siguientes bases: 

1.- Pago de la cuota para mantenimiento de la infraestructura, en la 
forma proporcional que corresponde conforme al uso y aprovechamiento que se haga de las 
mismas 

a.- La distribución de los aguajes se hará por panes iguales entre los 
ejidatarios, salvo acuerdo en contrario que en tal sentido emita la Asamblea, tomando en 
cuenta el desempeño particular de cada ejidatario 

III.- De ser necesario, contribuir con trabajos para el mantenimiento de 
Ja infraestructura de riego 



CAPITIJLO SEXTO 

DE LOS TERRENOS DEL ASENTAMIENTO HUMANO 

Artículo 37.- Las tienas ejidales destinadas al asentamiento humano se regirán confonne n 
lo que establece el articulo 64 de la Ley Agraria. Tratándose de los solares de la zonn de 
urbanización del ejido, y en cualquier acto que tenga por objeto su enajenación, prescripción 
o embargo, sus titulares únicamente deberán dar aviso al Comisariado Ejidal, en un ténnino 
no mayor a diez dlas, después de haberse celebrado el acto, de no ser as!, se harán acreedores 
n una de las sanciones establecidas en el articulo 54 del presente reglamento. 

Articulo 38.- La extensión, determinación y asignación de solares a los ejidatarios se hará 
confonne a lo dispuesto en el articulo 68 de la Ley Agraria, y una vez satisfechas las 
necesidades de los ejidatarios, los solares excedentes se podrán arrendar o enajenar a personas 
que deseen avecindarse, previo acuerdo de la Asamblea, en los términos de los art!culos 24 
a 28 y 31 de la Ley Agraria. 

Articulo 39.- Tratándose de ejidos en donde ya se hubiese constituido la zona de urbanización 
y los solares ya hubieren sido asignados, los tltulos serán expedidos por las autoridades 
competentes, previa solicitud que se le presente al propietario del mismo, exhibiendo a la vez 
los documentos que acrediten su propiedad; de esta solicitud deberá darse aviso al Comisaria 
do Ejidal dentro de los diez d!as siguientes a la fecha a la cual se presentó, pues de no realizar 
esto Ultimo se hará sujeto a alguna de las sanciones establecidas en el articulo 54 del presente 
reglamento. 

Artlculo 40.- Cuando fuese necesario por las circunstancias del caso, el núcleo de población 
podrá apot1ar tierras del asentamiento al mwúcipio ~ entidad en el que se encuentre para 
dedicarlas a servicios públicos, confonne a lo establecido en el articulo 64 de la Ley Agraria 
y previa resolución que en este sentido emita la Asamblea por el voto aprobatorio de dos 
terceras panes de los asistentes a la misma. 

Artlculo 41.- Con fundamento en el articulo 70 de la Ley Agraria en la parcela escolar se 
realizarán las siguientes actividades:. _________________ _ 

las actividades anteriores estarán a cargo de:. ______________ _ 

y estarán dirigidas a las siguientes personas integrantes del núcleo ejídal:. _____ _ 



Para el establecimiento de las actividades que se desarrollarán en esta pan:ela, as! como los 
términos de su divulgación y difusión, se requerirá el acuerdo de la Asamblea, aprobado por 
mayoría de votos de los ejidatarios presentes, y corresponderá al Comisariado Ejidal (a 
supervisión del cumplimiento de dichos acuerdos, debiendo infonnar a la Asamblea sobre la 
observancia de los mismos cada vi:z que ésta celebre sesión. 

Art!culo 42.- Con fundamento en el articulo 71 de la Ley Agraria, la Unidad Agr!cola 
Industrial de la Mujer, que tendrá como objetivo promover el desarrollo integral de ésta y 
capacitarla para el trabajo en beneficio de la tierra, desarrollará las siguientes ac-
tividades: ____ _ 

_:¡estas actividades estarán a cargo de'----------------­

Para la organización de las actividades que se realicen en la Unidad Agrícola Industrial de la 
Mujer, se requerirá el acuerdo de la Asamblea y la intervención del Comisariado Ejidal en 
los mismos ténninos que establece el segundo párrafo del articulo anterior del presente 
reglamento. 

Articulo 43.- Por lo que respecta a las actividades que se llevarán a cabo en la parcela destinada 
para el Desarrollo Integral de la Juventud, se estará a lo dispuesto en el art!culo 72 de la Ley 
Agraria. Dichas actividades estarán dirigidas a los hijos de los ejidatarios del ejido mayores 
de dieciséis años y menores de veinticuatro años y serán las siguientes: 

1.- Actividades recreativas y deportivas 

Il.- Actividades de fomento cultural 

lli.- Actividades de capacitación para el trabajo agricola 

El comité que estará a cargo de la administración de esta unidad será designado por acuerdo 
de la Asamblea, aprobado por la mitad más uno de los ejidatarios presentes. Este comité 
deberá brindar infonnación bimestral de sus actividades al Comisariado Ejida~ con el objeto 
de que éste, a su vez, infonne a la Asamblea. 

CAPITULO SEPTIMO 

DELASTIERRASDEUSOCOMUN 

Articulo 44 .-Para el uso, aprovechamiento, acceso y conservación de las tierras de uso común 
del ejido, se estará a lo dispuesto en los artículos 73 y 74 de la Ley Agraria y a las siguieqtes 
bases: 



I.-_________________ _ 

ll.-________________ _ 

Articulo 45.- Los derechos y obligaciones de los ejidatarios, por lo que respecta al uso, 
aprovechamiento, acceso y conservación de las tienas de uso común serán las siguientes: 

!.-_________________ _ 

ll.-________________ _ 

Articulo 46.-~hos y obligaciones de los avecindndos, respecto de las tierras de uso 
común, serán las siguientes: 

!.- ________________ _ 

ll.·----------------~ 
Articulo 47.- En los casos en que se transmita el dominio de las tierras de uso común a 
sociedades mercantiles o civiles en las que participe el ejido o los ejidntarios, se estará a lo 
dispuesto por el articulo 75 de la Ley Agraria. 

CAPITIJLO OCTAVO 

DE LAS TIERRAS PARCELAIJAS 

Articulo 48.- Si el ejidatario concede a otros ejidntarios o terceros el uso o usufructo de su 
pateela mediante cualquier acto jurídico no prohibido por la Ley, o aporta sus derechos de 
usufructo a Ja fonnación de sociedades tanto mercantiles como civiJes, únicamente deberá 
dar aviso al Comisariado Ejidal dentro de los diez dfas siguientes a la celebración del acto; 
en el supuesto de que no fo hiciere asl, se hará acreedor a una multa de __ dias de salario 
mlnimo de la zona en que se encuentre el ejido. 

Articulo 49.- La enajenación de derechos parcelarios entre ejidatarios, y entre ejidatarios y 
avecindados, se hará conforme a lo que establece el anfculo 80 de la Ley Agraria. 

El ejidntario que enajene sus derechos deberá dar aviso al Comisariado Ejidal, al momento 
de celebrar dicho acto jurídico, quien bajo su estricta responsabilidad deberá tomar las 
medidas necesarias para que quienes gocen del derecho del tanto sean notificados. La 
notificación comenzará a surtir efectos desde el momento mismo en que con la participación 
de dos testigos o ante fedatario, sea hecha del conocimiento del Comisariado. 



Articulo 50.- Por lo que respecta al dominio pleno sobre las parcelns ejidales y a su 
enajenación a terceros, se estnrá a lo dispuesto por los anlculos 81 al 86 de la Ley Agraria. 

CAPITULO NOVENO 

DE LAS TIERRAS EJIDALES EN ZONAS URBANAS 

Articulo S 1.- Cuando los tem:nos del ejido se ubiquen en el área de crecimiento de un centro 
de población, el núcleo de población ejidal podrá beneficiarse de la urbanización de esns 
tierras. siempre que así lo determine la Asamblea por resolución de las dos terecras partes de 
los ejidatarios presentes, y se estará a lo que establece el anículo 87 de la Ley Agraria. 

Será obligación del Comisariado Ejidal la administración de los beneficios obtenidos por la 
urbanización de las tierras ejidales. En todo caso, corresponderá a la Asamblea la distribución 
de dichos beneficios, la cual se hará primeramente en panes iguales o en su caso. atendiendo 
a la dedicación y esmero notorios deJ cjidatarlo que con su trabajo haya mejorado )as tierras 
de que se trate. 

Articulo 52.- Toda enajenación de tierras ejidales ubicadas en áreas reservadas para el 
crecimiento de un centro de población, se hará conforme a lo que establece el aniculo 89 de 
la Ley Agraria, además del acuerdo previo de la Asamblea, aprobado por las dos terceras 
partes de los ejidatarios presentes. 

CAPITULO DECIMO 

DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES 

Articulo 53.- Las infracciones al presente reglamento se sancionarán tomando en cuenta los 
siguientes aspectos: 

1.- Natur•leza y gravedad de la falta 

11.- Silu'1ción económica y familiar del ejidatario 

lll.- Grado de esco!aridad del ejidatario 

IV.- Posible alteración de la tranquilidad y el orden al interior del ejido 



ocasione la falta 
V.- Posible alteración de la tranquilidad social y el orden público que 

VI.- La reincidencia, si ésta existiese 

Articulo 54.- A los infiactores del presente reglamento se les impondrá una o varias de las 
siguientes sanciones, dependiendo de la valoración de la gravedad que sobre la falta se haga 
por parte de la Asamblea, pudiendo ser: 

1.- Apercibimiento 

11.- Multa de hasta ___ dias de solario minimo general 
vigente en la zona en la cual se encuentre ubicado el ejido 

111.- Suspensión temporal de derechos ejidales, cuya du­
ración no podrá exceder de tres meses . 

IV.- Suspensión definitiva de derechos ejidales sobre las 
tierras de uso común 

La imposición de las anteriores sanciones será responsabilidad de la Asamblea, mismas que 
deberán ser establecidas por el voto de la mitad más uno de los ejidatarios presentes, a 
excepción de la suspensión definitiva de derechos ejidales de uso común, que deberá ser 
acordada por las dos terceras prutes de los ejidatarios presentes. 

Artículo SS.· Se aplicarán las anteriores sanciones sin perjuicio de otras que pudiera contener 
el presente reglamento • 

Articulo 56.- Corresponde al Comisariado Ejidal supervisar que efectivamente se apliquen 
las sanciones establecidas en el presente reglamento. 

TRANSITORIOS 

Artículo Primero.-Procédase a inscribir el presente reglamento interno en el Registro Agrario 
Nacional. 

Articulo Segundo.- El presente reglamento deroga el anterior en caso de que existiese. 

Articulo Tercero.- Con fundamento en el artículo 10 y demás relativos de la Ley Agraria, fa 
Asamblea tiene por aprobado el presente reglamento. 
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